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rios con ingresos menores respecto a los 
promediales por escalafón y grado. 


El señor Senador Alfie, de conformidad a lo 
dispuesto en el artículo 118 de la Constitución 
de la República, solicita se curse un pedido de 
informes al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y por su intermedio al Banco de Previsión 
Social, relacionado con el pago de cuotas 
mutuales. 


Oportunamente fue tramitado. 


ERC EA 


Por Secretaría se da cuenta de las inasistencias 


2-C.S. 


CAMARA DE SENADORES 


registradas a las últimas convocatorias del 
Cuerpo y de sus Comisiones. 


6 y 8) Integración del CuerpoO....oooccoonnoonnononoooooo9ooooo. 


La Corte Electoral da cuenta de que proclama 
Senador al segundo titular de la lista de candida- 
tos sublema “Todos por el cambio” señor Gonza- 
lo Gaggero del Partido Encuentro Progresista - 
Frente Amplio - Nueva Mayoría y suplentes los 
señores Luis Oliver, Gustavo Guarino, Gustavo 
Marella, con carácter temporal y por el término 
de la licencia concedida al Senador Eduardo 
Ríos. 


Notas de desistimiento. Las presentan los seño- 
res Gonzalo Gaggero, Juan Andrés Ramírez, Gon- 
zalo Aguirre Ramírez y Carlos Garat, informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria de 
que han sido objeto. 


7) Solicitudes de licencia............oooooooooo einer asiraiiao 


Las formulan los señores Senadores Lara Gilene, 
Fernández Huidobro y Larrañaga. 


Concedidas 


9) Exposiciones escritas......ooomoomommmsmssnsococconnosom. 


El señor Senador Heber, amparado en lo dis- 
puesto en el artículo 172 del Reglamento de la 
Cámara, solicita se cursen las siguientes exposi- 
ciones escritas: 


con destino a los Ministerios de Transporte y 
Obras Públicas y de Relaciones Exteriores, a la 
Intendencia y Junta Departamental de Treinta y 
Tres, relacionada con la explotación de los re- 
cursos hídricos de la Laguna Merín y los cursos 
de agua subsiguientes. 


con destino al Ministerio de Economía y Finan- 
zas, relacionada con el artículo 160 y siguientes 
de la Ley de Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal, N* 18.172, referidos a la 
Dirección Nacional de Catastro. 


Se procederá de conformidad. 


10) Precios de las entradas para las eliminatorias 
al Campeonato Mundial de Fútbol 2010............ 


Manifestaciones del señor Senador Lapaz. 


Por moción del propio señor Senador, el Senado 


8y9 


11 


resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la Presidencia de la República, a los 
Ministerios de Turismo y Deporte, de Economía 
y Finanzas y de Desarrollo Social, ala Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, ala Dirección Na- 
cional de Deporte, a la Dirección General de 
Comercio, al Área de Defensa del Consumidor, 
a las Intendencias Municipales y a las Juntas 
Departamentales y Autónomas de todo el país, 
ala AUF, ala OFTI, Confederación Sudamericana 
de Fútbol, a la FIFA, Mutual de Futbolistas 
Profesionales, y al plantel de jugadores y cuerpo 
técnico de la Selección Nacional de Fútbol. 


11) Violencia enel deporte......oooococooooconnnnnoncnocos discdede 


Manifestaciones del señor Senador Lapaz. 


Por moción del propio señor Senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la Presidencia de la República, a la 
Junta Nacional de Drogas, a los Ministerios de 
Turismo y Deporte, del Interior, de Desarrollo 
Social, a la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, a la Comisión para la Prevención, Con- 
trol y Erradicación de la Violencia en el Deporte, 
ala Dirección Nacional de Deporte, al Congreso 
Nacional de Intendentes, a las Intendencias, 
Juntas Departamentales y Autónomas, Jefatu- 
ras de Policía de todo Uruguay, AUF, OFI, FUBB, 
Mutual de Futbolistas Profesionales, 
Basketbolistas Asociados, Comité Olímpico Uru- 
guayo, Confederación Uruguay del Deporte y 
Comisiones de Deporte del Parlamento. 


12) Seminario Regional “Políticas Macroeco- 
nómicas y Equidad Social”..........oomoomommomommo 


Manifestaciones del señor Senador Baráibar. 


- Pormoción del propio señor Senador, el Senado 


resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la Oficina del Fondo Monetario Inter- 
nacional en el Uruguay, ala Oficina de la CEPAL 
en el Uruguay, al Ministerio de Economía y 
Finanzas y a las Comisiones de Presupuesto y de 
Hacienda de ambas Cámaras. 


13) Carencias en el Hospital de Florida.................. s 


Manifestaciones del señor Senador Amaro. 


Por moción del propio señor Senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras al señor Director General de ASSE, a la 
Comisión Nacional de Usuarios de Salud Públi- 
ca, ala Comisión Departamental de Usuarios de 
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Salud Pública de Florida, y a las Comisiones de 
Salud Pública de ambas Cámaras. 


14) Servicio telefónico nacional de apoyo a la mujer 
en situación de violencia. Quince años de su 
A A 


- Manifestaciones de la señora Senadora 
Percovich. 


- Por moción de la propia señora Senadora, el 
Senado resuelve enviar la versión taquigráfi- 
ca de sus palabras a las Juntas Departamen- 
tales del país, a todas las Intendencias Muni- 
cipales del interior, al Congreso de 
Intendentes, al Ministerio del Interior, a la 
Intendencia Municipal de Montevideo y al 
Poder Judicial. 


15) Situación de inseguridad en zonas suburbanas 
y rurales, especialmente en el departamento de 
MontevideO...ococcooooncnonononanononananonnonncnonoccncnonoonccnos 


- Manifestaciones del señor Senador Penadés. 


- Pormoción del propio señor Senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras al Ministerio del Interior, a las 
Seccionales Policiales del Departamento de 
Montevideo, al señor Jefe de Policía de nuestro 
departamento y alos de las 18 Jefaturas Policiales 
restantes de todo el territorio nacional. 


16 y 18) Despido de cinco funcionarios del Banco 


15 


16 


BANDES ..cooooccnooononocnononncnocanccooncncocnnccncnocooonocos 17 y 18 


- Manifestaciones del señor Senador Abdala. 


1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 12 de octubre de 2007. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria, el próximo martes 16 de octubre, ala hora 16, a fin 


de informarse de los asuntos entrados y considerar el 


siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 


tos de ley: 


1) por el que se establece la derogación de todas las 
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- Pormoción del propio señor Senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras al señor Ministro de Economía y Finan- 
zas, al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y al Banco Central. 


17) Mozos de cordel.........oooommoscccocccccncocccnocccncnnonccss 


- Manifestaciones del señor Senador Moreira. 


- Pormoción del propio señor Senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la Administración Nacional de Puer- 
tos, a los Ministerios de Transporte y Obras 
Públicas y de Trabajo y Seguridad Social y 
también a la Junta Departamental de Colonia. 


19) Derogación de todas las exoneraciones genéri- 
cas relativas a los aportes de la ex DISSE que 
fueron otorgadas a determinadas actividades o 
entidades por la reforma tributaria.................. 


- Proyecto de ley por el que se procede a su 
aprobación. 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicaráa lla 
Cámara de Representantes. 


20) Defensa del derecho a la salud sexual y re- 
ProOdUCtiVA vionorionocioconionaciócosionanó dacccdconidaanicccosiacenós 


- Proyecto de ley por el que se crean normas en 
defensa del derecho a la salud sexual y 


reproductiva. 


En consideración. 


21) Selevanta la sesión......omommossocccncnonononnoninososssocs 


C.S.-3 


18 


19 


22 


exoneraciones genéricas relativas a los aportes 
de la ex DISSE, que fueron otorgadas a determina- 
das actividades o entidades por la Reforma Tribu- 


taria. 


Carp. N* 954/07 - Rep. N*550/07 
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la salud sexual y reproductiva. 


por el que se crean normas en defensa del derecho a 


Carp. N* 526/07 - Rep. N*551/07 
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por el que se prorroga por noventa días el plazo de 


presentación de peticiones ante la Comisión Especial 
creada por la Ley N* 18.033, de 13 de octubre de 2006, 
para ciudadanos que no pudieron acceder al trabajo 
por razones políticas o sindicales entre el 9 de febrero 


de 1973 y el 28 de febrero de 1985. 


Carp. N” 939/07 - Rep. N* 549/07 
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4) por el que se designa "Amadeo Soler" la Escuela 
N? 19 del departamento de Colonia, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria, Administración Na- 
cional de Educación Pública. 

Carp. N” 206/05 - Rep. N* 530/07 


5) por el que se declara de interés cultural el "Festival 
de Integración Regional" de la ciudad de Lascano, 
departamento de Rocha. 

Carp. N* 880/07 - Rep. N*531/07 


6) porel que se designa "Profesor Homero Gabarrot" la 
Plaza de Deportes de la ciudad de Carmelo, departa- 
mento de Colonia. 

Carp. N* 881/07 - Rep. N* 533/07 


7) porel que se designa "Juan Alberto Bonnet" la Plaza 
de Deportes de la ciudad de Colonia Valdense, depar- 
tamento de Colonia. 

Carp. N* 883/07 - Rep. N* 532/07 


8) porel quese designa "Doctor Jaime Beitler" el Liceo 
de Fraile Muerto, departamento de Cerro Largo, de- 
pendiente del Consejo de Educación Secundaria, 
Administración Nacional de Educación Pública. 

Carp. N” 716/07 - Rep. N* 546/07 


9) porel que se declara "Ciudad Educativa" la ciudad de 
San Ramón, departamento de Canelones. 
Carp. N* 935/07 - Rep. N* 547/07 


10) por el que se incorpora un apartado al artículo 125 del 
Código del Proceso Penal, referido al auto de proce- 
samiento. 

Carp. N* 927/07 - Rep. N* 543/07 


11) por el que se autoriza el uso del expediente electró- 
nico para los procesos promovidos ante el Poder 
Judicial. 

Carp. N” 928/07 - Rep. N* 544/07 


12) Discusión única del proyecto de ley aprobado en 
nueva forma por la Cámara de Representantes, por el 
que se sustituye el literal D) del artículo 2*, contenido 
en el artículo 341 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, referido a las competencias y organización 
de la Dirección Nacional de Impresiones y Publica- 
ciones Oficiales. 

Carp. N” 687/06 - Rep. N* 529/07 


13) Informe de la Comisión de Defensa Nacional relacio- 
nado con la solicitud de venia del Poder Ejecutivo 
para designar como Miembro Integrante Militar de la 
Suprema Corte de Justicia al Coronel (Nav) en situa- 
ción de retiro, señor Fredy T. Prieto. 

Carp. N” 936/07 - Rep. N* 548/07 


14) Informes de la Comisión de Asuntos Administrati- 
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vos relacionados con las solicitudes de venia del 
Poder Ejecutivo para destituir de su cargo a: 


- una funcionaria del Ministerio de Salud Pública - 

Centro Departamental de Salud Pública de Treinta 

y Tres. (Plazo constitucional vence el 18 de octu- 
bre de 2007). 

Carp. N” 868/07 - Rep. N* 540/07 


- un funcionario del Ministerio de Salud Pública - 
Centro Departamental de Salud Pública de Cane- 
lones. (Plazo constitucional vence el 6 de noviem- 


bre de 2007). 
Carp. N* 877/07 - Rep. N* 545/07 
Claudia Palacio Hugo Rodríguez Filippini 
Prosecretaria Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abdala, Abreu, Alfie, 
Amaro, Antía, Baráibar, Bentancor, Breccia, Camy, Cid, 
Couriel, Da Rosa, Dalmás, Gallinal, Heber, Lapaz, Long, 
López, Lorier, Michelini, Moreira, Oliver, Percovich, 
Romero, Saravia, Tajam, Topolansky, Vaillant y 
Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Fernández 
Huidobro, Korzeniak, Lara Gilene, Larrañaga, Ríos y 
Sanguinetti. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 16 minutos) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El Presidente de la Asamblea General destina Mensaje 
del Poder Ejecutivo por el que comunica: 


- laRecomendación Internacional del Trabajo N* 197, 
sobre el marco promocional para la seguridad y salud 
en el trabajo, 2006, adoptada por la Conferencia 
General de la Organización Internacional del Trabajo 
en su 95* Reunión celebrada en Ginebra en junio de 
2006. 


- laRecomendación Internacional del Trabajo N* 198, 
sobre la relación de trabajo, 2006, adoptada por la 
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Conferencia General de la Organización Internacio- 
nal del Trabajo en su 95* Reunión celebrada en Gine- 
bra en junio de 2006. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONALES. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje solicitando la venia 
correspondiente para destituir de su cargo a una funciona- 
ria del Ministerio de Salud Pública. 

- ALA COMISION DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


- porel que se declara obligatoria la enseñanza de la 
educación física en las escuelas de enseñanza pri- 
maria en todo el país, la que regirá a partir del año 
2009. 


- porelquese declara de interés cultural la “Fiesta del 
Cordero Pesado”, de la ciudad de Sarandí del Yí, 
departamento de Durazno. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACION Y CULTURA. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
eleva informado el proyecto de ley por el que se prorroga 
por 90 días el plazo de presentación de peticiones ante la 
Comisión Especial creada por la Ley N* 18.033, de 13 de 
octubre de 2006. 

- HA SIDO REPARTIDO Y ESTA INCLUIDO EN EL 
ORDEN DEL DIA DE LA SESION DEL DIA DE HOY. 


El señor Senador Luis Alberto Heber, amparado en lo 
dispuesto en el artículo 172 del Reglamento de la Cámara, 
solicita se cursen las siguientes exposiciones escritas: 


- con destino a los Ministerios de Transporte y Obras 
Públicas y de Relaciones Exteriores, a la Intenden- 
cia y Junta Departamental de Treinta y Tres, rela- 
cionada con la explotación de los recursos hídricos 
de la Laguna Merín y los cursos de agua subsiguien- 
tes. 


- con destino al Ministerio de Economía y Finanzas, 
relacionada con el artículo 160 y siguientes de la Ley 
de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal, N* 18.172, referidos a la Dirección Na- 
cional de Catastro. 

- HAN SIDO REPARTIDAS. SE VANA VOTAR LUEGO 

DELEIDOS LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


La Junta Departamental de Maldonado remite nota ad- 
juntando copia de las palabras vertidas por el señor Edil 
Ruben Toledo por las que manifiesta su preocupación por 
las consecuencias que derivarán de la sentencia dictada por 
la Suprema Corte de Justicia, en la que se declara la 
inconstitucionalidad de algunos aspectos del Decreto 
N* 3764/02, aprobado por ese Legislativo en mayo de 2002. 
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La Junta Departamental de Flores remite nota dando 
trámite a lo solicitado por el señor Edil Darío Camirotti 
relacionada con la exposición realizada por el señor Manuel 
Suárez en esa Junta, sobre el tema del control del mosquito 
Aedes Aegypti. 

- TENGANSE PRESENTES.” 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Alfie, de conformidad a lo dispuesto 
enel artículo 118 de la Constitución de la República, solicita 
se curse un pedido de informes al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y por su intermedio al Banco de Previsión 
Social, relacionado con el pago de cuotas mutuales. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. ” 


(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 9 de octubre de 2007. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores, 
Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 118 
de la Constitución de la República, vengo a solicitar se dé 
curso al siguiente pedido de informes al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social con destino al Banco de Previ- 
sión Social: 


1) Se remita información acerca de los pagos de cuotas 
salud a las instituciones de asistencia médica, efec- 
tuadas bajo el recién creado Fondo Nacional de Salud 
(Ley N* 18.131, de 18 de mayo de 2007), abierto por 
mes, por institución, por edad y por sexo, para todo 
el período disponible con el nuevo régimen de cápitas. 
A su vez la información se solicita que se detalle por 
cantidad de personas y valores monetarios involu- 
crados en cada una de las categorías. 
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Se informen los pagos de cuotas mutuales del siste- 
ma que administra el Banco de Previsión Social de 
beneficiarios de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública y del Poder Judicial, realizado a insti- 
tuciones de asistencia médica colectiva, con la mis- 
ma apertura del numeral anterior. También se solicita 
se detalle cantidad de personas y valores monetarios 
involucrados. 
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3) Pagos de cuotas mutuales realizadas bajo el régimen 
de DISSE a instituciones de asistencia médica colec- 
tiva abierto por institución, para los tres meses an- 
teriores al inicio del régimen instituido por la Ley 
N* 18.131, de 18 de mayo de 2007. Se solicita se 
informe a su vez, cantidad de personas y dinero en 
cada caso. 


4) Para cada uno de los meses involucrados en todos 
los numerales precedentes, se nos informe el monto 
recaudado por el BPS correspondiente al seguro de 
enfermedad abierto en aportes personales, patrona- 
les y complemento de la cuota mutual, detallando 
asimismo cantidad de personas involucradas en el 
cálculo del aporte para cada mes. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atte. 


Isaac Alfie. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Heber, de conformidad a lo dispuesto 
enel artículo 118 de la Constitución de la República, solicita 
se curse un pedido de informes al Ministerio de Economía 
y Finanzas relacionado con las compensaciones creadas 
para aumentar las retribuciones de los funcionarios con 
ingresos menores respecto a los promediales por escalafón 
y grado. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. ” 


(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 1” de octubre de 2007. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Roldolfo Nin Novoa. 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, venimos a solicitar se tramite 
el siguiente pedido de informes al Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


El artículo 169 de la Ley N” 16.170, de 28 de diciembre 
de 1990 creó un Fondo, a partir del 1? de enero de 1991, que 
se integraba con el 5% de los ingresos extrapresupues- 
tales de libre disponibilidad de todas las Unidades 
Ejecutoras del Ministerio de Economía y Finanzas, con 
destino a aumentar las retribuciones de los funcionarios 
con ingresos menores respecto a los promediales por esca- 
lafón y grado. 
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El artículo 4” del Decreto N* 277/991 de 27/05/91, regla- 
mentario de la norma legal citada, disponía que las distintas 
Unidades Ejecutoras del Ministerio de Economía y Finanzas 
debían depositar en una cuenta especial, abierta al efecto 
por dicho Ministerio, el 5% de los ingresos 
extrapresupuestales de libre disponibilidad, en forma men- 
sual, dentro de los diez días de vencido cada mes. 


El artículo 8” del mismo Decreto, disponía que las com- 
pensaciones de equiparación debían abonarse alos funcio- 
narios en forma mensual. 


El referido artículo 169 de la Ley N* 16.170, en lo refe- 
rente al vertimiento del 5% mencionado, estableció ex- 
presamente respecto a la Unidad Ejecutora 007 “Dirección 
Nacional de Aduanas”, que en relación con los ingresos 
provenientes de la aplicación de los artículos 253 y 254 de 
la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986 (Pagos de Servicios 
Extraordinarios), el porcentaje se aplicaría sobre los in- 
crementos de recaudación, a valores constantes, produ- 
cidos anualmente a partir del ejercicio 1990, respecto a 
1989. 


Hemos tomado conocimiento que en la Dirección Nacio- 
nal de Aduanas se padeció error administrativo en cuanto 
a la forma de cálculo de los incrementos de recaudación de 
los recursos provenientes de lo dispuesto por los artículos 
253 y 254 citados, ya que la comparación de los incrementos 
de recaudación debía efectuarse con relación al año 1989 y 
no en atención a los sucesivos años anteriores al momento 
de la recaudación efectiva. De esa errónea interpretación, 
que fue sostenida por la Contaduría General de la Nación, 
surge que la Dirección Nacional de Aduanas aportó canti- 
dades bastantes inferiores, al Fondo creado por el artículo 
169, lo que en definitiva repercutió en desmedro de las 
compensaciones para equiparación que debían cobrar los 
funcionarios del Ministerio de Economía. Sin perjuicio de lo 
expresado, la Dirección Nacional de Aduanas en el correr de 
los años 1997 y 1998 depositó los fondos correspondientes, 
pero por otro error administrativo, los mismos fueron rever- 
tidos a dicha Dirección, sin ser abonados a los funcionarios 
del Ministerio de Economía y Finanzas de acuerdo a lo 
establecido por el artículo 169 de la Ley N” 16.170 y su 
Decreto reglamentario N* 277/991. 


También se nos ha expresado, que con motivo de una 
consulta que oportunamente efectuara la Dirección Nacio- 
nal de Aduanas a la Contaduría General de la Nación respec- 
to al punto mencionado, un grupo de funcionarios, de dicha 
Unidad Ejecutora, toman conocimiento de que las compen- 
saciones que debían abonarse alos funcionarios del Minis- 
terio no habían sido pagadas correctamente, e inician accio- 
nes judiciales para su cobro, comunicándole dicha circuns- 
tancia a algunos otros funcionarios. Como estas comunica- 
ciones, no se efectuaron en forma oficial, por no correspon- 
der, ni tampoco se tomaron las precauciones del caso, para 
que todos los funcionarios del Ministerio que se conside- 
raran afectados se presentaran judicialmente, un grupo 
importante de funcionarios quedaron fuera de las acciones 
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prestadas y recién tomaron conocimiento de dicha circuns- 
tancia hace unos pocos meses atrás cuando el Abogado de 
los demandantes efectúa una comunicación general res- 
pecto al resultado del juicio y a las demoras injustifica- 
das del pago por parte del Ministerio de Economía y Finan- 
zas. 


Tenemos entendido que el grupo de funcionarios que 
demandó al Estado tiene asu favor sentencia judicial, y por 
lo tanto serían los únicos que percibirían las compensacio- 
nes generadas y no abonadas por el Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


De ser correctas las afirmaciones que se nos han hecho, 
entendemos que es totalmente injusto, que la gran mayoría 
de los funcionarios del Inciso, no perciba las compensacio- 
nes que en su momento le hubieren correspondido, dado 
que en ningún momento tuvieron oportunidad de enterarse 
de la omisión de pago, ya que estas compensaciones no se 
abonaban en forma regular y sus montos eran diferentes, 
situación que parecía normal, ya que dependía de los ingre- 
sos de las Unidades Ejecutoras aportantes y de los depó- 
sitos que se realizaran en el Fondo mencionado. La buena 
fe de los funcionarios, una vez más ha sido violentada, por 
lo cual en consideración a razones de justicia y equidad, 
entendemos que deben liquidarse y pagarse dichas com- 
pensaciones a todos los funcionarios que generaron el 
derecho en su momento, más las actualizaciones y daños y 
perjuicios ocasionados. 


Por lo expuesto, solicitamos al Señor Ministro se nos 
informe sobre: 


a) monto global a que asciende lo adeudado discrimina- 
do mensualmente; 


b) nómina de funcionarios acreedores de la compensa- 
ción creada por el artículo 169 de la Ley N* 16.170, de 
28 de diciembre de 1990; y 


c) si el Ministerio tiene intención de abonar dichas 
compensaciones a todos los funcionarios a quienes 
le hubiera correspondido de haberse pagado en su 
momento; en caso afirmativo, si ya dispone de fecha 
de pago. 


Luis Alberto Heber. Senador.” 


5) INASISTENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias, en el caso de que hayan existido. 


(Se da de las siguientes:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


A la sesión ordinaria del 18 de setiembre, faltó con aviso 
el señor Senador Larrañaga y, sin aviso, el señor Senador 
Lara Gilene; a la sesión extraordinaria del 2 de octubre, faltó 
con aviso el señor Senador Moreira; a la sesión extraordi- 
naria del 3 de octubre, no se registraron inasistencias y en 
la sesión extraordinaria del 9 de octubre, faltó con aviso el 
señor Senador Abreu. 


En lo que respecta a las inasistencias de los señores 
Senadores a sus respectivas Comisiones, cabe informar 
que: 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Administrativos 
del 18 de setiembre, faltó con aviso el señor Senador Lara 
Gilene; y a la del 3 de octubre, faltaron con aviso los señores 
Senadores Antía, Baráibar y Lara Gilene. 


A la sesión de la Comisión de Constitución y Legislación 
del 18 de setiembre, faltaron con aviso los señores Senado- 
res Abreu, Moreira y Ríos. 


A la sesión de la Comisión Especial para el Estudio del 
Funcionamiento de los Partidos Políticos del 19 de setiem- 
bre, faltaron con aviso los señores Senadores Andújar, Da 
Rosa, Korzeniak y Sanguinetti; y a la del 26 de setiembre, 
faltaron con aviso la señora Senadora Percovich y los 
señores Senadores Breccia, Da Rosa, Gallinal, Heber, 
Korzeniak y Sanguinetti. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del 20 de setiembre, faltaron con aviso los señores Senado- 
res Andújar y Larrañaga; a la del 27 de setiembre, faltaron 
con aviso los señores Senadores Couriel, Heber y Larrañaga; 
a la del 4 de octubre, faltó con aviso el señor Senador 
Michelini; y a la del 11 de octubre, faltaron con aviso los 
señores Senadores Couriel, Korzeniak y Michelini. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del 20 
de setiembre, faltaron con aviso los señores Senadores 
Breccia y Long; a la del 27 de setiembre, faltaron con aviso 
los señores Senadores Breccia, Cid, Long y Penadés; a la del 
4 de octubre, faltó con aviso el señor Senador Long; y a la 
del 11 de octubre, faltó con aviso el señor Senador Lorier. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca del 20 de setiembre, faltó con aviso el señor Senador 
Lorier; a la del 27 de setiembre, faltaron con aviso los 
señores Senadores Gallinal y Lorier; y a la del 4 de octubre, 
faltó con aviso el señor Senador Gallinal. 


A la sesión de la Comisión Especial sobre Lavado de 
Activos y Crimen Organizado del 24 de setiembre, faltó con 
aviso el señor Senador Baráibar. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo e 
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Inclusión del 24 de setiembre, faltó con aviso el señor 
Senador Amaro; y a la del 8 de octubre, faltaron con aviso 
los señores Senadores Antía, Heber, Laguarda, Lorier y 
Saravia. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 25 de 
setiembre, faltó con aviso el señor Senador Da Rosa. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 2 de octubre, 
faltó con aviso el señor Senador Aguirre; a la del 4 de 
octubre, faltó con aviso el señor Senador Abreu; a la del 10 
de octubre, faltó con aviso el señor Senador Abreu; y a la 
del 11 de octubre, faltó con aviso el señor Senador Alfie. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del 4 de octubre, faltaron con aviso los 
señores Senadores Gallinal y Ríos; y ala del 11 de octubre, 
faltó con aviso el señor Senador Alfie. 


A la sesión de la Comisión de Ciencia y Tecnología del 
8 de octubre, faltaron con aviso los señores Senadores 
Bentancor y Lara Gilene. 


A la sesión de la Comisión de Defensa Nacional del 8 de 
octubre, faltó con aviso el señor Senador Fernández 
Huidobro. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del 10 de octubre, faltó con aviso el señor Senador 
Ríos. 


6) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiéndose votado oportuna- 
mente la licencia del señor Senador Ríos, dese cuenta de la 
proclamación de la Corte Electoral. 


(Se da de la siguiente:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 9 de octubre de 2007 


Señor Presidente de la 
CAmara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 


Señor Presidente: 


Pongo en su conocimiento que en sesión de la fecha la 
Corte Electoral aprobó la resolución que a continuación se 
transcribe: 


La Corte Electoral resuelve: 
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1. Proclámase Senador al segundo titular de la lista de 
candidatos sublema "Todos por el cambio” señor Gon- 
zalo Gaggero del Partido Encuentro Progresista - Frente 
Amplio - Nueva Mayoría y suplentes los señores Luis 
Oliver, Gustavo Guarino, Gustavo Marella. 


2. Dichas proclamaciones se hacen con carácter tempo- 
ral y por el término de la licencia concedida al Sena- 
dor Eduardo Ríos, y en el concepto de que se han 
cumplido las condiciones establecidas en el artícu- 


lo 116 de la Constitución y en el artículo 3” de la Ley 
N* 10.618, de 24 de mayo de 1945”. 


Saludo al señor Presidente con mi más distinguida con- 
sideración. 


Carlos A. Urruty 
Presidente 


Alfonso Mario Cataldi 
Secretario Letrado.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica al Cuerpo que el 
señor Gonzalo Gaggero ha presentado nota de desistimien- 
to informando que, por esta única vez, no acepta la convo- 
catoria de la que ha sido objeto. 


Queda convocado el señor Senador Luis Oliver, quien ya 
ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontrare 
en Antesala, se le invita a pasar a Sala. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da la siguiente:) 


“El señor Senador Lara Gilene solicita licencia por los 
días martes 16, miércoles 17 y jueves 18 de octubre.” 


- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 12 de octubre de 2007. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 


De mi mayor consideración. 


Por intermedio de la presente, me dirijo a Ud. para 
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solicitar licencia por motivos personales para los días mar- 
tes 16, miércoles 17 y jueves 18 del corriente. 


Sin más, saluda a Ud. muy atentamente, 


Julio C. Lara Gilene. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se vaa votar la licencia solicita- 
da. 


(Se vota:) 
- 14en 15. Afirmativa. 


Se invita a pasar a Sala al señor Jorge Romero, quien ya 
ha prestado el juramento de estilo. 


- Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Fernández Huidobro solicita licen- 
cia los días 16 y 17 de los corrientes”. 


- Léase. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, octubre 16 de 2007 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia por los días martes 16 y 
miércoles 17 de octubre, por motivos personales. 


Sin otro particular, le saluda atentamente. 


Eleuterio Fernández Huidobro. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 15en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se invita a pasar a Sala al señor Héctor Tajam, quien ya 
ha prestado el juramento de estilo. 
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Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Larrañaga solicita licencia del 16 
al 18 de los corrientes”. 


- Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Octubre de 2007 


Sr. Presidente del Senado 
Don Rodolfo Nin Novoa 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo se me 
otorguen 3 días de licencia a partir del 16 de octubre, y se 
convoque a mi suplente correspondiente, de conformidad 
con la Ley 17.827, Artículo 1*, Literal D. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente, 


Jorge Larrañaga. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-15en 16. Afirmativa. 


S) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los señores Juan Andrés Ramí- 
rez, Gonzalo Aguirre Ramírez y Carlos Garat han presen- 
tado nota de desistimiento no aceptando la convoca- 
toria por esta única vez, por lo que se invita a pasar a Sala 
al señor Carlos Camy, quien ya ha prestado el juramento de 
estilo. 


9) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Heber para las exposiciones escritas 
que se presentaran y de las que se diera cuenta durante la 
lectura de los asuntos entrados. 
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(Se vota:) 


- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Texto de las exposiciones escritas:) 


“Montevideo, 1 de octubre de 2007. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 172 del Regla- 
mento de la Cámara, cúmpleme efectuar la siguiente exposi- 
ción escrita, solicitando se remita la misma a los Ministerios 
de Transporte y Obras Públicas y de Relaciones Exteriores, 
a la Intendencia y Junta Departamental de Treinta y Tres. 


Por el año 1851 ya se veían las ventajas del punto de 
vista estratégico de explotar los recursos hídricos de la 
Laguna Merín y los cursos de agua subsiguientes; por la 
década del 80 del siglo pasado se profundizaron más los 
estudios de estas zonas a través de la Comisión para el 
Desarrollo Conjunto de Zonas de Frontera que detectó las 
grandes posibilidades de desarrollo que brinda esta región 
y que conllevara que en 1990 se firmara en Yaguarón el Acta 
de Instalación de los Comités de Frontera. 


En nuestra Cancillería existen numerosos documentos 
que exponen en forma más que clara y detallada las ventajas 
que conllevarían a nuestro país y la región la explotación de 
esas enormes ventajas naturales y que además servirían 
para profundizar los procesos de integración en base a 
posibles alianzas estratégicas. 


Lamentablemente todos estos estudios realizados y los 
documentos que se firmaron, quedaron en el olvido, y el 
posible desarrollo económico-social de estas regiones aún 
se sigue esperando. 


Debemos expresar el beneplácito que nos han causado 
las manifestaciones del Gobierno sobre reactivar proyectos 
en estas zonas y por lo tanto, desde ya apoyamos las 
iniciativas que al respecto se impulsen. 


Luis Alberto Heber. Senador.” 


“Montevideo, 1 de octubre de 2007. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 172 del Regla- 
mento de la Cámara, cúmpleme efectuar la siguiente exposi- 
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ción escrita, solicitando se remita la misma al Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


En oportunidad del estudio del Proyecto de Ley de la 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
correspondiente al Ejercicio 2006, hoy Ley N* 18.172, expre- 
samos nuestra disconformidad con lo dispuesto en los 
artículos 160 y siguientes, referidos a la Dirección Nacional 
de Catastro. 


En primer lugar, si bien entendemos que noexisteincon- 
veniente en que la totalidad de los recursos con Afectación 
Especial provenientes del cobro de los distintos servicios 
prestados por la Dirección Nacional de Catastro, sean ver- 
tidos a Rentas Generales, no compartimos la solución pro- 
puesta en cuenta a que la Contaduría General de la Nación 
habilite en la Financiación 1.1 “Rentas Generales” el crédito 
equivalente al promedio percibido en el Ejercicio 2006 de las 
retribuciones de los funcionarios, financiadas con los 
recaudos por servicios de tasaciones, cotejo y registro de 
planos, expedición de cédulas catastrales, certificados de 
valor real de unidades de propiedad horizontal y copias de 
láminas catastrales, ya que los funcionarios se verán perju- 
dicados en sus ingresos, ya que de aplicarse la normativa 
vigente en la materia, los ingresos que deberían percibirse 
serían mayores. 


Según nos informó la Asociación de Funcionarios de 
Catastro, sus ingresos se vieron disminuidos en años ante- 
riores, por la no aplicación de la normativa emergente de la 
Ley N* 17.296 y Decreto N* 420/004 de 26/11/004, y además 
por otorgarse exoneraciones por parte del Ministerio de 
Economía y Finanzas y Dirección Nacional de Catastro, por 
vía interpretativa, sin el respaldo legal correspondiente. 


En segundo lugar, si bien estamos de acuerdo que 
cuando se exijan documentos, por ejemplo Cédulas 
Catastrales, para hacer efectivos trámites o pagos al Esta- 
do, estos recaudos sean gratuitos, nos preocupa el hecho 
de que si el Poder Ejecutivo no reglamenta en forma, la 
facultad otorgada por la Ley N* 18.172, en cuanto a dismi- 
nuir todas las tasas por los servicios prestados por la 
Dirección Nacional de Catastro hasta su eliminación, los 
documentos que esta expide o registra puedan ser requeri- 
dos en forma indiscriminada causando un caos administra- 
tivo en dicha Unidad Ejecutora. 


Es sabido que la Dirección Nacional de Catastro es la 
“cenicienta” del Ministerio de Economía y Finanzas, como 
también lo fue la Dirección Nacional de Subsistencias, hoy 
Dirección General de Comercio y por lo tanto nunca se le ha 
asignado un presupuesto acorde a sus necesidades reales; 
basta con concurrir a sus dependencias para ver el estado 
en que se encuentran, la obsolesencia de sus instalaciones 
y bienes y la falta de personal, lo cual nos lleva a pregun- 
tarnos ¿será posible que esta Dirección cumpla sus come- 
tidos en forma eficiente?; debe tenerse presente que el 
hecho de tener que abonar tasas por los servicios prestados 
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por esa Unidad, servían como acción moderadora de las 
gestiones que se realizan, ¿de futuro se mantendrán los 
mismos requerimientos? 


Luis Alberto Heber. Senador.” 


10) PRECIOS DE LAS ENTRADAS PARA LAS ELIMI- 
NATORIAS AL CAMPEONATO MUNDIAL DE FUT- 
BOL 2010 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora pre- 
via. 


Tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Muchas gracias Señor Presidente: 


Hoy voy a referirme a dos temas de una actividad social 
y cultural que siempre ha constituido una de mis pasiones: 
el deporte y, en especial, el fútbol. E insisto en el carácter 
social y cultural del deporte, más allá de eslóganes que no 
quiero repetir y sobre cuya justeza no voy a entrar en 
polémica. 


Una pasión colectiva que a veces no tiene su contrapar- 
tida o debida reciprocidad en las autoridades que la coman- 
dan y que, más allá del carácter público o privado de las 
instituciones rectoras no encuentran caminos adecuados 
para desarrollar al máximo esa actividad. Y esto lo voy a 
aterrizar en dos sucesos concretos. 


El primero de ellos, es un hecho muy comentado por los 
aficionados: los precios de las entradas con que se los 
castigó, y no creo que esta expresión sea exagerada, para el 
partido de Uruguay con Bolivia por las eliminatorias al 
Mundial 2010, en nuestro Estadio Centenario. Un integran- 
te del equipo celeste calificó de “robo” esos precios. No 
hubo respuestas o comentarios a esa aseveración. 


A lo que sí hubo contestación fue al costo de las entra- 
das; mientras las tribunas más caras, donde siempre se 
supone que va público de mayor poder adquisitivo, se 
llenaron hasta casi el 80% de su capacidad, en las populares 
nose llegaba ni al 25%. Además, si las entradas se hubieran 
vendido a mitad del precio establecido, se habría recaudado 
mejor y estoy seguro de que el Estadio hubiera recibido alos 
celestes con un lleno completo. 


Los propios jugadores debieron sentir esa falta de calor 
popular que emana de las “cabeceras” de la cancha, de las 
populares, donde no sólo van barras bravas e hinchas 
ayudados por dirigentes. Más aún, a los partidos de la 
selección -el “equipo de todos”- suelen concurrir muchas 
familias enteras, varias generaciones, con el triple propósi- 
to de alentar a los representantes del país, presenciar un 
buen espectáculo y pasar una buena tarde, o noche, juntos. 
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Pero esta vez no pudieron, y nada se ganó, porque las 
tribunas quedaron vacías, incluso cuando los que habían 
pagado para ingresar alos taludes debieron pasar a tribuna, 
ante la inhabilitación municipal de aquel lugar, lo que, 
supongo, aparejará una compensación para los que abona- 
ron más caro por la misma ubicación. 


En fin, esto quiere ser un llamado de atención a la 
Asociación Uruguaya de Fútbol, por más que, a través de 
la venta de abonos, quedó embretada con estos precios 
para el próximo partido en que Uruguay será locatario, 
aunque podría por el mismo precio agregar otro partido para 
los que compraron abonos, y rebajar al aficionado común el 
precio de las entradas para el venidero match como local. Y 
también es un llamado para las autoridades del Ministerio 
del rubro o del Área de Defensa del Consumidor del Minis- 
terio de Economía y Finanzas, para que estén atentas y 
participen con tiempo y no sobre hechos consumados. 


En vista de todo esto, quiero que la versión taquigráfica 
de mis palabras se remita a: Presidencia de la República, 
Ministerios de Turismo y Deporte, de Economía y Finanzas 
y de Desarrollo Social, a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto; a las Dirección Nacional de Deporte, a la 
Dirección General de Comercio, al Área de Defensa del 
Consumidor, a las Intendencias Municipales y a las Juntas 
Departamentales y Autónomas de todo el país, a la AUF, a 
la OFI, Confederación Sudamericana de Fútbol, a la FIFA, 
Mutual de Futbolistas Profesionales, y al plantel de jugado- 
res y cuerpo técnico de la Selección Nacional de fútbol”. 


11) VIOLENCIA EN EL DEPORTE 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para referirse a otro tema, tiene 
la palabra el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- “En segundo lugar, quiero referirme a 
la que considero una muy grave omisión estatal: aún no se 
ha cumplido con el mandato de la Ley N* 17.951, aprobada 
hace casi dos años en este Senado -el 28 de diciembre de 
2005-, para enfocar decididamente el problema de la violen- 
cia en el deporte. 


En el artículo 2* de la ley se ordena la creación de una 
Comisión Honoraria para atender el tema, dependiente del 
Ministerio del Interior. En los artículos 3", 4* y 5%, se fijan 
sus cometidos, funcionamiento y atribuciones. Poco se ha 
adelantado, no se ha redactado el Reglamento de Seguri- 
dad contemplado en el artículo 6%, ni constituido las comi- 
siones por parte de las asociaciones y federaciones depor- 
tivas indicadas en el artículo 7”, ni se ha propuesto la 
conformación de la Comisión de Magisterio y Ética del 
artículo 5*. 


¿Vamos a esperar otro asesinato, como aquel que ocu- 
rrieraen las inmediaciones del Estadio Centenario? Porque 
todas las semanas presenciamos hechos de suma violencia 
en las canchas. En el fútbol se ha hablado de mafias, droga, 
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golpizas preparadas, robos, arrebatos, “apretadas” y hasta 
de sexo en las otrora tranquilas y familieras tribunas. 


Cada vez que algo ocurre, la sensibilidad crítica de 
voceros públicos y privados, reiteran largas peroratas so- 
bre la patológica criminalidad social incluida en estos suce- 
sos, clamando todos por soluciones que restauren la paci- 
ficación. Pero no se avanza, y el pasado sábado 6 todos 
vimos pedradas, corridas, golpes, lastimados en ocasión 
del partido Danubio - Peñarol en Jardines del Hipódromo. 


Algunos detenidos luego de una severa e ilógica repre- 
sión; después se libera a todos, se cita a declarar a dirigen- 
tes, jugadores e hinchas. Nadie tiene la culpa, sólo “cobró” 
un juez de línea que recibió una pedrada, y luego varios 
espectadores de los que estaban en el “lío”, o quizás nada 
tenían que ver y sólo los animaba el propósito de presenciar 
un partido de fútbol. 


No es gracioso, no podemos asumir estos hechos como 
algo folklórico, parte del anecdotario deportivo, normal. 


Señor Presidente: me gustaría leer parte de una carta que 
me llegó en estos días referida a este tema: “Parece mentira 
que el pueblo futbolero sea rehén del imperio de la violencia 
de las bandas de anormales y la falta de autoridad y pericia 
del Ministerio del Interior. Personalmente voy fecha a fecha 
a alentar a mi cuadro, generalmente a la tribuna popular, e 
indigna ver cómo, mientras a la gente inofensiva y normal 
la revisan hasta oler el termo, los violentos conocidos por 
todos, y especialmente por la policía, pasan drogados y 
beodos a nuestro lado sin mayores complicaciones; el 
patrullaje brilla por su ausencia en los momentos previos 
donde en cada esquina aledaña a los escenarios imperan el 
vino, la droga y la ordinariez”. Más adelante se dice: “En 
partidos de alto riesgo las corridas y robos de banderas que 
luego se ingresan al estadio y se queman delante de todos, 
son usuales; lo que es peor aún, es que estos protagonistas 
del diario quehacer futbolero gozan de impunidad, pese a 
que el Estadio Centenario cuenta con filmadoras que graban 
al nivel de detalle todo lo acontecido. Nada pasa como sería 
de esperar en un país que se dice serio y cuenta con 
legislación vigente en la materia”. Luego, con razón, fustiga 
al Ministerio del Interior, pues dice: “subyace en el ambien- 
te pese a que, por ejemplo, en un clásico de juveniles en el 
Parque Central se incendió un ómnibus del plantel visitante, 
o que una banda de Peñarol mató cobardemente, en patota 
de 20 asesinos, a un padre de familia inofensivo hincha de 
Cerro, o que un grupito de la parcialidad de Cerrito incendió 
la histórica palmera de la tribuna de Jardines del Hipódromo, 
ante la mirada cómplice de la policía; la impunidad prevale- 


” 


ce”. 


Finalmente, agrego que, si bien esto noes exclusivo del 
deporte, si existe una cada vez mayor inseguridad ciudada- 
na, tenemos que superar este tipo de situaciones, eliminar- 
las. 


En vistas a ese objetivo, he propuesto en la Comisión 
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Especial de Deporte desarrollar un seminario sobre “La 
droga en el deporte” esperando que su aporte determine 
alguna de las soluciones que sólo servirán si las propuestas 
que las incluyan son aplicadas con firmeza y buena volun- 
tad. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras pase 
a: Presidencia de la República, Junta Nacional de Drogas, 
Ministerios de Turismo y Deporte, del Interior, de Desarro- 
llo Social y Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Comi- 
sión para la Prevención, Control y Erradicación de la Violen- 
cia en el Deporte, Dirección Nacional de Deporte, Congreso 
Nacional de Intendentes, Intendencias, Juntas Departa- 
mentales y Autónomas, Jefaturas de Policía de todo Uru- 
guay, AUF, OFI, FUBB, Mutual de Futbolistas Profesiona- 
les, Basketbolistas Asociados, Comité Olímpico Uruguayo, 
Confederación Uruguayo de Deportes y Comisiones de 
Deporte del Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a votar los trámites soli- 
citados por el señor Senador Lapaz. 


(Se votan:) 


- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) SEMINARIO REGIONAL “POLITICAS MACRO- 
ECONOMICAS Y EQUIDAD SOCIAL” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Baráibar. 


SEÑOR BARAIBAR.- Señor Presidente: los días 19 y 20 
de setiembre concurrimos a un seminario regional, junto 
con el señor Senador Heber, invitados por la CEPAL y por 
el Fondo Monetario Internacional. El seminario se denomi- 
naba genéricamente: “Políticas Macroeconómicas y Equi- 
dad Social” y su objetivo -creo que se logró ampliamente- 
era intercambiar opiniones con parlamentarios de toda 
América Latina, encaminadas a fortalecer la estabilidad 
macroeconómica y aumentar su eficacia, a fin de reducir la 
pobreza y la desigualdad. 


Allí se abordaron, básicamente, tres temas: el primero de 
ellos se refirió a “Políticas fiscales para el crecimiento 
equitativo. Reformas fiscales capaces de contribuir a elevar 
el crecimiento sostenible, junto con intensificar la 
focalización en la reducción de la pobreza y las desigualda- 
des”; el segundo tema tenía que ver con “El desarrollo del 
sector financiero. ¿Cómo ampliar el acceso al crédito y 
reducir los costos de intermediación? Medidas necesarias 
para desarrollar mercados de capital dinámicos que faciliten 
el crecimiento”, y el tercer punto se refería a la “Reforma 
institucional y el papel de los Parlamentos. ¿Cuáles son las 
reformas institucionales y las prioridades legislativas nece- 
sarias para que las políticas macroeconómicas promuevan 
el crecimiento económico y la reducción sostenible de la 
pobreza?”. 
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Los temas que se abordaron en este seminario fueron de 
absoluta actualidad, y para ello basta con recordar algunos 
de los debates que hemos tenido recientemente en este 
propio Senado y lo que ocurrió en la opinión pública. 


Allí se contó con la presencia del entonces Gerente 
General del Fondo Monetario Internacional, Rodrigo De 
Rato, quien ya ha renunciado; del Secretario Ejecutivo de la 
CEPAL, José Luis Machinea, y de varios Ministros de 
Economía de la región. Concretamente, concurrieron el 
Ministro de Finanzas de Bolivia -quien hizo una muy inte- 
resante exposición-, el Ministro de Finanzas y Crédito Pú- 
blico de Colombia y el Secretario de Finanzas y Crédito 
Público, Agustín Carstens, de México. También estaba 
invitado nuestro Ministro de Economía y Finanzas del 
Uruguay, contador Danilo Astori, quien no pudo concurrir 
por encontrarse en Europa acompañando al señor Presiden- 
te de la República. Asimismo, asistieron algunos Presiden- 
tes de los Bancos Centrales, como por ejemplo Vittorio 
Corbo, Gobernador del Banco Central de Chile; Martín 
Redrado, Gobernador del Banco Central de la Argentina y 
Paulo Vieira da Cunha, Subgobernador del Banco Central 
del Brasil. También concurrió el señor José Miguel Insulza, 
Secretario General de la OEA y, como ya dije, parlamentarios 
de América Latina de todas las tendencias, incluyendo 
representantes de aquellas en las cuales mayoritariamente 
revisten en posiciones de gobierno. 


Luego hubo una mesa redonda a la que fuimos invitados 
a participar, en la que estuvo presente el señor Aloizio 
Mercadante, Senador del Brasil, la señora Dilian Francisca 
Toro, Presidenta del Senado de Colombia y la señora Beatriz 
Paredes, Presidenta del Partido Institucional Revoluciona- 
rio de México. 


Al final de este evento se dio a conocer un comunicado 
que lamentablemente no voy a tener tiempo de leer total- 
mente -aunque no es muy extenso-, en el que se dice: “Por 
segunda vez en dos años, la CEPAL y el FMI han organizado 
con éxito un seminario conjunto. Durante mucho tiempo, el 
FMI y la CEPAL no sólo asumieron distintas posiciones, 
sino que mantuvieron un diálogo escaso. En este sentido, 
el éxito de este seminario se debe, en primer término a la 
generación de un espacio en el cual es posible debatir sobre 
visiones distintas y hacer explícitos los consensos cuando 
los hay”. 


Entendemos que también un hecho destacado es el 
encuentro de altos representantes de organismos interna- 
cionales y parlamentarios de todos los congresos de Amé- 
rica Latina. 


La declaración continúa: “Los países de la región regis- 
tran altas tasas de pobreza y desigualdad en relación con su 
nivel de desarrollo. La inequidad, no sólo conspira contra 
la reducción de la pobreza, sino que se transforma en una 
restricción al propio proceso de crecimiento y, dado que se 
origina, en gran medida, en la desigual distribución de los 
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activos reales y financieros, durante el seminario se ha 
hecho particular foco en la pregunta ¿cuáles son las políti- 
cas públicas más relevantes para cambiar la distribución de 
estos activos? [...] Por otra parte, la desigualdad que carac- 
teriza a la distribución del ingreso en América Latina genera 
una alta demanda de políticas públicas redistributivas, ya 
sea mediante las diferentes alternativas de políticas secto- 
riales incorporadas dentro del gasto público o a través del 
impacto generado por la modalidad adoptada para su 
financiamiento. [...] Adicionalmente debemos resaltar la 
relevancia que le hemos dado en este seminario al contexto 
institucional y, en especial a la importancia de las institu- 
ciones para el crecimiento y la equidad. En tal sentido, en 
un contexto donde estamos hablando de una mayor presen- 
cia del Estado” -sin duda, es novedoso el hecho de que en 
una reunión del Fondo Monetario Internacional y de la 
CEPAL se reconozca que en América Latina se está dando, 
casien forma generalizada, la presencia del Estado como un 
factor dinámico- “distinto a lo que se pregonaba en los 
noventa, se resaltó la necesidad de contar con instituciones 
que ayuden a fortalecer el papel del Estado y a reducir las 
posibilidades de su captura, ya sea por parte del sector 
privado como por parte de ciertos actores políticos. 


En América Latina y el Caribe se hace necesario moder- 
nizar las instituciones mediante la búsqueda creativa y el 
encuentro de soluciones propias, adecuadas a la competen- 
cia en la economía global, pero sin perder de vista que la 
gobernabilidad política y la construcción de consensos son 
ingredientes esenciales para la profundización de reformas 
institucionales que contribuyan al desarrollo y a una socie- 
dad más equitativa. 


La generación de consensos, que es central para darle a 
las reformas legitimidad política y social y con ello generar 
señales de continuidad, requiere de acuerdos sociales y 
políticos. Como se hizo hincapié en las presentaciones del 
día de hoy, los acuerdos políticos tienen como actores 
principales a los partidos políticos y a los representantes 
del pueblo elegidos democráticamente, en particular a los 
parlamentarios”. 


Esta es una síntesis del comunicado que se emitió al final 
de la reunión y que fue dado a conocer en una conferencia 
de prensa de la que participó Rodrigo De Rato y José Luis 
Machinea. 


Sin duda el tema es de actualidad y forma parte del 
debate que hoy se está dando en América Latina en torno 
ala necesidad de una revisión, sin renunciar a muchas de las 
iniciativas que en política económica se sustentaron en el 
pasado, y al mismo tiempo incorporando elementos, sin 
duda sustanciales, como las preocupantes altas tasas de 
pobreza y la desigualdad que existe en la región. 


Se puso mucho énfasis -varios expositores hicieron 
referencia al tema- en que si bien se podía percibir un 
crecimiento, este, a su vez, no había generado la igualdad 
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o, mejor dicho, en algunos casos había incrementado la 
desigualdad. 


El otro aspecto que ya mencioné, pero vale la pena 
señalarlo porque es un tema de permanente debate, es la 
constatación de una presencia del Estado mucho mayor de 
la que se pregonaba en el pasado para dinamizar y focalizar 
aquellas políticas que contribuyan a eliminar o reducir la 
pobreza, o acortar las desigualdades. 


Señor Presidente: pongo a disposición de los señores 
Senadores y periodistas -que hoy han concurrido en buen 
número- la documentación que poseo acerca del panorama 
y distribución del ingreso en América Latina, recientemente 
editada por la CEPAL, que tiene datos sumamente importan- 
tes. Sin duda, este material es de mucha actualidad y de 
sumo interés para quienes analizan la situación de América 
Latina. 


Formulo moción para que la versión taquigráfica de mis 
palabras se remita a la Oficina del Fondo Monetario Inter- 
nacional en el Uruguay, a la Oficina de la CEPAL en el 
Uruguay, al Ministerio de Economía y Finanzas y a las 
Comisiones de Presupuesto y de Hacienda de ambas Cáma- 
ras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Baráibar. 


(Se vota:) 


- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD 


13) CARENCIAS EN EL HOSPITAL DE FLORIDA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Amaro. 


SEÑOR AMARO.- Señor Presidente: voy a distraer la 
atención del Cuerpo para efectuar un planteamiento que me 
fue remitido por la Asociación de Usuarios de Salud Pública 
del departamento de Florida. 


Como su denominación lo indica, se trata de una Comi- 
sión organizada por personas que son usuarias de un 
servicio de Salud Pública que están al tanto del funciona- 
miento de los citados servicios, conocen sus carencias y los 
principales problemas que atraviesan. En definitiva, son 
ellos y sus familias, a las que representan, quienes padecen 
y sufren en carne propia las ineficacias de la Salud Pública. 


En efecto, en una carta y documentación que los inte- 
grantes de esta Comisión me hicieran llegar, se detallan las 
principales carencias que padece el Hospital de Florida y 
cómo la población se ve afectada por ello. En primer lugar, 
expresan que desde el 1* de julio del corriente año el Hos- 
pital no cuenta con doctores pediatras de retén Esta ano- 
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malía afecta a la población más débil y, a la vez, más 
preciada, que son nuestros niños. Precisamente, se trata de 
niños procedentes de familias con mayores problemas eco- 
nómicos y sociales. Ellos son los que acuden a Salud 
Pública; sin embargo, si hoy se llegan a enfermar en ciertas 
circunstancias, en el Hospital se les dirá que no hay 
pediatra de retén. Esto es grave, no quiero abundar en más 
detalles y argumentos para probarlo; solamente pido que se 
solucione rápidamente. No es mi intención incursionar en 
terrenos demasiado sensibles. Para mí, al menos, está veda- 
da la explotación demagógica; por tanto, lo único que diré 
y pediré a estas autoridades de Salud Pública, es que 
resuelvan este problema sin más dilaciones 


En segundo término, la Comisión dice que solamente hay 
dos ambulancias en funcionamiento. Me consta que existen 
más vehículos, pero por diversas razones están fuera de 
circulación. Es evidente que en un departamento de más de 
10.700 kilómetros cuadrados, con alrededor de 70.000 habi- 
tantes y con 13 localidades en el interior que se encuentran 
a 100 kilómetros o más de distancia de los centros de 
atención médica especializados de Montevideo, dos ambu- 
lancias es a todas luces insuficiente. 


Desde hace diez años falta un neumólogo en el Hospital, 
y cada vez que llega una persona con problemas respirato- 
rios debido al clima y otros elementos, se advierte que la 
contratación de un especialista para atender este tipo de 
enfermedades sería otro de los temas a solucionar. 


En tercer lugar, se suma la desdicha de que la ambulancia 
carece de radiocomunicación, elemento que se torna indis- 
pensable en la prestación de esta clase de servicio. La 
comunicación entre la base instalada en el Hospital y la 
unidad móvil es absolutamente necesaria. 


Cuarto, dos días a la semana el Hospital, concretamente 
la Sala de Cirugía, carece de anestesista. 


Quinto, existen problemas con la entrega de medicamen- 
tos a los pacientes del Hospital de Florida. Según la expli- 
cación que han dado las autoridades locales, los laborato- 
rios ganadores de las licitaciones no entregan medicamen- 
tos en el Hospital a pesar de que el dinero estaría disponible 
para efectuar los pagos en caso de concretarse las entregas. 
Aparentemente, la respuesta de los laboratorios es que no 
tienen “stock”. 


Al respecto, las respuestas brindadas por las partes 
involucradas -o sea, las autoridades locales del Ministerio 
de Salud Pública y los laboratorios proveedores- son poco 
convincentes para los pacientes, para quienes esto ameritaría 
la realización de una investigación administrativa a los 
efectos de determinar qué está sucediendo y de quién es la 
responsabilidad, porque lo cierto es que aquí se está cor- 
tando por el eslabón más fino: “No hay remedios. No es 
culpa nuestra, es del laboratorio que no entrega el medi- 
camento”. 
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Cabe preguntarse si las autoridades del Ministerio de 
Salud Pública no tienen la responsabilidad legal y adminis- 
trativa de hacer cumplir las entregas, tal cual lo han pactado 
las licitaciones y los contratos respectivos. En los hechos, 
siempre pierde el paciente, usuario de salud pública, que 
permanece sin medicamentos. 


En sexto lugar, los miembros de la Comisión también 
señalan que existen carencias de recursos humanos y mu- 
chos otros problemas que no detallaremos debido a su 
extensión. Simplemente, diremos que éstos configuran el 
sombrío panorama de salud pública, por lo menos en Flori- 
da, pero creemos que con la buena disposición de las 
autoridades y de quienes tienen responsabilidad en este 
tema, así como con la colaboración de otros órganos públi- 
cos y de las fuerzas vivas, se podrían mitigar y resolver en 
pos del bienestar de la gente más humilde. 


Por todo ello, solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras se remita al señor Director General de ASSE, a la 
Comisión Nacional de Usuarios de Salud Pública y a la 
Comisión Departamental de Usuarios de Salud Pública de 
Florida, así como a las Comisiones de Salud Pública de 
ambas Cámaras. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Amaro. 


(Se vota:) 


- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14) SERVICIO TELEFONICO NACIONAL DE APOYO 
A LA MUJER EN SITUACION DE VIOLENCIA. 
QUINCE ANOS DE SU INSTALACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra la señora Senadora Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: no quiero 
dejar de recordar -a pesar de que estamos un poco alejados 
de la fecha, pero como hemos celebrado algunas sesiones 
extraordinarias no hemos tenido el espacio de la hora pre- 
via- que el 2 de octubre se cumplieron quince años de la 
instalación del servicio telefónico nacional de apoyo a la 
mujer en situación de violencia. 


La idea surgió en el año 1990 a partir de la inquietud de 
algunas Legisladoras departamentales que acompañába- 
mos el reclamo -diría que desde la recuperación democráti- 
ca, y lo veníamos poniendo en el tapete de la agenda 
política- de las organizaciones sociales de mujeres, de las 
mujeres organizadas en las distintas colectividades políti- 
cas y de las mujeres académicas, en lo que refiere a la 
existencia de la violencia intrafamiliar y a la necesidad de 
que el Estado asumiera esta problemática. 
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En el año 1992, siguiendo el ejemplo de la ciudad de 
Buenos Aires, logramos instaurar una línea telefónica des- 
tinada a recibir llamadas de las familias, fundamentalmente 
de las mujeres que estaban en esa penosa situación. A esos 
efectos, se conformó un grupo al que la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo, mediante un convenio con una orga- 
nización no gubernamental especializada en los temas de 
mujeres, el Plenario de Mujeres del Uruguay, capacitó y 
encargó la recepción de las llamadas telefónicas. 


En el año 2001 -o sea, en la Legislatura anterior-, las 
Legisladoras que veníamos haciendo el seguimiento de la 
tarea de ese servicio telefónico y de su significado en la 
prevención de aquellos casos que pudieran resultar más 
dramáticos en lo que respecta a la violencia doméstica, 
conseguimos que se extendiera a nivel nacional. Fue así que 
desde 2002 ese servicio se brinda en todo el territorio del 
país. Cabe destacar que varias Intendencias Municipales 
han creado, no solamente oficinas relacionadas con el tema 
de la mujer, sino también servicios a los cuales se puedan 
derivar estos casos. 


El servicio 0800 4141, que está cumpliendo quince años, 
es gratuito -por lo tanto, no queda registrado en la factura 
de ANTEL- y a él se puede acceder desde cualquier teléfono 
público, sin necesidad de tarjeta o moneda; el horario de 
atención es de 8 a 24 horas de lunes a viernes y de 8 a20 los 
sábados y domingos. 


El objetivo de este servicio ha sido siempre el de orientar 
alas usuarias para que pudieran enfrentar mejor la situación 
de violencia planteada en ese momento, informarles acerca 
de sus derechos y de los recursos legales e institucionales, 
así como asesorarlas sobre los seguimientos correspon- 
dientes. El equipo de orientadoras -cada vez más altamente 
calificadas- recepciona y escucha las consultas de las mu- 
jeres que atraviesan por esta situación: les aclaran la de- 
manda y la evalúan, les informan acerca de los recursos 
institucionales y comunitarios, les señalan las posibilida- 
des más indicadas para el caso planteado y las derivan 
hacia el servicio más adecuado; cuando el caso lo requiere, 
coordinan la consulta con los servicios a los que se deriva. 
Además, estas funcionarias cuentan con un soporte psico- 
lógico que les permite efectuar en mejores condiciones esta 
pesada tarea de recibir las denuncias de situaciones verda- 
deramente angustiantes. 


Desde el 2 de octubre de 2002 a la fecha se han registrado 
aproximadamente 74.000 llamados, con un promedio anual 
de 5.000. 


Nos pareció bueno recordar la existencia de este servicio 
que es fruto del esfuerzo, de la organización y de la demanda 
de las mujeres, que comenzó en primer lugar en Montevideo 
y luego logramos que fuera para todo el país. 


No obstante ello, nos queda en el debe la creación de 
servicios de derivación en cada uno de los departamentos, 
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para que realmente esto sea efectivo hasta en las más 
alejadas localidades del país. Obviamente, las campañas de 
difusión generan una mayor sensibilidad y hacen que au- 
menten las llamadas, debido a que quienes necesitan recu- 
rrir a este servicio, lo conocen y lo tienen en cuenta como 
una estrategia de prevención. 


En síntesis, nos congratulamos de que este servicio 
llegue a sus quince años y esperamos que se siga extendien- 
do y profundizando en todo el país. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
remitida a todas las Juntas Departamentales del país -en las 
que generalmente se refleja una interesante atención por 
todos estos temas-, a todas las Intendencias Municipales 
del interior y al Congreso de Intendentes, como forma de 
reforzar el entusiasmo generado por la creación de la Oficina 
de la Mujer y el interés por la implementación de servicios 
de derivación, para que el servicio telefónico realmente 
cumpla con su función. Asimismo, hago extensiva esta 
solicitud de envío de la versión taquigráfica de mis expre- 
siones, al Ministerio del Interior, a la Intendencia Municipal 
de Montevideo y al Poder Judicial. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-20en 22. Afirmativa. 


15) SITUACION DE INSEGURIDAD EN ZONAS SU- 
BURBANAS Y RURALES, ESPECIALMENTE EN EL 
DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADES.- Señor Presidente: en el día de hoy 
queremos referirnos a una situación que se viene dando en 
varias zonas del país pero, en particular, nos la han plantea- 
do vecinos del barrio Paso de la Arena del departamento de 
Montevideo. Se trata de la situación de inseguridad que, 
lamentablemente, se ha instaurado en las zonas suburbanas 
y rurales de todo el territorio nacional pero, en especial, en 
el departamento de Montevideo. Tanto es así que una serie 
de productores agropecuarios, fundamentalmente vincula- 
dos con la chacra en nuestro departamento, nos han 
contactado en reiteradas oportunidades debido a este pro- 
blema de la inseguridad que se ha instalado y recrudecido 
en los últimos tiempos. El abigeato y el robo de la produc- 
ción de la chacra ha pasado a ser una constante a la que hoy 
no se logra detener ni se encuentra la respuesta necesaria 
de parte de las autoridades del Ministerio del Interior ni de 
las seccionales policiales ubicadas en esas zonas. 
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En determinado momento, en la presente Administra- 
ción se había anunciado la puesta en marcha de un nuevo 
grupo de la Policía Nacional que se dedicaría a la vigilancia, 
para lo cual se destinarían unidades de la Guardia de Coraceros, 
de la Guardia de Granaderos, a los efectos de que, 
específicamente, los grupos IPO patrullaran en forma perma- 
nente estas zonas. Lamentablemente, en los últimos tiempos 
este mecanismo se ha abandonado y, como consecuencia, 
nuevamente ha recrudecido el robo de todo tipo: de produc- 
ción, de bienes semovientes y de la propiedad privada. Esto ha 
hecho que muchas familias fueran bajando sus brazos, dejaran 
de producir y pusieran a la venta sus propiedades, y que otras 
estén pensando en la posibilidad de una vigilancia y defensa 
por mano propia, lo que consideramos que no debe permi- 
tirse ni estimularse como, lamentablemente, algunas veces 
ha sucedido ante reiteradas concurrencias a las seccionales 
policiales para denunciar esta situación. Concretamente, 
los vecinos han recibido como respuesta la sugerencia de 
armar guardias con los demás vecinos, lo que ya algunos 
han hecho. Esta situación está asociada al robo permanente 
de cables telefónicos y de alumbrado público, que no se ha 
podido controlar en esas zonas ni en ninguna otra del 
departamento de Montevideo, aunque quizás pueda suce- 
der también en departamentos como Canelones, Colonia y 
Maldonado, así como en todo el interior del país. 


La semana pasada logramos contactar a una delegación 
de la Comisión de Defensa Agraria de Paso de la Arena con 
el señor Subsecretario del Ministerio del Interior, a quien se 
transmitió esta inquietud que realmente tiene a esta gente 
en una situación de angustia muy grande, y enel día de hoy 
queríamos ponerla a consideración del Senado, así como 
reiterar la necesidad de que el Parlamento sancione un 
proyecto de ley sobre abigeato, que hoy se encuentra a 
estudio de la Comisión de Constitución y Legislación del 
Senado y que cuenta con media sanción de la Cámara de 
Representantes. Además, hace un tiempo presentamos un 
proyecto de ley en dicha Comisión, al que esperamos se le 
dé en algún momento la consideración y atención que 
merece. Asimismo, queremos que se tome debida concien- 
cia de que esta situación de inseguridad que sacude, lamen- 
tablemente, a todo el territorio nacional, se ha instalado en 
estas zonas y está afectando el trabajo, la producción y, 
sobre todo, el espíritu de gente que tiene que lidiar con 
otros desafíos, a la que creo estamos haciendo un mal mayor 
agregándole esta preocupación. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al Ministerio del Interior, alas Seccionales Policiales 
del Departamento de Montevideo, al señor Jefe de Policía 
de nuestro departamento y alos de las 18 Jefaturas Policiales 
restantes de todo el territorio nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-20en 21. Afirmativa. 


16 de octubre de 2007 


16) DESPIDO DE CINCO FUNCIONARIOS DEL BAN- 
CO BANDES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: ha llegado a nues- 
tro conocimiento un hecho de peculiar trascendencia rela- 
cionado con lo que se podría llamar “persecución laboral y 
discriminación religiosa”. Ante todo, solicito que la versión 
taquigráfica de estas palabras sea enviada al señor Ministro 
de Economía y Finanzas, quien está a cargo del tema. Tengo 
entendido que este asunto también fue abordado hace unos 
días en la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social del Senado. 


Me estoy refiriendo al despido de cinco funcionarios del 
Banco Bandes, ocurrido en febrero del corriente año. A 
nuestro modo de ver, analizando los hechos sucedidos, 
“prima facie” estaríamos ante un acto de discriminación, 
eventualmente pasible de ser sancionado por la comisión de 
actos de odio, desprecio o violencia contra determinadas 
personas, según tipifica el artículo 149 ter. del Código 
Penal. El caso concreto es que los funcionarios doctora 
Grisel Pereyra -Gerenta Ejecutiva de Consultoría Jurídica-, 
contadora Silvia Buencristiano -Gerenta Ejecutiva de Ope- 
raciones Administrativas-, licenciada Mirta Esteyro -Gerenta 
de Unidad de Programas Sociales-, contador David Dagys 
-Oficial de Cumplimiento- y Fernando Pini -Gerente encar- 
gado de seguimiento y cobranza-, habían sido contratados 
por el Banco Bandes Uruguay S.A. entre los meses de 
febrero y octubre de 2006. En febrero de 2007 se produce un 
cambio en la institución y el entonces Presidente del Bandes, 
señor Rafael Sandoval, es sustituido por el señor Luis 
Pacheco, ambos de nacionalidad venezolana. Anteriormen- 
te, en el mes de enero, se había producido un cambio de 
similar tenor en el Bandes de Venezuela y el señor Rafael 
Isea Romero sustituyó en la Presidencia al Capitán Edgard 
Hernández Behrens. Estoy formulando estas aclaraciones 
para que pueda entenderse la lógica de los movimientos 
ocurridos en el Banco Bandes Uruguay. 


En lo que atañe a la designación del nuevo Presidente 
acá, quiero dejar constancia de que, según nuestra legisla- 
ción -básicamente el artículo 377 de la Ley N* 16.060- y los 
propios Estatutos del Banco, cuando se menciona el nom- 
bramiento y remoción de los Directores -reitero, tanto esa 
ley como los Estatutos del Banco-, se expresa que es la 
Asamblea de Accionistas la que debe tomar esas decisio- 
nes. Luego de procurar conseguir información, compro- 
bamos que la Asamblea de Accionistas no tiene ninguna 
clase de constancia de que se hayan tomado esas decisio- 
nes. 


Lo cierto es que el día 21 de febrero los cinco funciona- 
rios referidos fueron despedidos alegándose “desempeño 
insatisfactorio”. Hemos averiguado y hurgado para conse- 
guir información, pero no se vislumbra de dónde pudo 
extraerse un juicio de esta naturaleza dado que no se había 
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llevado a cabo ningún procedimiento de evaluación a estos 
funcionarios. Es claro que si se realiza un procedimiento de 
evaluación y se constata que efectivamente existe un fun- 
cionamiento errático o equivocado, parecería sensato to- 
mar una decisión de esta naturaleza, pero llama poderosa- 
mente la atención el hecho de que la decisión se concrete de 
un día para el otro. Esa extrañeza o duda al poco tiempo dio 
lugar al convencimiento de que los motivos de los despidos 
no podían buscarse en el desempeño laboral, sino en alguna 
otra circunstancia. Entonces, el día 19 de febrero el diario 
“El País” publica declaraciones vertidas en la conferencia 
de prensa que diera el Presidente del Bandes de Venezuela, 
Rafael Isea Romero, a las que voy a dar lectura. Este ciuda- 
dano dijo: “Además de los ajustes en el plan de negocios, 
en Bandes se respirará otro aire. 


La nueva administración dejará de lado todas las expre- 
siones ligadas a la religión que fueron un sello de marca de 
la cúpula anterior. El anterior presidente del Bandes, el 
capitán Edgard Hernández Behrens, es profundamente reli- 
gloso. Aquí en Bandes Uruguay la anterior administración 
sumó a la empresa a un grupo de cinco o seis personas 
pertenecientes al culto evangélico. Esas personas no con- 
tinuarán en la institución”. 


Por decirlo de manera un tanto popular, es bastante 
fuerte que una autoridad de un banco califique a sus funcio- 
narios o los releve por ideas básicamente religiosas. Efec- 
tivamente, los cinco funcionarios despedidos tenían en 
común el pertenecer a la Iglesia Evangélica. Pero me pregun- 
to sila adscripción a determinada religión puede ser motivo 
de despido. ¿Dónde quedó, entonces, el argumento utiliza- 
do anteriormente de “desempeño insatisfactorio”? Los tra- 
bajadores afectados informaron que los funcionarios que 
les notificaron el despido -ante su insistencia de que se les 
explicitara en base a qué se había evaluado como insatisfac- 
torio su desempeño- les comunicaron que en realidad la 
remoción había estado motivada por un “reperfilamiento en 
la orientación religiosa del Banco”. 


Creo que lo que podemos hacer en este Parlamento, en 
alguna de las dos Cámaras, es investigar un poco más el 
asunto -sé que eso eslo que se está haciendo- y, de confirmar- 
se estos extremos, pienso que tanto los colegas parlamen- 
tarios como el señor Ministro de Economía y Finanzas -al 
que quiero enviar esta información-, estarán de acuerdo en 
que hay un acto de discriminación. Obviamente, la discrimi- 
nación en cualquiera de sus formas, y por todo concepto, 
nunca puede ser tolerada por las autoridades públicas y 
menos por la sociedad. Estas son cosas que, si suceden - 
vale decir, si es cierto que se produjeron estos extremos- 
están menguando la calidad democrática de nuestra Re- 
pública y, francamente, creo que es una situación muy 
triste. 


Por mi parte, he chequeado documentación para ver si ya 
ha habido algún otro tipo de antecedentes de discrimina- 
ción religiosa y pude advertir que sí los ha habido en el país, 
aunque son mínimos. De cualquier manera, este caso da 
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para preocuparse, por eso quería compartirlo con los seño- 
res Senadores. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
remitida al señor Ministro de Economía y Finanzas para que 
investigue, en la medida de sus posibilidades, a fin de ver 
si podemos reorientar este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar el trámite solicitado por el señor Senador 
Abdala. 


(Se vota:) 


-25en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


17) MOZOS DE CORDEL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: quiero hacer una 
breve referencia, por tercera vez en este Cuerpo, sobre un 
tema que es realmente preocupante, relacionado con la 
situación de los mozos de cordel. 


Estamos hablando de más de noventa familias de traba- 
jadores de los Puertos de Colonia y Montevideo, que lamen- 
tablemente siguen en la misma condición en la que se 
encontraban hace más de dos años, condición que a esta 
altura resulta absolutamente injustificable en tanto este 
Parlamento ya sancionó dos leyes para mantener la fuente 
de trabajo de estas personas de modesta situación. 


La primera ley se aprobó el 9 de enero de 2006 y, a través 
de ella, se encargaba a esta gente su trabajo habitual de 
transportar los equipajes de los pasajeros que desembarcan 
en nuestro país provenientes de Buenos Aires o los que 
viajan a esa capital desde Montevideo y Colonia, lo que se 
financia con una tasa del 2% sobre los pasajes. Me estoy 
refiriendo a la Ley N* 17.932, por intermedio de la cual se 
daba a estas modestas personas seis meses de plazo para 
trabajar. No obstante ello, y a pesar de que la ley establecía 
también que la reglamentación se dictaría en el plazo de 
cuarenta y cinco días, lo cierto es que demoró nada menos 
que ciento veinte días. Por si esto fuera poco, transcurrido 
este lapso y estando ya la gente en el seguro de paro, la 
empresa de pasajeros que monopoliza el servicio fluvial en 
el Río de La Plata, esto es, Buquebús -o Los Cipreses S.A.- 
, no les permitió ingresar atrabajar, en clara violación de una 
disposición de alcance nacional. Hubo que dictar una nue- 
va norma, la Ley N” 18.057 que daba dos años -en lugar de 
seis meses- para prestar este servicio. Sin embargo, nueva- 
mente el Poder Ejecutivo demoró nueve meses y medio en 
aprobar la reglamentación, que fue publicada recién el 1* de 
diciembre del mismo año. 
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Todo esto determina que estos trabajadores han estado 
dos años en seguro de paro. Quiere decir que la sociedad 
uruguaya durante dos años ha tenido que hacerse cargo de 
este seguro de paro inútilmente, porque aquí -lamentable- 
mente tengo que decirlo- no se ha cumplido el mandato del 
Poder Legislativo. 


Además de la mencionada demora de nueve meses y 
medio, ahora resulta que la Administración Nacional de 
Puertos todavía no ha redactado el contrato para que los 
trabajadores comiencen ese período de dos años de trabajo 
establecido por ley. 


Me temo que esta situación se seguirá prolongando. El 
seguro de paro termina en este mes de octubre y, a mi 
entender, todo esto constituye realmente una burla a este 
Cuerpo, porque si estos contratos son firmados nuevamen- 
te, la empresa, incumplidora de sus obligaciones, segura- 
mente no permitirá a los trabajadores ingresar alos recintos 
portuarios ni cumplir con lo que la ley manda, que es 
encargarse de la tarea que ellos desarrollan. 


Por mi parte, he querido dar cuenta de esta situación, 
pues se comprenderá la inquietud que esto me causa. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Administración Nacional de Puertos, a los 
Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de Trabajo y 
Seguridad Social y también a la Junta Departamental de 
Colonia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-26en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


18) DESPIDO DE CINCO FUNCIONARIOS DEL BAN- 
CO BANDES 


SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra para solicitar una 
rectificación de trámite. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: simplemente voy 
a solicitar que la versión taquigráfica de las palabras que he 
pronunciado anteriormente sea enviada también al Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social y al Banco Central. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud formu- 
lada por el señor Senador. 


16 de octubre de 2007 


(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


19) DEROGACION DE TODAS LAS EXONERACIONES 
GENERICAS RELATIVAS A LOS APORTES DE LA 
EX-DISSE, QUE FUERON OTORGADAS A DETER- 
MINADAS ACTIVIDADES O ENTIDADES POR LA 
REFORMA TRIBUTARIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa en el Orden 
del Día, con la consideración del asunto que figura en primer 
término: “Proyecto de ley por el que se establece la deroga- 
ción de todas las exoneraciones genéricas relativas a los 
aportes de la ex-DISSE, que fueron otorgadas a determina- 
das actividades o entidades por la Reforma Tributaria. 
(Carp. N*954/07 - Rep. N*550/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 954/07 
Rep. N* 550/07 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Reforma Tributaria, exonera a las mutualistas y coo- 
perativas médicas de aportes a la Seguridad Social, para que 
las instituciones de salud, independiente de su carácter 
jurídico, estuvieran en las mismas condiciones de aporta- 
ción. 


Un efecto no querido ni buscado es que esa norma 
elimina los aportes a las cajas de auxilio, dejando a estas sin 
los recursos correspondientes y generando una situación 
sumamente grave para dichas cajas de auxilio. 


El proyecto aspira a corregir dicha situación, por ley 
aparte, de tal manera, que rápidamente se restablezcan los 
aportes correspondientes. 


Margarita Percovich, Rafael Michelini. 
Senadores. 


PROYECTODELEY 


A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 
quedan derogadas todas las exoneraciones genéricas rela- 
tivas alos aportes a la ex-DISSE, otorgadas a determinadas 
actividades o entidades. Lo dispuesto en este artículo es 
sin perjuicio de las exoneraciones establecidas por normas 
constitucionales y sus leyes interpretativas. 


Margarita Percovich, Rafael Michelini. 
Senadores. 
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Comisión de Hacienda 


ACTA N*76 


En Montevideo, el día once de octubre de dos mil siete, a la 
hora diez, se reúne la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Senadores. rr 
Presiden los señores Senadores Luis A. Heber y Juan José 
Bentancor, Presidente y Vicepresidente de la Comisión, 
respectivamente. 
Asisten los señores Senadores Sergio Abreu, Carlos 
Baráibar, Carlos Daniel Camy, Alberto Couriel, Carlos Gamou 
y Rafael Michelini. OO 
Faltan en uso de licencia el señor Senador Isaac Alfil, quien 
remite nota justificando su inasistencia. _____________ 
Concurre el señor Senador Víctor Vaillant... 

Asisten especialmente invitados por el Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca, doctor Homero Guerrero y por el 
Ministerio de Economía y Finanzas, el economista Jorge 
¡A A A A AE 
Actúa en Secretaría, el Secretario de Comisión señor Rodolfo 
Caimi con la colaboración de la funcionaria Verónica Can- 
tero. 


Dia Lcd A ae Md o 
1%) Asuntos Entrados: 
- Nota del Ministerio de Economía y Finanzas en respues- 
ta a la nota enviada por la Comisión, referente al Proyecto 
de Ley del señor Senador Francisco Gallinal, por el que se 
modifica el literal B) del artículo 21) de la Ley N* 16.107, de 
31 de marzo de 1990, referido a las Transmisiones Patrimo- 
nales o a 
- Nota del Ministerio de Economía y Finanzas en respues- 
ta a la nota enviada por la Comisión, referente al Proyecto 
de Ley por el que se establecen exoneraciones a las empre- 
sas contribuyentes de IRIC e IRA cuando efectuaran 
donaciones a determinadas fundaciones o asociaciones 
CIViES 2 e o a A or e a a 
2%) Asuntos Tratados: 
La Comisión propone alterar el Orden del Día. Se vota: 6 en 
6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por 
la señora Margarita Percovich y el señor Senador Rafael 
Michelini. Derogación de todas las exoneraciones genéri- 
cas relativas a los aportes de la ex-DISSE, que fueron 
otorgados a determinadas actividades o entidades por la 
Reforma Tributaria. Aprobación. (Carpeta N* 954/2007 - 
Distribuido N* 2017/2800). 
La Comisión resuelve que este proyecto de ley sea incluido 
en la sesión del Senado del próximo martes 16 de los corrien- 
(Ss a ri o 
De lo actuado se toma versión taquigráfica cuya copia 
dactilografiada luce en el Distribuido N* 2022/2007 que es 
parte integrante de la presente Acta. _______________ 
37) Mensaje y Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo, referen- 


te a Deudores Agropecuarios Morosos. Viabilización de su 
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continuidad como productores. (Carpeta N* 923/2007 - Dis- 
tribuido N* 1957/2007). Comisión aprueba proyecto. En 
consideración: rr 
Artículo 1”.- Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. __ 
Artículo 2”.- Se vota: 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Artículo 3”.- Se vota: 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Artículo 4”.- Se vota: 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Artículo 5”.- Se vota: 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. __ 
Artículo 6?.- Se vota: 5en5.Con modificaciones. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. 
Artículo 7”.- Se vota: 5en 5. Con modificaciones. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. 
Artículo 8”.- Se vota: 5en5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Artículo 9”.- Se vota: 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. __ 
La Comisión resuelve por 5 votos. Afirmativa. UNANIMI- 
DAD, que el señor Senador Víctor Vaillant, informe este 
proyecto de ley en el Senado. ____________ 
TEXTO DEL PROYECTO DELE Y SUSTITUTIVO APROBA- 
DO) == torta? rar a A TA AA 
“ARTICULO 1?.- República Administradora de Fondos de 
Inversión S.A. (AFISA), los Fondos de Recuperación de 
Patrimonio Bancarios creados de acuerdo a la Ley N* 17.613, 
de 27 de diciembre de 2002 y el Banco Central del Uruguay, 
podrán aceptar para la cancelación total o parcial de los 
créditos otorgados en el sector agropecuario de los que 
sean actualmente titulares, la dación en pago por parte del 
deudor del inmueble del cual sea titular y la posterior 
ocupación por éste de dicho inmueble en el marco de un 
contrato de arrendamiento o de crédito de uso operativo. 
Dicha transacción podrá ser realizada directamente o ac- 
tuando a través de un fideicomiso creado al efecto, en el 
marco de la Ley N* 17.703, de 27 de octubre de 2003.____ 
ARTICULO 2”.- Será de aplicación del régimen previsto en 
la presente ley cuando se cumplan acumulativamente los 
siguientes requisitos: 
a) que se trate de deudores que desarrollen, a la fecha de 
dación en pago del inmueble, actividades que se encuen- 
tren comprendidas en el régimen del artículo 3” de la Ley 

N* 17.777, de 21 de mayode 20043 
b) que el inmueble, a ser dado en pago, sea el asiento total 
o parcial de la explotación agropecuaria del deudor;_____ 
c) que los créditos, a ser total o parcialmente cancelados 
con la dación en pago, hubieran sido otorgados con ante- 
rioridad al 31 de diciembre de 2002 y se encontraran total o 
parcialmente vencidos al 31 de diciembre de 2004 y no 
hubiesen sido regularizados con posterioridad a esa fecha; 
d) que el acreedor por el crédito, a la fecha de la dación en 
pago, fuera alguna de las entidades mencionadas en el 
inciso primero del artículo 1” de la presente ley, o un 
fideicomiso del cual alguna de dichas entidades fueran 
fidercomitente 
e) que el monto total de la deuda del capital al 31 de 
diciembre de 2004, calculada de acuerdo a las “Pautas para 
el Tratamiento de las Deudas Vencidas” del Banco de la 
República Oriental del Uruguay de setiembre de 2005, no 
supere la suma de US$ 250.000 (doscientos cincuenta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente 
en otras monedas. rr 
f) Que los deudores sean los únicos propietarios, con 
precio totalmente integrado, de los inmuebles a ser dados 
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en pago, o que la dación sea consentida por los restantes 
copropietarios, y que dicha dación en pago recaiga sobre la 
totalidad del inmueble; 
g) Que la dación en pago se realice en el marco de una 
operación por la cual el deudor continúe con la explotación 
del mismo inmueble, o de parte del mismo, mediante un 
contrato de arrendamiento o de crédito de uso operativo. 
ARTICULO 3”.- En las situaciones previstas en el artículo 
anterior, cuando alguna de las entidades mencionadas en el 
inciso primero del artículo 1? de la presente ley, o fideico- 
misos creados por éstos, tengan primera hipoteca sobre el 
inmueble del deudor o cuando sean primeros embargantes 
del deudor, y el crédito sea superior o igual al valor del bien, 
la dación en pago del inmueble por el deudor producirá, de 
pleno derecho y por imperio de la Ley, la cancelación de 
todos los gravámenes, embargos e interdicciones que 
afectaren el bien dado en pago, que sean anteriores a la 
fecha que se concrete la dación. El acreedor deberá comu- 
nicar esta circuntancia a los tribunales actuantes y a los 
registros públicos, a los efectos de que los mismos tomen 
nota de dicha circunstancia. 
Se entenderá que el crédito es superior al valor del bien 
ofrecido en dación cuando el monto total del crédito, actua- 
lizado a la fecha de presentación del deudor, superare el 
valor del bien de acuerdo a una tasación de mercado reali- 
zada especialmente por la Dirección Nacional de Catastro. 
Cuando el monto del crédito fuera inferior al valor del bien, 
para que se produzca el efecto de cancelación de los 
gravámenes, embargos einterdicciones que se establece en 
este artículo, será necesario contar con el consentimiento 
de los acreedores que tengan segunda o ulteriores hipote- 
cas y de la totalidad de los acreedores embargantes que lo 
siguieran en el orden de los embargos. ______________ 
ARTICULO 4”.- A solicitud de alguna de las entidades 
mencionadas en el inciso primero del artículo 1” de la 
presente ley, o de los fideicomisos creados por éstas, el 
Instituto Nacional de Colonización (INC) podrá constituir- 
se en fiador solidario frente a dichas entidades o a los 
fideicomisos creados por éstas, por las obligaciones deri- 
vadas de los contratos de arrendamiento o de crédito de uso 
operativo, contraídas por los deudores que hubieran acor- 
dado con dichos acreedores la dación en pago en los 
términos previstosenestaley. 
Cuando el INC hubiera pagado los adeudos de sus afianza- 
dos por no haberlo hecho el deudor principal, tendrá la 
facultad de desalojar al deudor del inmueble que ocupara y 
tomar posesión del mismo, subrogándose en todos los 
derechos y obligaciones al deudor sustituido, siguiendo a 
tales efectos el procedimiento previsto por el Decreto-Ley 
N? 14.384, de 16 de junio de 1975 y sus modificativas para 
el desalojo del arrendatario mal pagador.____________ 
En estos casos, la sentencia definitiva de desalojo dispon- 
drá la inscripción de la sustitución del INC por el arrenda- 
tario o el usuario en el registro correspondiente. _______ 
ARTICULO 5”.- En los contratos de arrendamiento o de 
crédito de uso operativo que se celebren en el marco del 
régimen previsto en esta ley, el plazo máximo será de veinte 
anos o to oe o o 
ARTICULO €”.- En los contratos de arrendamiento que se 
pacten en el marco del mecanismo previsto en esta ley, el 
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precio del arrendamiento anual inicial no superará el 3% 
(tres por ciento) el valor del mercado del campo arrendado, 
establecido de acuerdo al inciso segundo del artículo 3? de 
la presente ley. Este podrá ser actualizado según la varia- 
ción de índices de precios de productos mayoristas, calcu- 
lados por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), en la 
moneda correspondiente a la que se haya fijado el arrenda- 
mientos tros es As 
ARTICULO 7”.- En los contratos de crédito de uso opera- 
tivo celebrados en el marco de la presente ley, el saldo final 
apagar porel usuario cuando ejerce el ejercicio de la opción 
de compra, no podrá exceder, a la fecha del contrato, del 50% 
(cincuenta por ciento) del valor de mercado, fijado éste de 
acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 
3” de la presente ley. 
ARTICULO 8”.- Los contratos de crédito de uso sobre 
inmuebles rurales, comprendidos en la presente ley, desti- 
nados a la actividad agropecuaria tendrán el mismo trata- 
miento tributario que los arrendamientos rurales. _______ 
ARTICULO 9”.- Los fideicomisos que sean creados o 
estructurados en el marco del régimen establecido por la 
presente ley estarán exonerados de toda obligación tributaria 
que recaiga sobre su constitución, su actividad, sus opera- 
ciones, su patrimonio y sus rentas. Estarán igualmente 
exoneradas de todo tributo las transferencias de bienes 
inmuebles que realice el deudor al fideicomiso por concepto 
de dación en pago, así como las que realice luego el fidei- 
comiso al usuario del crédito de uso operativo, en caso de 
ejercicio por éste de la opción de compra que le confiere el 
contrató. leo a nr a ce 
Las prestaciones realizadas al fideicomiso por los arrenda- 
tarios y los usuarios de créditos de uso operativo serán 
gastos deducibles para quienes sean sujetos pasivos del 
Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas (IRAE) 
y las obligaciones mantenidas con el fideicomiso serán 
pasivos deducibles para el Impuesto al Patrimonio”. ____ 
De lo actuado se toma versión taquigráfica cuya copia 
dactilografiada luce en el Distribuido N* 2023 de 2007 que 
es parte integrante de la presente Acta. _____________ 
A la hora 12 y 30 horas se levanta la sesión. Para constancia 
se labra la presente Acta que, una vez aprobada firman el 
señor Presidente y el señor Secretario de la Comisión. __ 


Luis A. Heber 
Presidente 


Rodolfo Caimi 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.-Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Michelini. 
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SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: informaremos 
brevemente sobre este proyecto de ley, que esperamos no 
presente ningún inconveniente. 


Como es sabido, a través de la reforma tributaria se 
exoneró a las mutualistas y cooperativas de la salud de los 
aportes patronales, pero la redacción fue demasiado amplia, 
exonerándose también a las Cajas de Auxilio del área de la 
salud. Esto implica que dichas Cajas no están tributando y, 
por lo tanto, tienen un problema de financiamiento realmen- 
te grande. 


Varios miembros de este Cuerpo quisimos solucionar 
este problema en oportunidad de considerarse el proyecto 
de ley relativo a la reforma de la salud, que fuera votado la 
semana pasada. A esos efectos, la señora Senadora 
Percovich y quien habla, en nombre de la bancada oficialista, 
presentamos una iniciativa, pero finalmente decidimos ha- 
cerlo por un mecanismo aparte, por lo que la misma fue 
derivada a la Comisión de Hacienda. Dicha Comisión, no 
muy conforme con el texto, pero coincidiendo en cuanto a 
la necesidad de dar solución al tema, elevó la iniciativa a 
este Cuerpo, pidiéndonos una redacción más acotada que 
solucionara el problema en su totalidad. 


En consecuencia, estoy presentando una propuesta 
que es prácticamente igual al artículo 94 de la Ley 
N* 18.083, relativa al Sistema Tributario, acotando las 
exoneraciones a aquellas que ahora queremos hacer. Debe- 
mos decir que colaboraron con nosotros las autoridades de 
los Ministerios de Salud Pública y de Economía y Finanzas, 
así como también del Banco de Previsión Social. Asimismo, 
hemos hecho las consultas del caso con nuestra Bancada y 
con los señores Senadores Alfie, Abreu y Heber, y estamos 
todos contestes en votar este proyecto de ley sin discu- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-27en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que se lea el sustitutivo, 
señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 


Léase el artículo único sustitutivo. 
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(Selee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo N* 94 de la Ley 
N* 18.083, de 27 de diciembre de 2006, por el siguiente: 
“Artículo 94.- Exonérase de los aportes patronales 
jubilatorios a la seguridad social, a las sociedades de asis- 
tencia médica cuyos estatutos establezcan que no persi- 
guen fines de lucro. Esta exoneración tendrá un carácter 
transitorio, extendiéndose su vigencia hasta tanto el nuevo 
marco legal referente al sistema cooperativo determine la 
situación de las cooperativas que actualmente prestan ser- 
vicios de asistencia a la salud, de forma de establecer las 
bases de un tratamiento simétrico para todas las institucio- 
nes prestadores de dichos servicios, en lo que refiere a las 
contribuciones de seguridad social”.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo N* 94 de la Ley 
N* 18.083, de 27 de diciembre de 2006, por el siguiente: 
“Artículo 94.- Exonérase de los aportes patronales 
jubilatorios a la seguridad social, a las sociedades de asis- 
tencia médica cuyos estatutos establezcan que no persi- 
guen fines de lucro. Esta exoneración tendrá un carácter 
transitorio, extendiéndose su vigencia hasta tanto el nuevo 
marco legal referente al sistema cooperativo determine la 
situación de las cooperativas que actualmente prestan ser- 
vicios de asistencia a la salud, de forma de establecer las 
bases de un tratamiento simétrico para todas las institucio- 
nes prestadores de dichos servicios, en lo que refiere a las 
contribuciones de seguridad social”.” 


20) DEFENSA DEL DERECHO A LA SALUD SEXUAL 
Y REPRODUCTIVA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del Orden del Día: 
“Proyecto de ley por el que se crean normas en defensa del 
derecho a la salud sexual y reproductiva. (Carp. N* 526/07 
- Rep. N*551/07)”. 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N*526/06 
Rep. N* 551/07 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de Salud Pública 


INFORMEEN MAYORIA: 


Al Senado: 


La Norma proyectada impone al Estado, como garante de 
las condiciones para el ejercicio pleno de los derechos 
sexuales y reproductivos de toda la población. 


En el contexto general del Capítulo I, en materia de 
principios rectores, éticos y generales de la norma, preten- 
de eliminar la discriminación, generar un concepto de salud 
sexual desde la niñez y la adolescencia, hasta la adultez de 
los ciudadanos; propiciando para ello, una conciencia de 
igualdad y respeto de todos los individuos de la especie. 


PUNTUALIZACIONES 


Se cree conveniente la formación de los docentes, tanto 
en el ciclo primario, como secundario y terciario para la 
promoción del ejercicio de los derechos sexuales y 
reproductivos. 


Es necesario profundizar e instrumentar políticas en 
torno al conocimiento sobre el ejercicio de la sexualidad y 
sus efectos sobre los ciudadanos en general ya que, esto 
permite un verdadero y consciente ejercicio de ella. 


El Estado debe profundizar en la educación en el área 
institucional educativa, pero también en la prevención y 
educación de la sociedad toda, por los medios 
institucionalizados o no, de manera que ello permita lograr 
un avance cualitativo y cuantitativo en la materia que 
repercuta en una mejora palpable y sustancial en los aspec- 
tos sanitarios relacionados con la sexualidad. Investigar y 
desarrollar aspectos vinculados a la incidencia de las enfer- 
medades de transmisión sexual; como mecanismo condu- 
cente a una real Salud Sexual. 


En el Capítulo I, se establece una natural competencia de 
los organismos sanitarios nacionales, propendiendo a la 
coordinación necesaria que permita elaborar y poner en 
práctica políticas nacionales tendientes a lograr el objetivo 
propuesto. 


En el artículo 67, literal B, numeral 3; se refiere a la 
promoción de la investigación sobre las causas de la mor- 
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talidad materna y esa promoción, debe hacerse en todos los 
aspectos concernientes a la materia, sin puntualizaciones 
específicas, ya que ello, puede conducir a un estrechamien- 
to de la citada medida, que oriente en forma errónea la 
misma, dejando de lado aspectos que revisten similar impor- 
tancia en la cuestión tratada. 


La propia Constitución de la República establece en 
su artículo 44, inciso 1” que “El Estado legislará en todas 
las cuestiones relacionadas con la salud e higiene públi- 
cas, procurando el perfeccionamiento físico, moral y so- 
cial de todos los habitantes del país”, lo que hace indis- 
cutible su necesaria injerencia en la formación educativa; 
máxime tomando en cuenta los cambos de la actualidad 
(globalización, tecnología, fácil acceso a medios de infor- 
mación), que posibilitan no sólo la formación, sino también 
la “deformación” que ello acarrea, cuando se hace un uso 
inadecuado, o particularmente un uso en desconocimiento 
de los principios básicos y la información suficiente, que 
permita realizar un justo juicio de valor y una correcta 
elección de las formas y medios adecuados para el desarro- 
llo sexual de los pobladores de la República. 


La filosofía general del Capítulo L, es compartible, con la 
salvedad de los cuestionamientos anteriormente plantea- 
dos. 


Nos oponemos ala aprobación del CAPITULO UH por las 
razones que se detallan: 


- LaConvención Americana sobre Derechos Humanos 
(Pacto de San José de Cosa Rica), aprobada por la Ley 
N* 15.737 del 8 de marzo de 1985 en nuestro país 
enuncia en su Art. 4”: “toda persona tiene derecho a 
que se respete su vida. Este derecho estará protegido 
por la ley y, en general, a partir del momento de la 
concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbi- 
trariamente” y es esta una clara referencia a la 
protección de la vida tanto como derecho del Ser 
humano, pero indivisible con el interés de la Socie- 
dad y del Estado, que ve atacada su organización 
ante la destrucción de una vida humana. 


- Laprotección de la vida como derecho fundamental 
del hombre, está tutelada por la normativa, tanto en 
la Carta constitucional, como en la legislación nacio- 
nal. 


- Cabe preguntarse ¿Qué es vida?, ¿desde cuando hay 
vida?; pero ¿no es acaso esta pregunta la que desde 
hace mucho tiempo se vienen haciendo los docrtinos, 
los especialistas y todas las sociedades organizadas 
a lo largo y ancho del mundo? ¿No es acaso este 
cuestionamiento el que nos conduce a una constante 
e interminable discusión?, ¿no nos lleva incluso a 
que discusiones sobre temas como el que nos ocupa 
hoy, sean prolongadas y sucesivas, sin poder encon- 
trar una solución que contemple todos los puntos de 
vista? Pero lo que no podemos dejar de preguntar- 
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nos, cuando enfrentamos estos temas es, si esas 
discusiones, esas diferencias conceptuales y filosó- 
ficas, si los diferentes planteos y posiciones 
doctrinarias, nos habilitan a que ante la duda de 
cuando se considera la existencia de una vida huma- 
na, debamos legislar considerando que ella nace solo 
en base a un criterio jurídico sistematizado, que 
obviamente, contiene solo una de las tantas posicio- 
nes sobre el particular. ¿Es justo establecer la exis- 
tencia o no de un delito, basados en que dudamos 
aún hoy, sobre el punto de “desde cuando hay vida”? 


No consideramos conveniente, a los intereses de la 
humanidad y por tanto de la sociedad uruguaya, 
despenalizar una conducta que atenta contra la vida. 
Y si se considera el interés de la persona que contiene 
dentro suyo esa vida, en desconocimiento de la 
propia existencia que late en su interna fisiológica, 
estaremos dejando de lado un interés social superior, 
por cuanto, aun cuando se discuta y se dude de esa 
existencia como persona digna del ejercicio o defen- 
sa de derechos, estaremos legislando; ante la duda, 
en contra de un derecho humano fundamental. No es 
adecuado, desentendernos de una posibilidad, de- 
jándola de lado, en atención a un interés que muchos 
pueden considerar supra ordenado, pero otros, en- 
tendemos como nivelado en derechos y con la misma 
necesidad de tener su oportunidad de desarrollo 
como tal. 


El aborto clandestino, sigue siendo una realidad en 
los países donde funciona el aborto libre. 


La solución al aborto, no pasa por penalizar o 
despenalizar, sino por atacar las causas que genera 
la verdadera discriminación, puesto que hay muje- 
res que no continúan con los embarazos por diversos 
factores (soledad, falta de techo, falta de ingresos, 
posible pérdida de trabajo, los reproches familiares 
y sociales). 


Estas razones y las ya expresadas referente al Capí- 
tulo I, son las que nos llevaron a votar el referido 
capítulo ya que son varias las concausas que inciden 
en la persona a tomar la decisión de interrumpir un 
embarazo e interrumpir una vida. 


De hecho; en Estados Unidos se liberó el aborto en 
1973, las estadísticas muestran que actualmente el 
aborto se incrementó en aproximadamente un 300 % 
por año. 


Hay doctrina nacional, donde se establece que se 
podrían revisar para aggiornar y actualizar las exi- 
mentes y atenuantes establecidas en el Código Pe- 
nal, como también analizar medidas sustitutivas a la 
prisión sin eliminar la figura tipificante del Aborto. 


Por las razones expuestas creemos así mismo; que 
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en un tema en el que deben de adoptarse posiciones 
tan personales, máxime en torno a un derecho funda- 
mental como es el de la Vida, teniendo en cuenta las 
contrariedades que la doctrina especializada man- 
tiene al respecto. No debería descartarse analizar la 
posibilidad de recorrer el camino de hacer una con- 
sulta a la población “plebiscito consultivo”. Para 
que sea la ciudadanía la que laude una cuestión que 
en definitiva es; “inherente a la personalidad huma- 
na o deriva de la forma republicana de gobierno”. 


Sala de la Comisión, el 25 de setiembre de 2007. 


Eber Da Rosa, Miembro Informante; 
Isaac Alfie, con salvedades; Enrique 
Antía, Alberto Cid. Senadores. 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


CAPITULOI 


Delos Derechos Sexuales y Reproductivos 


Artículo 1”. (Deberes del Estado).- El Estado garantizará 
condiciones para el ejercicio pleno de los derechos sexuales 
y reproductivos de toda la población. A tal efecto, promo- 
verá políticas nacionales de salud sexual y reproductiva, 
diseñará programas y organizará los servicios para desarro- 
llarlos, de conformidad con los principios rectores y éticos 
que se establecen en los artículos siguientes. 


Artículo 2*. (Principios rectores).- Los derechos sexua- 
les y reproductivos son derechos humanos universales, 
intransferibles e inalienables y su protección incluye: 


a) la promoción de la equidad en términos de género y 
de justicia social; 


b) la igualdad de trato y oportunidades; 


c) la prestación de servicios con criterios de universa- 
lidad, calidad, eficiencia, confidencialidad, privacidad 
y solidaridad sin discriminación alguna. 


Artículo 3”. (Principios éticos).- En materia de sexuali- 
dad humana se reconocerá la comunicación interpersonal 
placentera por sobre su función biológica vinculada a la 
procreación. En tal virtud, corresponde: 


a) respetar la diversidad de idiosincrasias, valores y 
tiempos personales de evolución; 


b) reconocer el derecho de toda persona a procurar su 
satisfacción sexual durante todo su ciclo vital según 
sus propias necesidades y preferencias, siempre que 


c) 


d) 


e) 


resulten respetados los derechos de terceros 
involucrados; 


combatir las discriminaciones de orden cultural que 
impidan la toma de decisiones autónomas y en igual- 
dad de condiciones entre hombres y mujeres; 


combatir toda forma de violencia sexual y otras pre- 
siones de carácter físico, social, económico o cultu- 
ral en el ejercicio de la sexualidad; 


reconocer y promover el derecho y la obligación de 
hombres y mujeres, cualquiera sea su edad, a con- 
trolar responsablemente su sexualidad por los me- 
dios más adecuados y compatibles con sus convic- 
ciones. 


Artículo 4”. (Objetivos generales).- Las políticas y pro- 
gramas de salud sexual y reproductiva tendrán los siguien- 
tes objetivos generales: 


a) 


b) 


d) 


e) 


universalizar en el nivel primario de atención la co- 
bertura de salud sexual y reproductiva, fortaleciendo 
la integralidad, calidad y oportunidad de las presta- 
ciones con suficiente infraestructura, capacidad y 
compromiso de los recursos humanos y sistemas de 
información adecuados; 


garantizar la calidad, confidencialidad y privacidad 
de las prestaciones; la formación adecuada de los 
recursos humanos de la salud tanto en aspectos 
técnicos y de información como en habilidades para 
la comunicación y trato; la incorporación de la pers- 
pectiva de género en todas las acciones y las condi- 
ciones para la adopción de decisiones libres por 
parte de los usuarios y las usuarias; 


asegurar el respeto de los derechos sexuales y 
reproductivos de las personas institucionalizadas o 
en tratamiento asistencial, como parte de la 
integralidad bio-sico-social de la persona; 


capacitar a las y los docentes de los ciclos primario, 
secundario y terciario para la promoción del ejercicio 
de los derechos sexuales y reproductivos como parte 
de una ciudadanía plena; 


impulsar en la población la adopción de medidas de 
promoción de la salud y de prevención de la enferme- 
dad y estimular la atención institucional de los temas 
prioritarios en salud sexual y reproductiva; 


promover la coordinación interinstitucional y la par- 
ticipación de redes sociales y de usuarios y usuarias 
de los servicios de salud para el intercambio de 
información, educación para la salud y apoyo solida- 
rio. 
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Artículo 5”. (Objetivos específicos).- Son objetivos es- 
pecíficos de las políticas y programas de salud sexual y 
reproductiva: 


a) 


promover y proteger los derechos de niños, niñas, 
adolescentes y personas adultas en materia de infor- 
mación y servicio de salud sexual y reproductiva; 


b) prevenir la morbimortalidad materna y sus causas; 


c) 


promover el parto humanizado garantizando la intimi- 
dad y privacidad; respetando el tiempo biológico y 
psicológico y las pautas culturales de la protagonis- 
ta y evitando prácticas invasivas o suministro de 
medicación que no estén justificados; 


d) promover la maternidad y paternidad responsable y 


e) 


la accesibilidad a su planificación; 


garantizar el acceso universal a diversos métodos 
anticonceptivos seguros y confiables, que incluya la 
ligadura tubaria y la vasectomía con consentimiento 
informado de la mujer y del hombre, respectivamente; 


fortalecer las prestaciones de salud mental desde la 
perspectiva del ejercicio de los derechos sexuales y 
reproductivos, la prevención de la violencia física, 
sicológica, sexual y las conductas discriminatorias; 


g) prevenir y tratar las enfermedades crónico-de- 


generativas de origen genito-reproductivas; 


h) promover climaterios saludables desde la educación 


1) 


para la salud; 


prevenir y reducir el daño de las infecciones de 
transmisión sexual. 


Artículo 6”. (Institucionalidad y acciones).- Para el 
cumplimiento de los objetivos generales y específicos enu- 
merados en los artículos 4? y 5” de la presente ley, corres- 
ponde al Ministerio de Salud Pública: 


a) 


1. dictar normas específicas para la atención inte- 
gral de la salud sexual y reproductiva de niños, 
niñas y adolescentes y capacitar los recursos 
humanos para los servicios correspondientes. 


2. Impulsar campañas de promoción del ejercicio 
saludable y responsable de los derechos sexuales 
y reproductivos; 


3. implementar acciones de vigilancia y control de la 
gestión sanitaria en salud sexual y reproductiva 
en el nivel local y nacional; 


4. desarrollar acciones de vigilancia epidemiológica 
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d) 


e) 
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de los eventos que afectan la salud sexual y 
reproductiva; 


5. fortalecer el sistema de información sanitario como 
herramienta para conocer el desarrollo nacional 
de la salud sexual y reproductiva de la población; 


6. promover la investigación en salud sexual, y 
reproductiva como insumo para la toma decisio- 
nes políticas y técnicas. 


1. promover la captación precoz de las embarazadas 
para el control de sus condiciones de salud; 


2. dictar normas que incluyan el enfoque de dere- 
chos sexuales y reproductivos para el seguimien- 
to del embarazo, parto, puerperio y etapa neona- 
tal; 


3. promover la investigación y sistematización so- 
bre las principales causas de mortalidad materna, 
incluidos los motivos de la decisión voluntaria de 
interrumpción del embarazo y métodos utilizados 
para concretarla; 


4. implementar la aplicación de las normativas sani- 
tarias para la protección materna frente al aborto 
provocado en condiciones de riesgo en todos los 
establecimientos de salud de todo el país. 


brindar información suficiente sobre el trabajo de 
parto, parto y post parto, de modo que la mujer pueda 
elegir las intervenciones médicas si existieren distin- 
tas alternativas. 


1. promover la participación comprometida de los 
hombres en la prevención de la salud de las mu- 
jeres, así como en la maternidad y paternidad 
responsables; 


2. promover cambios en el sistema de salud que 
faciliten a los hombres vivir plenamente y con 
responsabilidad su sexualidad y reproducción; 


1. apoyara las parejas y personas en el logro de sus 
metas en materia de sexualidad y reproducción, 
contribuyendo al ejercicio del derecho a decidir el 
número de hijos y el momento oportuno para 
tenerlos; 


2. protocolizar la atención sanitaria en materia de 
anticoncepción e infertilidad. 


1. brindar atención integral de calidad y derivación 
oportuna a las personas de cualquier edad que 
sufran violencia física, sicológica o sexual, en los 
términos de la Ley N* 17.514, de 2 de julio de 2002 
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y del Plan Nacional de Lucha contra la Violencia 
Doméstica y Sexual; 


2. detectar laincidencia en la morbimortalidad materna 
de la violencia física, sicológica y sexual, alos efec- 
tos de fijar metas para su disminución; 


3. protocolizar la atención a víctimas de violencia físi- 
ca, sicológica y sexual; 


4. incorporar a la historia clínica indicadores para de- 
tectar situaciones de violencia física, sicológica o 
sexual. 


g) impulsar campañas educativas de prevención de las 
enfermedades crónico degenerativas de origen génito- 
reproductivo desde la perspectiva de la salud sexual 
y reproductiva. 


h) dictar normas para la atención integral de la salud de 
hombres y mujeres en la etapa del climaterio, incor- 
porando la perspectiva de género y los derechos 
sexuales y reproductivos, con el objetivo de mejorar 
la calidad de vida y disminuir la morbi-mortalidad 
vinculada a patologías derivadas de esta etapa del 
ciclo vital. 


1) 1. promover en todos los servicios de salud sexual 
y reproductiva la educación, información y orien- 
tación sobre los comportamientos sexuales res- 
ponsables y los métodos eficaces de prevención 
de las infecciones de transmisión sexual en todas 
las etapas etáreas; 


2. proporcionar a las mujeres en edad reproductiva 
la información y los tratamientos necesarios para 
evitar la trasmisión de las Infecciones de Trans- 
misión Sexual (ITS) en situaciones de embarazo y 
parto; 


3. impulsar campañas educativas que combatan la 
discriminación hacia las personas que conviven 
con enfermedades de trasmisión sexual y prote- 
ger sus derechos individuales, incluyendo el de- 
recho a la confidencialidad; 


4. investigar y difundir los resultados sobre la inci- 
dencia y mecanismos de transmisión del VIH- 
SIDA y otras infecciones de Transmisión Sexual 
(ITS) en diferentes grupos poblacionales, inclui- 
dos los recién nacidos, con miras a focalizar las 
acciones de autocuidado específicas. 


Artículo 7”. (Coordinación).- En el cumplimiento de los 
objetivos establecidos en los artículos 4” y 5? de esta ley, 
así como en la ejecución de las acciones a su cargo, el 
Ministerio de Salud Pública coordinará con las dependen- 
cias del Estado que considere pertinentes. 
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Artículo $”. (Universalidad de los servicios).- Los ser- 
vicios de salud sexual y reproductiva en general y los de 
anticoncepción en particular, formarán parte de los progra- 
mas de salud que se brinden a la población sin que consti- 
tuyan compartimentos estancos. Dichos servicios contem- 
plarán: 


a) la inclusión de mujeres y varones de los diferentes 
tramos etáreos en su población objetivo; 


b) el involucramiento de los sub-sectores de salud pú- 
blica y privada; 


c) lajerarquización del primer nivel de atención; 
d) la integración de equipos multidisciplinarios; 


e) la articulación de redes interinstitucionales e intersec- 
toriales, particularmente con el sector educativo. 


CAPITULOII 


Disposiciones generales 


Artículo 9”. (Acto médico sin valor comercial).- Las 
interrupciones de embarazo que se practiquen según los 
términos que establece esta ley, serán consideradas acto 
médico sin valor comercial. Todos los servicios de asis- 
tencia médica integral, tanto públicos como privados habi- 
litados por el Ministerio de Salud Pública, tendrán la obli- 
gación de llevar a cabo este procedimiento a sus beneficia- 
rias que lo soliciten, siendo efectuado en todos los casos 
por médico ginecotocólogo, en las hipótesis previstas en 
esta ley. 


Será de responsabilidad de todas las instituciones seña- 
ladas en este artículo, establecer las condiciones técnico- 
profesionales y administrativas necesarias para posibilitar 
alas mujeres el acceso a dichas intervenciones en los plazos 
que establece la presente ley. 


Artículo 10. (Objeción de conciencia).- Aquellos médi- 
cos o miembros del equipo quirúrgico que tengan objecio- 
nes de conciencia para intervenir en los actos médicos a que 
hace referencia la presente ley, podrán hacerlo saber a las 
autoridades de las instituciones a las que pertenezcan 
dentro de los treinta días contados a partir de la promulgación 
de la misma. Quienes ingresen posteriormente, deberán 
manifestar su objeción en el momento en que comiencen a 
prestar servicios. 


Los profesionales y técnicos que no hayan expresado 
objeción, no deberán negarse a efectuar las intervencio- 
nes. 


Lo dispuesto en el presente artículo no es de aplicación 
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en los casos graves y urgentes en los cuales la intervención 
es indispensable. 


Artículo 11. (Reserva).- El médico que intervenga en un 
aborto o sus complicaciones, deberá dar cuenta del hecho, 
sin revelación de nombres, al sistema estadístico del Minis- 
terio de Salud Pública. 


Artículo 12. (Alcance).- Sólo podrán ampararse en las 
disposiciones contenidas en esta ley los habitantes de la 
República que acrediten fehacientemente su residencia 
habitual en su territorio durante un período no inferior a 42 
semanas. 


CAPITULOIII 


De la modificación del delito de aborto 


Artículo 13.- Sustitúyense los artículos 325 y 325 bis del 
Capítulo IV, Título XII, del Libro Il del Código Penal, 
promulgado por Ley N* 9.155, de 4 de diciembre de 1933 y 
modificado por la Ley N* 9.763, de 24 de enero de 1938, por 
los siguientes: 


“ARTICULO 325. (Delito de aborto).- La mujer que 
causare la interrupción del proceso fisiológico de su 
gravidez, o lo consintiera, fuera de las circuntancias, 
plazos y condiciones autorizadas en la ley, será 
castigada con pena de tres a nueve meses de pri- 
sión. 


ARTICULO 325 bis. (Colaboración en el aborto con 
consentimiento de la mujer).- El que colabore en la 
interrupción del proceso fisiológico de la gravidez, 
con consentimiento de la mujer, fuera de las circuns- 
tancias, plazos y condiciones autorizadas en la ley, 
será castigado con seis a veinticuatro meses de 
prisión”. 


Artículo 14.- Elimínase el numeral 5? del artículo 328 del 
Código Penal, promulgado por Ley N? 9.155, de 4 de diciem- 
bre de 1933 y modificado por la Ley N* 9.763, de 24 de enero 
de 1938. 


Artículo 15.- Sustitúyese el artículo 2% de la Ley 
N? 9.763, de 24 de enero de 1938, por el siguiente: 


“ARTICULO 2”.- (Procedimiento).- Cuando se 
denunciare un delito de aborto, el Juez competente 
procederá en forma sumaria y verbal a la averigua- 
ción de los hechos, consignando el resultado en 
acta. Si de las indagaciones practicadas, se llegara a 
la conclusión de que no existe prueba o de que el 
hecho es lícito, mandará clausurar los procedimien- 
tos, observándose los trámites ordinarios”. 
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CAPITULO IV 


Disposiciones finales 


Artículo 16.- Incorpórase al Código de la Niñez y la 
Adolescencia el siguiente artículo: 


“ARTICULO 11 bis. (Información y acceso a los 
servicios de salud).- Todo niño, niña o adolescente 
tiene derecho a la información y acceso a los servi- 
cios de salud, inclusive los referidos a la salud sexual 
y reproductiva, debiendo los profesionales actuantes 
respetar la confidencialidad de la consulta y ofrecer- 
le las mejores formas de atención y tratamiento cuan- 
do corresponda. 


De acuerdo a la edad del niño, niña o adolescente se 
fomentará que las decisiones sobre métodos de pre- 
vención de la salud sexual u otros tratamientos mé- 
dicos que pudieran corresponder, se adopten en 
concurrencia con sus padres u otros referentes adul- 
tos de su confianza, debiendo respetarse en todo 
caso la autonomía progresiva de los adolescentes. 


En caso de existir riesgo grave para la salud del niño, 
niña o adolescente y no pudiera llegarse a un acuerdo 
con éste o con sus padres o responsables del mismo 
en cuanto al tratamiento a seguir, el profesional 
podrá solicitar el aval del Juez competente en materia 
de derechos vulnerados o amenazados de niños, 
niñas y adolescentes, quienes a tales efectos deberá 
recabar la opinión del niño, niña o adolescente, siem- 
pre que sea posible. 


Artículo 17. (Derogaciones).- Derogánse todas las dis- 
posiciones que se opongan a lo dispuesto en la presente 
ley. 


Sala de la Comisión, a 25 de setiembre de 2007. 


Eber Da Rosa, Miembro Informante; Isaac 
Alfie, con salvedades; Enrique Antía, 
Alberto Cid. 
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Al Senado: 


La Comisión de Salud Pública del Senado recibió el 6 de 
junio de 2006 el Proyecto de Defensa del Derecho a la Salud 
Sexual y Reproductiva. 
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A partir de ese momento, se inició una etapa de partici- 
pación de la sociedad civil y del ámbito académico, que dan 
cuenta de la vigencia que genera el tema de este proyecto 
de ley. 


Básicamente, concebimos la ubicación de una inicia- 
tiva de esta naturaleza desde el punto de vista de los 
derechos. Esta no es una Óptica que pueda soslayarse en la 
definición de este proyecto, sino que nos parece que es, 
justamente, en ese punto donde nos debemos parar a los 
efectos de reconocer que los derechos sexuales y 
reproductivos son derechos humanos y, como tales, son 
universales, indivisibles einterdependientes. También tie- 
ne que quedar claro que, en tanto son derechos humanos, 
nos asisten a todas y a todos y el Estado tiene un rol 
fundamental a jugar puesto que debe garantizar el cumpli- 
miento de los mismos. 


El proyecto de ley recoge antecedentes de diferentes 
iniciativas que fueron planteadas desde la reapertura demo- 
crática hasta el momento y que, como los señores Senado- 
res sabrán, han tenido diferente suerte. 


Es un proyecto en el cual queda claro sobre qué bases 
planteamos la situación con respecto a los derechos sexua- 
les y reproductivos que, entendemos tiene aspectos muy 
deficitarios en el país -en cuanto a su normativa-, que 
podrían comenzar a solucionarse. Los plateamos como la 
traducción en leyes o en normas de carácter nacional, de 
compromisos firmados por el país o adquiridos por la rati- 
ficación del Parlamento y, por lo tanto, como norma interna 
de nuestro país. 


Algunos de los instrumentos a que hacemos referencia 
tienen carácter vinculante, otros que no lo son, pero impli- 
can compromisos políticos del país. 


Concretamente nos referimos en primer término a la 
Conferencia de Derechos Humanos de Viena, de 1993, don- 
de se da esa definición, que planteábamos, sobre la univer- 
salidad, la indivisibilidad y la interdependencia de los de- 
rechos humanos. 


En segundo término, hay que destacar la Conferencia 
Internacional sobre Población y Desarrollo de El Cairo, 
de 1994, de la que -si bien no es vinculante- el país si 
participó y suscribió los compromisos. Dicha Conferencia 
plantea una Óptica muy amplia acerca de los derechos 
sexuales y reproductivos y creo que contribuye un verda- 
dero telón de fondo de las normas que, como país, podamos 
acordar. 


La definición de la salud sexual y reproductiva es un 
estado general de bienestar físico, mental y social; no como 
la mera ausencia de enfermedades o dolencias en todos los 
aspectos relacionados con el sistema reproductivo y sus 
funciones y procesos. En consecuencia, la salud 
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reproductiva entraña la capacidad de disfrutar de una vida 
sexual satisfactoria y sin riesgos, de procrear y la libertad 
para decidir hacerlo o no hacerlo, cuándo y con qué frecuen- 
cia. 


Por tanto, cuando hacemos referencia a estos temas no 
estamos hablando sólo de los problemas que afectan fun- 
damentalmente a las mujeres -porque la reproducción bio- 
lógica se da en su cuerpo- sino de un tema de la sociedad, 
es decir, de hombres y mujeres en el pleno goce de la salud 
y de los derechos sexuales y reproductivos. 


En la Conferencia de El Cairo también se plantea que la 
condición de la frecuencia con la cual una pareja decide 
su descendencia, lleva implícito el derecho del hombre 
y la mujer a obtener información y planificar la familia 
de su elección, así como a otros métodos para la regu- 
lación de la fecundidad que no estén legalmente prohibi- 
dos. 


Debe existir acceso a métodos seguros, eficaces, acce- 
sibles y aceptables y debe implicar el derecho a recibir 
servicios adecuados de atención de la salud, que permitan 
los embarazos y partos sin riesgos y den a las parejas las 
máximas posibilidades de tener hijos sanos. En conso- 
nancia con esta definición, la atención en salud repro- 
ductiva se define como el conjunto de métodos, técnicas y 
servicios que contribuyan al bienestar reproductivo al evi- 
tar y resolver los problemas relacionados con la salud 
reproductiva. Esta definición incluye también la salud se- 
xual. 


Es por eso que nosotros hacemos mucho hincapié en 
que los proyectos que tengan que ver con la salud sexual 
y reproductiva deben ser integrales, abarcando el ciclo vital 
completo de hombres y mujeres. A su vez, se deben soste- 
ner en dos pilares fundamentales: el educativo -en el que el 
Parlamento tiene un campo de acción limitado- y el de 
servicios de salud, que deben ser accesibles y estar dota- 
dos de recursos humanos idóneos, a fin de que brinden el 
asesoramiento y los métodos adecuados. 


Por lo tanto, cuando hablamos de la Conferencia de El 
Cairo también nos estamos refiriendo a la posibilidad de 
alcanzar muchos de los objetivos que se han planteado en 
las Metas del Desarrollo del Milenio y al desafío de que las 
mismas -que para algunos implican una cierta reducción en 
los planteos de conferencias anteriores- puedan efectiva- 
mente implementarse. Por ejemplo, un dato concreto es que 
en un país como el nuestro, con muy baja mortalidad mater- 
na, la incidencia porcentual de la mortalidad por aborto 
inseguro es muy significativa, alcanzando el 47.9% en el año 
2001. En el hospital materno infantil de referencia -que era 
el Hospital Pereira Rossell- una de cada dos muertes mater- 
nas obedecía a las consecuencias de un aborto realizado en 
condiciones de riesgo. Insisto en el hecho de que es la 
incidencia porcentual y no la numérica la que pone en 
evidencia esta situación, porque reitero que, por suerte, 
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nuestro País tiene cifras buenas en materia de mortalidad 
materna, como consecuencia de varias medidas que se han 
ido adoptando a lo largo de la historia -como, por ejemplo, 
la institucionalización del parto y los controles de los 
embarazos, las que han ido mejorando los registros y los 
índices en esta área de la salud. Esto, evidentemente, tam- 
bién tiene mucho que ver con la forma en que se transita en 
el tema de la reproducción biológica en el país. 


Otro elemento que nos parece importante desde el punto 
de vista de la protección jurídica a una norma como la que 
estamos proponiendo, surge de la Convención 
Interamericana sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer - CEDAW, que el país 
suscribió en el año 1979 y cuyo Protocolo Facultativo está 
vigente desde julio de 2001. Esta es una norma vinculante, 
ya que dicha Convención establece la obligación de abste- 
nerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación 
contra la mujer y velar porque las autoridades e institucio- 
nes públicas actúen de conformidad con esta obligación, 
tomando todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer practicada por cualquier 
persona, organización o institución. Ese espíritu es el que 
anima el proyecto de ley presentado pero, sin duda, en 
algunos de los aspectos más polémicos, como son los que 
propone esta iniciativa que pretende cambiar la forma de 
penalizar el aborto en el país con una nueva regulación, está 
en juego la situación de violencia que sufre cualquier mujer 
que decide interrumpir su embarazo, en la medida en que en 
todas las circunstancias esa practica es un delito en el 
Uruguay. 


Otra herramienta importante desde 1994 es la Con- 
vención de Belém do Pará, cuyo propósito es eliminar las 
situaciones de violencia que afectan particularmente a 
las mujeres, ya que toda mujer tiene el derecho a una vi- 
da libre de violencia, tanto en el ámbito público como 
privado. 


O sea que los dos sistemas, el de Naciones Unidas y el 
Interamericano, tienen herramientas legales como para sos- 
tener jurídicamente las propuestas que se traen a conside- 
ración del cuerpo en este proyecto de ley. 


Es de destacar que en 1995 la Conferencia de Beijing 
también instó alos Gobiernos arevisar, adoptar y mantener 
políticas y estrategias de desarrollo que consideren las 
necesidades específicas de las mujeres, particularmente de 
las que viven en situación de pobreza. 


Entendemos que hay un desajuste entre todas estas 
recomendaciones y normas legales y lo que se ha hecho en 
el país. En ese sentido, creemos que un proyecto de ley 
como el que proponemos intenta introducir ajustes en va- 
rios temas, como los que hoy tenemos -según decíamos 
anteriormente- como metas del milenio, entre los que se 
encuentran reducir los porcentajes de mortalidad infantil y 
materna, lo que -haciendo referencia a lo que lamentable- 
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mente ocurrió en 2001- podría ser un objetivo a lograr 
perfectamente si damos garantías sanitarias a quienes de- 
ciden practicarse un aborto. 


Es importante hacer hincapié en que si miramos el con- 
junto del mapa veremos que la experiencia internacio- 
nal demuestra que los países que tienen una legislación 
más permisiva prácticamente no tienen mortalidad ma- 
terna. 


Por ejemplo, en Francia hace más de diez años que no se 
registra una muerte materna por aborto inseguro, porque 
está legalizado desde hace mucho tiempo; la última que se 
produjo fue como consecuencia de una complicación anesté- 
sica. Pero no es patrimonio de los países desarrollados tener 
legislaciones flexibles con relación al tema del aborto, pues 
países como Túnez también tienen una le-gislación que 
permite el aborto en determinadas condiciones y en ellos se 
corrobora el mismo hecho: la mortalidad baja o no existe 
como consecuencia de una práctica de este tipo. 


Quienes impulsamos este proyecto de ley estamos con- 
vencidos de que el número de abortos en el país se va a 
reducir, siempre y cuando hagamos lo mismo que realizaron 
los países que han logrado estos objetivos, que es una 
legislación integral. Los últimos datos que manejó esta 
Comisión -en la Legislatura pasada- acerca del número al 
que podían ascender los abortos en este país son dramáti- 
cos, porque ascienden a 33.000, lo que estaría dando un 
promedio de 90 prácticas de esa naturaleza por día. Son las 
cifras más bajas que se han dado, de acuerdo con los datos 
aportados por estudios serios. Siempre digo que cuando yo 
era estudiante los profesores manejaban cifras superiores 
a los 100.000 casos. Sin duda, el comportamiento 
reproductivo de nuestras sociedades ha cambiado notoria- 
mente, en la medida en que entre esas cifras y las actuales 
se han dado dos hechos importantes: la píldora 
anticonceptiva y que las mujeres se vuelcan decididamente 
al mercado laboral, lo que cambia los comportamientos, 
fecundidades y natalidades de los países. 


Al finalizar el tratamiento de este proyecto en Comisión, 
se ha logrado un consenso en cuanto a la integralidad y a 
los aspectos que tienen que ver con los principios éticos 
de los profesionales y la responsabilidad de hombres y 
mujeres frente a estos temas, no habiendo podido acordar 
una opinión común acerca de los capítulos que refieren 
específicamente con la despenalización del aborto, razón 
por la cual, considerando unánimemente la importancia y 
trascendencia del proyecto, optamos por remitir al plenario 
los dos proyectos, habilitando así a que este plenario 
debata en profundidad este tema. 


Sala de la Comisión, a 25 de setiembre de 2007. 


Mónica Xavier, Miembro Informante en 
Minoría; Margarita Percovich, Víctor 
Vaillant. 
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PROYECTO DELEY 


CAPITULOI 


Delos Derechos Sexuales y Reproductivos 


Artículo 1”. (Deberes del Estado).- El Estado garantizará 
condiciones para el ejercicio pleno de los derechos sexuales 
y reproductivos de toda la población. A tal efecto, promo- 
verá políticas nacionales de salud sexual y reproductiva, 
diseñará programas y organizará los servicios para desarro- 
llarlos, de conformidad con los principios rectores y éticos 
que se establecen en los artículos siguientes. 


Artículo 2”. (Principios rectores).- Los derechos sexua- 
les y reproductivos son derechos humanos universales, 
intransferibles e inalienables, y su profesión incluye: 


a) La promoción de la equidad en términos de género y 
de justicia social. 


b) La igualdad de trato y oportunidades. 


c) La prestación de servicios con criterios de universa- 
lidad, calidad, eficiencia, confidencialidad, privacidad 
y solidaridad sin discriminación alguna. 


Artículo 3”. (Principios éticos).- En materia de sexuali- 
dad humana se reconocerá la comunicación interpersonal 
placentera por sobre su función biológica vinculada a la 
procreación. En tal virtud, corresponde: 


a) Respetar la diversidad de idiosincrasias, valores y 
tiempos personales de evolución. 


b) Reconocer el derecho de toda persona a procurar su 
satisfacción sexual durante todo su ciclo vital según 
sus propias necesidades y preferencias, siempre que 
resulten respetados los derechos de terceros 
involucrados. 


c) Combatir las discriminaciones de orden cultural que 
impidan la toma de decisiones autónomas y en igual- 
dad de condiciones entre hombres y mujeres. 


d) Combatirtoda forma de violencia sexual y otras pres- 
taciones de carácter físico, social, económico o cul- 
tural en el ejercicio de la sexualidad. 


e) Reconocer y promover el derecho y la obligación de 
hombres y mujeres, cualquiera sea su edad, acontro- 


lar responsablemente su sexualidad por los medios 
más adecuados y compatibles con sus convicciones. 


Garantizar el derecho y deber de los profesionales de 
la salud a guardar el secreto profesional y el derecho 
de los y las usuarias a la confidencialidad. 


Artículo 4”. (Objetivos generales).- Las políticas y pro- 
gramas de salud sexual y reproductiva tendrán los siguien- 
tes objetivos generales: 


a) 


b) 


d) 


Universalizar en el nivel primario de atención la co- 
bertura de salud sexual y reproductiva, fortaleciendo 
la integralidad, calidad y oportunidad de las presta- 
ciones con suficiente infraestructura, capacidad y 
compromiso de los recursos humanos y sistemas de 
información adecuados. 


Garantizar la calidad, confidencialidad y privacidad 
de las prestaciones; la formación adecuada de los 
recursos humanos de la salud tanto en aspectos 
técnicos y de información como en habilidades para 
la comunicación y trato; la incorporación de la pers- 
pectiva de género en todas las acciones y las condi- 
ciones para la adopción de decisiones libre por parte 
de los y las usuarias. 


Asegurar el respeto a los derechos sexuales y 
reproductivos de las personas institucionalizadas o 
en tratamiento asistencial, como parte de la 
integralidad bio-sico-social de la persona. 


Capacitar a las y los docentes de los ciclos primario, 
secundario y terciario para la promoción del ejercicio 
de los derechos sexuales y reproductivos como parte 
de una ciudadanía plena. 


Impulsar en la población la adopción de medidas de 
promoción de la salud y de prevención de la enferme- 
dad y estimular la atención institucional de los temas 
prioritarios en salud sexual y reproductiva; 


Promover la coordinación institucional y la participa- 
ción de redes sociales y de usuarios y usuarias de los 
servicios de salud para el intercambio de informa- 
ción, educación para la salud y apoyo solidario. 


Artículo 5”. (Objetivos específicos).- Son objetivos es- 


a) 


b) 


pecíficos de las políticas y programas de salud sexual y 
reproductiva: 


Promover y proteger los derechos de niños, niñas, 
adolescentes y personas adultas en materia de in- 
formación y servicios de salud sexual y reproduc- 
tiva; 


Prevenir la morbi-mortalidad materna y sus causas; 
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c) 


d) 


Promover el parto humanizado garantizando la inti- 
midad y privacidad; respetando el tiempo biológico 
y psicológico y las pautas culturales de la protago- 
nista y evitando prácticas invasivas o suministro de 
medicación que no estén justificados; 


Promover el desarrollo de programas sanitarios con 
la estrategia de disminución del riesgo y daño en la 
atención integral alos casos de “embarazo no desea- 
do-no aceptado”. 


Promover la maternidad y paternidad responsable y 
la accesibilidad a su planificación. 
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5. Fortalecer el sistema de información sanitario como 
herramienta para conocer el desarrollo nacional 
de la salud sexual y reproductiva de la población; 


6. Promover la investigación en salud sexual y 
reproductiva como insumo para la toma de deci- 
siones políticas y técnicas. 


1. Promover la captación precoz de las embarazadas 
para el control de sus condiciones de salud; 


2. Implementar en todo el territorio nacional la nor- 
mativa sanitaria vigente (Ordenanza 369/04, de 
6/8/2004 del MSP) acerca de la atención integral 


f) Garantizar el acceso universal a diversos métodos en los casos de embarazo no deseado-no acepta- 
anticonceptivos seguros y confiables, que incluya la do, denominada “Asesoramiento para la materni- 
ligadura tubaria y la vasectomía con consentimiento dad segura, medidas de protección materna frente 
informado de la mujer y del hombre, respectivamente. al aborto provocado en condiciones de riesgo”. 

g) Fortalecer las prestaciones de salud mental desde la 3. Dictar normas que incluyan el enfoque de dere- 
perspectiva del ejercicio de los derechos sexuales y chos sexuales y reproductivos para el seguimien- 
reproductivos, la prevención de la violencia física, to del embarazo, parto, puerperio y etapa neonatal; 
sicológica, sexual y las conductas discriminatorias. 

4. Promover la investigación y sistematización so- 

h) Prevenir y tratar las enfermedades crónico- bre las principales causas de mortalidad materna, 
degenerativas de origen genito-reproductivas; incluidos los motivos de la decisión voluntaria de 

interrupción del embarazo y métodos utilizados 

1) Promover climaterios saludables desde la educación para concretarla, 
para la salud; 

5. Implementar la aplicación de las normativas sani- 

: : : a : : tarias para la protección materna frente al aborto 

j) Prevenir y reducir el daño de las infecciones de Bl Pp q , 

Sai provocado en condiciones de riesgo en todos los 
transmisión sexual. $ ] 
establecimientos de salud de todo el país. 

k) Prevenir y reducir el daño de los efectos del consumo 


de sustancias adictivas legales e ilegales. 


Artículo 6”. (Institucionalidad y acciones).- Para el 


c) 


Brindar información suficiente sobre el trabajo de 
parto, parto y post parto, de modo que la mujer pueda 
elegir las intervenciones médicas si existieren distin- 
tas alternativas. 


cumplimiento de los objetivos generales y específicos enu- 
merados en los artículos 4? y 5%, corresponde al Ministerio d) 1 


Promover la participación comprometida de los 
de Salud Pública: 


hombres en la prevención de la salud de las mu- 


a) 


1. Dictar normas específicas para la atención inte- 
gral de la salud sexual y reproductiva de niños, 
niñas y adolescentes y capacitar los recursos 
humanos para los servicios correspondientes. 


2. Impulsar campañas de promoción del ejercicio 
saludable y responsable de los derechos sexuales 
y reproductivos; 


3. Implementar acciones de vigilancia y control de la 
gestión sanitaria en salud sexual y reproductiva 
en el nivel local y nacional; 


4. Desarrollar acciones de vigilancia epidemiológica 
de los eventos que afectan la salud sexual y 
reproductiva; 


jeres, así como en la maternidad y paternidad 
responsables; 


2. Promover cambios en el sistema de salud que 
faciliten a los hombres vivir plenamente y con 
responsabilidad su sexualidad y reproducción; 


1. Apoyar alas parejas y personas en el logro de sus 
metas en materia de sexualidad y reproducción, 
contribuyendo al ejercicio del derecho a decidir el 
número de hijos y el momento oportuno para 
tenerlos; 


2. Protocolizar la atención sanitaria en materia de 
anticoncepción e infertilidad; 


1. Brindar atención integral de calidad y derivación 
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oportuna a las personas de cualquier edad que 
sufran violencia física, sicológica o sexual, en los 
términos de la Ley N* 17.514 y del Plan Nacio- 
nal de Lucha contra la Violencia Doméstica y 
Sexual; 


2. Detectar la incidencia en la morbi-mortalidad 
materna de la violencia física, sicológica y sexual, 
a los efectos de fijar metas para su disminución; 


3. Protocolizar la atención a víctimas de violencia 
física, sicológica y sexual; 


4. Incorporar a la historia clínica indicadores para 
detectar situaciones de violencia física, sicológica 
o sexual. 


g) Impulsar campañas educativas de prevención de las 
enfermedades crónico degenerativas de origen génito- 
reproductivo desde la perspectiva de la salud sexual 
y reproductiva; 


h) Dictar normas para la atención integral de la salud de 
hombres y mujeres en la etapa del climaterio, incor- 
porando la perspectiva de género y los derechos 
sexuales y reproductivos, con el objetivo de mejorar 
la calidad de vida y disminuir la morbi-mortalidad 
vinculada a patologías derivadas de esta etapa del 
ciclo vital; 


1) 1. Promover en todos los servicios de salud sexual 
y reproductiva la educación, información y orien- 
tación sobre los comportamientos sexuales res- 
ponsables y los métodos eficaces de prevención 
de las infecciones de transmisión sexual en todas 
las etapas etáreas; 


2. Proporcionar a las mujeres desde antes de la edad 
reproductiva la información y los tratamientos 
necesarios para evitar la transmisión de las IT'S en 
situaciones de embarazo y parto; 


3. Impulsar campañas educativas que combatan la 
discriminación hacia las personas que conviven 
con enfermedades de transmisión sexual, y prote- 
ger sus derechos individuales, incluyendo el de- 
recho a la confidencialidad; 


4. Investigar y difundir los resultados sobre la inci- 
dencia y mecanismos de transmisión del VIH- 
SIDA y otras ITS en diferentes grupos 
poblacionales, incluidos los recién nacidos, con 
miras a focalizar las acciones de autocuidado 
específicas. 


Artículo 7”. (Coordinación).- En el cumplimiento de los 
objetivos establecidos en los artículos 4” y 5? de esta ley, 
así como en la ejecución de las acciones a su cargo, el 
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Ministerio de Salud Pública coordinará con las dependen- 
cias del Estado que considere pertinentes. 


Artículo $”. (Universalidad de los servicios).- Los ser- 
vicios de salud sexual y reproductiva en general y los de 
anticoncepción en particular, formarán parte de los progra- 
mas de salud que se brinden a la población sin que consti- 
tuyan compartimientos estancos. Dichos servicios contem- 
plarán: 


a) La inclusión de mujeres y varones de los diferentes 
tramos etáreos en su población objetivo; 


b) El involucramiento de los sub-sectores de salud 
pública y privada; 


c) Lajerarquización del primer nivel de atención; 
d) La integración de equipos multidisciplinarios; 


e) La articulación de redes interinstitucionales e inter- 
sectoriales, particularmente con el sector educativo. 


f) Creación de servicios de atención a la salud sexual y 
reproductiva para el abordaje integral de los dere- 
chos sexuales y reproductivos como derechos huma- 
nos. 


CAPITULOII 


Dela interrupción voluntaria del embarazo 


Artículo 9”. (Derecho de la mujer).- En el ejercicio de los 
derechos sexuales y reproductivos que reconoce y prote- 
ge la presente ley, toda mujer puede decidir la interrupción 
de su embarazo durante las primeras doce semanas de 
gravidez, en las condiciones que determina el artículo si- 
guiente. 


Artículo 10. (Condiciones).- Para ejercer el derecho 
reconocido en el artículo anterior, la mujer alegará ante el 
médico circunstancias derivadas de las condiciones en que 
ha sobrevenido la concepción, situaciones de penuria eco- 
nómica, sociales, familiares o etáreas, que a su criterio le 
impidan continuar con el embarazo en curso. 


Su voluntad deberá quedar asentada en el consentimien- 
to previo informado, diseñado específicamente a tales fi- 
nes. 


Artículo 11. (Deberes del médico).- El médico deberá: 


a) Brindar información y apoyo a la mujer respecto de la 
interrupción voluntaria del embarazo, antes, durante 
y después de adoptar una decisión. 
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b) Informar a la mujer sobre las posibilidades de adop- 
ción y los programas disponibles de apoyo, brindán- 
dole los asesoramientos pertinentes de los equipos 
especializados. 


c) Recoger la voluntad documentada de la mujer de 
interrumpir el proceso de gravidez, avalada con su 
firma y adjuntarla a la historia clínica de la misma. 


d) Dejar constancia en la historia clínica que se informó 
a la mujer en cumplimiento de lo establecido en los 
literales a) y b) del presente artículo, así como de 
métodos de anticoncepción. 


Artículo 12. (Restricciones).- Fuera de lo establecido 
en el artículo 9? de esta ley, la interrupción de un embarazo 
sólo podrá realizarse: 


a) cuando la gravidez implique un grave riesgo para la 
salud de la mujer, o para salvar su vida. 


b) cuando se verifique un proceso patológico que pro- 
voque malformaciones congénitas incompatibles con 
la vida extrauterina, de acuerdo a los conocimientos 
científicos disponibles. 


En todos los casos se deberá someter la decisión de 
interrupción a consideración de la mujer siempre que su 
salud lo permita. 


Asimismo se dará intervención al Comité de Etica de la 
Institución respectiva que deberá expedirse en un plazo 
acorde a la realidad del caso. 


Artículo 13. (Consentimiento de niñas y adolescen- 
tes).- En los casos de adolescentes o niñas el médico 
recabará su consentimiento así como el asentimiento de al 
menos uno de sus respresentantes legales o en caso de 
ausencia o inexistencia de estos, de la persona encargada 
de su cuidado. 


Artículo 14. (Autorización judicial).- Cuando por cual- 
quier causa se niegue el asentimiento previsto en el artículo 
anterior o sea imposible obtenerlo, la adolescente o la niña 
que quiere interrumpir su embarazo podrán acudir al juez 
letrado con competencia en materia de familia especializa- 
do, quien autorizará la interrupción del embarazo siempre 
que se cumplan los plazos y condiciones previstas en los 
artículos 9%, 10 y 12 de esta ley. La adolescente o la niña 
deberá comparecer personalmente con asistencia letrada. El 
procedimiento será verbal y el juez, previa audiencia, resol- 
verá en el plazo máximo de cinco días a partir del momento 
de la presentación de la petición ante la sede, habilitando 
horario inhábil si fuera menester. 


Artículo 15. (Consentimiento de personas declaradas 
incapaces).- En los casos de incapacidad declarada judicial- 
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mente, el asentimiento para la interrupción del embarazo lo 
prestará preceptivamente el juez letrado con competencia 
en familia especializado a solicitud de la persona declarada 
incapaz, a solicitud del curador respectivo rigiendo igual 
procedimiento y plazo que el establecido en el artículo 14 de 
la presente ley. 


CAPITULO HI 


Disposiciones generales 


Artículo 16. (Acto médico sin valor comercial).- Las 
interrupciones de embarazo que se practiquen según los 
términos que establece esta ley, serán consideradas acto 
médico sin valor comercial. Todos los servicios de asisten- 
cia médica integral, tanto públicos como privados habilita- 
dos por el Ministerio de Salud Pública, tendrán la obliga- 
ción de llevar a cabo este procedimiento asus beneficiarias 
que lo soliciten, en el marco de lo preceptuado en el artículo 
10, siendo efectuado en todos los casos por médico 
ginecotocólogo, en las hipótesis previstas en esta ley. 


En el caso de las condiciones previstas en el artículo 12 
literal a) no será necesaria la presencia de un médico 
ginecotocólogo. 


Será de responsabilidad de todas las instituciones seña- 
ladas en este artículo, el establecer las condiciones técnico- 
profesionales y administrativas necesarias para posibilitar 
alas mujeres el acceso a dichas intervenciones en los plazos 
que establece la presente ley. 


Artículo 17. (Objeción de conciencia).- Aquellos médi- 
cos o miembros del equipo quirúrgico que tengan objecio- 
nes de conciencia para intervenir en los actos médicos a que 
hace referencia la presente ley, deberán hacerlo saber a las 
autoridades de las instituciones a las que pertenezcan 
dentro de los treinta días contados a partir de la promulgación 
de la misma. Quienes ingresen posteriormente, deberán 
manifestar su objeción en el momento en que comiencen a 
prestar servicios. 


Los profesionales y técnicos que no hayan expresa- 
do objeción, no podrán negarse a efectuar las intervencio- 
nes. 


Lo dispuesto en el presente artículo no es aplicable en 
los casos graves y urgentes en los cuales la intervención es 
indispensable. 


Artículo 18. (Reserva).- El médico y los equipos de 
salud que intervengan en un aborto o sus complicaciones 
deberán mantener la confidencialidad por respeto ala liber- 
tad de las personas y sus derechos individuales, dando 
cuenta del hecho, sin revelación de nombres, al sistema 
estadístico del Ministerio de Salud Pública. 
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Artículo 19. (Alcance).- Sólo podrán ampararse en las 
disposiciones contenidas en esta ley las habitantes de la 
República que acrediten fehacientemente su residencia 
habitual en su territorio durante un período no inferior a 42 
semanas. 


CAPITULOIV 


De la modificación del delito de aborto 


Artículo 20.- Sustitúyese los artículos 325 y 325 bis del 
Capítulo IV, Título XII, del Libro II, del Código Penal, 
promulgado por la Ley N? 9.155, de 4 de diciembre de 1933 
y modificado por la Ley N? 9.763, de 24 de enero de 1938, por 
los siguientes: 


“ARTICULO 325. (Delito de aborto).- La mujer que 
causare la interrupción del proceso fisiológico de su 
gravidez o la consintiera, fuera de las circunstancias, 
plazos y condiciones autorizadas en la ley, será 
castigada con pena de tres a nueve meses de prisión. 


ARTICULO 325 bis (Colaboración en el aborto con 
consentimiento de la mujer). El que colabore en la 
interrupción del proceso fisiológico de la gravidez, 
con consentimiento de la mujer, fuera de las circuns- 
tancias plazos y condiciones autorizadas en la ley, 
será castigado con seis a veinticuatro meses de 
prisión”. 


Artículo 21.- Elimínase el numeral 5? del artículo 328 del 
Código Penal, promulgado por la Ley N* 9.155, de 4 de 
diciembre de 1933 y modificado por la Ley N* 9.763, de 24 de 
enero de 1938. 


Artículo 22.- Sustitúyese el artículo 2? de la Ley 
N? 9.763, de 24 de enero de 1938, por el siguiente: 


“ARTICULO 2” (Procedimiento).- Cuando se 
denunciare un delito de aborto, el Juez competente 
procederá en forma sumaria y verbal a la averigua- 
ción de los hechos, consignando el resultado en 
acta. Si de las indagaciones practicadas, se llegara a 
la conclusión de que no existe prueba o de que el 
hecho es lícito, mandará clausurar los procedimien- 
tos observándose los trámites ordinarios”. 


CAPITULO V 


Disposiciones finales 


Artículo 23.- Incorpórase al Código de la Niñez y la 
Adolescencia el siguiente artículo: 


“ARTICULO 11 bis. (Información y acceso a los 
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servicios de salud).- Todo niño, niña o adolescente 
tiene derecho a la información y acceso a los servi- 
cios de salud, inclusive los referidos a la salud sexual 
y reproductiva, debiendo los profesionales actuantes 
respetar la confidencialidad de la consulta y ofrecer- 
le las mejores formas de atención y tratamiento cuan- 
do corresponda. 


De acuerdo a la edad del niño, niña o adolescente se 
fomentará que las decisiones sobre métodos de pre- 
vención de la salud sexual u otros tratamientos mé- 
dicos que pudieran corresponder, se adopten en 
concurrencia con sus padres u otros referentes adul- 
tos de su confianza, debiendo respetarse en todo 
caso la autonomía progresiva de los adolescentes. 


En caso de existir riesgo grave para la salud del niño, 
niña o adolescente y no pudiera llegarse a un acuerdo 
con éste o con sus padres o responsables del mismo 
en cuanto al tratamiento a seguir, el profesional 
podrá solicitar el aval del Juez competente en materia 
de derechos vulnerados o amenazados de niños, 
niñas y adolescentes, quienes a tales efectos deberá 
recabar la opinión del niño, niña o adolescente, siem- 
pre que sea posible. 


Artículo 24. (Derogaciones).- Deróganse todas las dis- 
posiciones que se opongan a lo dispuesto en la presente 
ley. 


Sala de la Comisión, a 25 de setiembre de 2007. 


Mónica Xavier, Miembro Informante en 
Minoría; Margarita Percovich, Víctor 
Vaillant. 


PROYECTO DE LEY DE DEFENSA DEL DERECHO A 
LA SALUD SEXUAL Y REPRODUCTIVA 


CAPITULO TI - Delos Derechos Sexuales y 
Reproductivos 


Artículo 1”. (Deberes del Estado).- El Estado garantizará 
condiciones para el ejercicio pleno de los derechos sexuales 
y reproductivos de toda la población. A tal efecto, promo- 
verá políticas nacionales de salud sexual y reproductiva, 
diseñará programas y organizará los servicios para desarro- 
llarlos, de conformidad con los principios rectores y éticos 
que se establecen en los artículos siguientes. 


Artículo 2”. (Principios rectores).- Los derechos sexua- 
les y reproductivos son derechos humanos universales, 
intransferibles e inalienables, y su protección incluye: 


a) la promoción de la equidad en términos de género y 
de justicia social. 
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b) 


c) 


La igualdad de trato y oportunidades. 


La prestación de servicios con criterios de universa- 
lidad, calidad, eficiencia, confidencialidad, privacidad 
y solidaridad sin discriminación alguna. 


Artículo 3". (Principios éticos).- En materia de sexuali- 
dad humana se priorizará la comunicación interpersonal 
placentera por sobre su función biológica vinculada a la 
procreación. En tal virtud, corresponde: 


a) 


b) 


c) 


d) 


e) 


respetar la diversidad de idiosincrasias, valores y 
tiempos personales de evolución. 


reconocer el derecho de toda persona a procurar su 
satisfacción sexual durante todo su ciclo vital según 
sus propias necesidades y preferencias, siempre que 
resulten respetados los derechos de terceros 
involucrados. 


combatir las discriminaciones de orden cultural que 
impidan la toma de decisiones autónomas y en igual- 
dad de condiciones entre hombres y mujeres. 


combatir toda forma de violencia sexual y otras pre- 
siones de carácter físico, social, económico o cultu- 
ral en el ejercicio de la sexualidad. 


reconocer y promover el derecho y la obligación de 
hombres y mujeres, cualquiera sea su edad, a con- 
trolar responsablemente su sexualidad por los me- 
dios más adecuados y compatibles con sus convic- 
ciones. 


Artículo 4”. (Objetivos generales).- Las políticas y pro- 
gramas de salud sexual y reproductiva tendrán los siguien- 
tes objetivos generales: 


a) 


b) 


c) 


universalizar en el nivel primario de atención la co- 
bertura de salud sexual y reproductiva, fortaleciendo 
la integralidad, calidad y oportunidad de las presta- 
ciones con suficiente infraestructura, capacidad y 
compromiso de los recursos humanos y sistemas de 
información adecuados; 


garantizar la calidad, confidencialidad y privacidad 
de las prestaciones; la formación adecuada de los 
recursos humanos de la salud tanto en aspectos 
técnicos y de información como en habilidades para 
la comunicación y trato; la incorporación de la pers- 
pectiva de género en todas las acciones y las condi- 
ciones para la adopción de decisiones libres por 
parte de los y las usuarias. 


Asegurar el respeto a los derechos sexuales y 
reproductivos de las personas institucionalizadas o 
en tratamiento asistencial, como parte de la 
integralidad bio-sico-social de la persona. 
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Capacitar a las y los docentes de los ciclos prima- 
rios, secundario y terciario para la promoción del 
ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos 
como parte de la ciudadanía plena. 


Impulsar en la población la adopción de medidas de 
promoción de la salud y de prevención de la enferme- 
dad y estimular la atención institucional de los temas 
prioritarios en salud sexual y reproductiva; 


Promover la coordinación interinstitucional y la parti- 
cipación de redes sociales y de usuarios y usuarias 
de los servicios de salud para el intercambio de 
información, educción para la salud y apoyo solida- 
rio. 


Artículo 5”. (Objetivos específicos).- Son objetivos es- 
pecíficos de las políticas y programas de salud sexual y 
reproductiva: 


a) 


b) 


c) 


d) 


e) 


2) 


h) 


1) 


Promover y proteger los derechos de niños, niñas, 
adolescentes y personas adultas en materia de infor- 
mación y servicios de salud sexual y reproductiva; 


Prevenir la morbimortalidad materna y sus causas; 


Promover el parto humanizado garantizando la intimi- 
dad y privacidad; respetando el tiempo biológico y 
psicológico y las pautas culturales de la protagonis- 
ta y evitando prácticas invasivas o suministro de 
medicación que no estén justificados; 


Promover la maternidad y paternidad responsable y 
la accesibilidad a su planificación; 


Garantizar el acceso universal a diversos métodos 
anticonceptivos seguros y confiables, que incluya la 
ligadura tubaria y la vasectomía con consentimien- 
to informado de la mujer y del hombre, respectiva- 
mente; 


Fortalecer las prestaciones de salud mental desde la 
perspectiva del ejercicio de los derechos sexuales y 
reproductivos, la prevención de la violencia física, 
sicológica, sexual y las conductas discriminatorias; 


Prevenir y tratar las enfermedades crónico-de- 
generativas de origen genito-reproductivas; 


Promover climaterios saludables desde la educación 
para la salud; 


Prevenir y reducir el daño de las infecciones de 
transmisión sexual. 


Artículo 6”. (Institucionalidad y acciones).- Para el 
cumplimiento de los objetivos generales y específicos enu- 
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merados en los artículos 4” y 5”, corresponde al Ministerio 
de Salud Pública: 


a) 1. 


b) 1. 


Dictar normas específicas para la atención inte- 
gral de la salud sexual y reproductiva de niños, 
niñas y adolescentes y capacitar los recursos 
humanos para los servicios correspondientes; 


Impulsar campañas de promoción del ejercicio 
saludable y responsable de los derechos sexuales 
y reproductivos; 


Implementar acciones de vigilancia y control de la 
gestión sanitaria en salud sexual y reproductiva 
en los niveles nacional y territorial; 


Desarrollar acciones de vigilancia epidemiológica 
de los eventos que afectan la salud sexual y 
reproductiva. 


Fortalecer el sistema de información sanitario como 
herramienta para conocer el desarrollo nacional 
de la salud sexual y reproductiva de la población; 


Promover la investigación en salud sexual y 
reproductiva como insumo para la toma de deci- 
siones políticas y técnicas. 


Promover la capacitación precoz de las embaraza- 
das para el control de sus condiciones de salud; 


Dictar normas que incluyan el enfoque de dere- 
chos sexuales y reproductivos para el seguimien- 
to delembarazo, parto, puerperio y etapa neonatal; 


Promover la investigación y sistematización so- 
bre las principales causas de mortalidad materna, 
incluidos los motivos de la decisión voluntaria de 
interrupción del embarazo y métodos utilizados 
para concretarla; 


Implementar la aplicación de las normativas sani- 
tarias para la protección materna frente al aborto 
provocado en condiciones de riesgo en todos los 
establecimientos de salud de todo el país. 


c) Brindar información suficiente sobre el trabajo de 
parto, parto y post parto, de modo que la mujer pueda 
elegir las intervenciones médicas si existieren distin- 
tas alternativas; 


Promover la participación comprometida de los 
hombres en la prevención de la salud de las mu- 
jeres, así como en la maternidad y paternidad 
responsables; 


Promover cambios en el sistema de salud que 


e) 


8) 


1) 


dE 


1. 
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faciliten a los hombres vivir plenamente y con 
responsabilidad su sexualidad y reproducción; 


Apoyar alas parejas y personas en el logro de sus 
metas en materia de sexualidad y reproducción, 
contribuyendo al ejercicio del derecho a decidir el 
número de hijos y el momento oportuno para 
tenerlos; 


Protocolizar la atención sanitaria en materia de 
anticoncepción e infertilidad; 


Brindar atención integral de calidad y derivación 
oportuna a las personas de cualquier edad que 
sufran violencia física, sicológica o sexual, en los 
términos de la Ley N* 17.514 y del Plan Nacio- 
nal de Lucha contra la Violencia Doméstica y 
Sexual; 


Detectar la incidencia en la morbimortalidad ma- 
terna de la violencia física, sicológica y sexual, a 
los efectos de fijar metas para su disminución; 


Protocolizar la atención a víctimas de violencia 
física, sicológica y sexual; 


Incorporar a la historia clínica indicadores para 
detectar situaciones de violencia física, sicológica 
o sexual. 


Impulsar campañas educativas de prevención de 
las enfermedades crónico degenerativas de ori- 
gen génito-reproductivo desde la perspectiva de 
la salud sexual y reproductiva; 


Dictar normas para la atención integral de la salud 
de hombres y mujeres en la etapa del climaterio, 
incorporando la perspectiva de género y los de- 
rechos sexuales y reproductivos, con el objetivo 
de mejorar la calidad de vida y disminuir la morbi- 
mortalidad vinculada a patologías derivadas de 
esta etapa del ciclo vital; 


Promover en todos los servicios de salud sexual 
y reproductiva la educación, información y orien- 
tación sobre los comportamientos sexuales res- 
ponsables y los métodos eficaces de prevención 
de las infecciones de transmisión sexual en todas 
las etapas etáreas; 


Proporcionar a las mujeres en edad reproductiva 
la información y los tratamientos necesarios para 
evitar la transmisión de las IT'S en situaciones de 
embarazo y parto; 


Impulsar campañas educativas que combatan la 
discriminación hacia las personas que conviven 
con enfermedades de transmisión sexual y prote- 
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ger sus derechos individuales, incluyendo el de- 
recho a la confidencialidad; 


4. Investigar y difundir los resultados sobre la inci- 
dencia y mecanismos de transmisión del VIH- 
SIDA y otras ITS en diferentes grupos 
poblacionales, incluidos los recién nacidos, con 
miras a focalizar las acciones de autocuidado 
específicas. 


Artículo 7”. (Coordinación).- En el cumplimiento de los 
objetivos establecidos en los artículos 4” y 5” de esta Ley, 
así como en la ejecución de las acciones a su cargo, el 
Ministerio de Salud Pública coordinará con las dependen- 
cias del Estado que considere pertinentes. 


Artículo 8”. (Universalidad de los servicios).- Los ser- 
vicios de salud sexual y reproductiva en general y los de 
anticoncepción en particular, formarán parte de los progra- 
mas de salud que se brinden a la población sin que consti- 
tuyan compartimentos estancos. Dichos servicios contem- 
plarán: 


a) La inclusión de mujeres y varones de los diferentes 
tramos etéreos en su población objetivo; 


b) El involucramiento de los sub-sectores de salud 
pública y privada; 


c) Lajerarquización del primer nivel de atención; 
d) La integración de equipos multidisciplinarios; 


e) La articulación de redes interinstitucionales e 
intersectoriales, particularmente con el sector edu- 
cativo. 


CAPITULO II - Dela interrupción voluntaria del 
embarazo 


Artículo 9”. (Derecho de la mujer).- En el ejercicio de los 
derechos sexuales y reproductivos que reconoce y protege 
la presente Ley, toda mujer puede decidir la interrupción de 
su embarazo durante las primeras doce semanas de gravi- 
dez, en las condiciones que determinan los artículos si- 
guientes. 


Artículo 10. (Condiciones).- Para ejercer el derecho 
reconocido en el artículo anterior, bastará que la mu- 
jer alegue ante el médico circunstancias derivadas de las 
condiciones en que ha sobrevenido la concepción, situa- 
ciones de penuria económica, sociales, familiares o etáreas, 
que a su criterio le impidan continuar con el embarazo en 
curso. 


Artículo 11. (Deberes del médico).- El médico deberá: 
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a) Brindar información y apoyo a la mujer respecto de la 
interrupción voluntaria del embarazo, antes y des- 
pués de la intervención. 


b) Informar a la mujer sobre las posibilidades de adop- 
ción y los programas disponibles de apoyo económi- 
co y médico a la maternidad. 


c) Recoger la voluntad de la mujer de interrumpir el 
proceso de gravidez, avalada con su firma y adjuntar- 
la a la historia clínica de la misma, con lo cual su 
consentimiento se considerará válidamente expresa- 
do. 


d) Dejar constancia en la historia clínica que se informó 
a la mujer en cumplimiento de lo establecido en los 
literales a) y b) del presente artículo. 


Artículo 12. (Restricciones).- Fuera de lo establecido 
en el artículo 10 de esta Ley, la interrupción de un embarazo 
sólo podrá realizarse cuando la gravidez implique un grave 
riesgo para la salud de la mujer, o cuando se verifique un 
proceso patológico que provoque malformaciones congé- 
nitas incompatibles con la vida extrauterina. 


El médico dejará constancia por escrito en la historia 
clínica de las circunstancias precedentemente menciona- 
das. En todos los casos someterá tal decisión a considera- 
ción de la mujer siempre que sea posible. 


Artículo 13. (Consentimiento especial).- En los casos 
de incapacidad declarada judicialmente, el asentimiento 
para la interrupción del embarazo lo prestará preceptivamente 
el titular de la sede judicial que decretó la interdicción, a 
solicitud del curador respectivo pudiéndose realizar en las 
mismas condiciones temporales que el artículo precedente. 


CAPITULO HI - Disposiciones generales 


Artículo 14. (Acto médico sin valor comercial).- Las 
interrupciones de embarazo que se practiquen según los 
términos que establece esta ley, serán consideradas acto 
médico sin valor comercial. Todos los servicios de asistencia 
médica integral, tanto públicos como privados habilitados por 
el Ministerio de Salud Pública, tendrán la obligación de 
llevar a cabo este procedimiento a sus beneficiarias que lo 
soliciten, siendo efectuado en todos los casos por médico 
ginecotocólogo, en las hipótesis previstas en esta Ley. 


Será de responsabilidad de todas las instituciones seña- 
ladas en el inciso anterior, el establecer las condiciones 
técnico-profesionales y administrativas necesarias para 
posibilitar a las mujeres el acceso a dichas intervenciones 
en los plazos que establece la presente Ley. 


Artículo 15. (Objeción de conciencia).- Aquellos médi- 
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cos o miembros del equipo quirúrgico que tengan objecio- 
nes de conciencia para intervenir en los actos médicos a que 
hace referencia la presente ley, podrán hacerlo saber a las 
autoridades de las instituciones a las que pertenezcan 
dentro de los treinta días contados a partir de la promulgación 
de la misma. Quienes ingresen posteriormente, deberán 
manifestar su objeción en el momento en que comiencen a 
prestar servicios. 


Los profesionales y técnicos que no hayan expresado 
objeción, no podrán negarse a efectuar las intervenciones. 


Lo dispuesto en el presente artículo no es de aplicación 
en los casos graves y urgentes en los cuales la intervención 
es indispensable. 


Artículo 16. (Reserva).- El médico que intervenga en un 
aborto o sus complicaciones, deberá dar cuenta del hecho, 
sinrevelación de nombres, al sistema estadístico del Minis- 
terio de Salud Pública. 


Artículo 17. (Alcance).- Sólo podrán ampararse en las 
disposiciones contenidas en esta Ley las ciudadanas uru- 
guayas naturales o legales y aquellas que acrediten 
fehacientemente su residencia habitual en el territorio de la 
República durante un período no inferior a 42 semanas. 


CAPITULO IV - De la modificación del delito de aborto 


Artículo 18.- Sustitúyese el Capítulo IV, Título XII, del 
Libro II del Código Penal, promulgado por Ley N* 9.155, de 
4 de diciembre de 1933 y modificado por la Ley N? 9.763, de 
24 de enero de 1938, por el siguiente: 


“ARTICULO 325. (Delito de aborto).- El que causare 
la interrupción del proceso fisiológico de la gravidez, 
fuera de las circunstancias, plazos y condiciones 
establecidas en la Ley, comete el delito de aborto y 
será castigado con pena de tres a veinticuatro meses 
de prisión. 


ARTICULO 326. (Aborto sin consentimiento de la 
mujer).- De no existir el consentimiento de la mujer 
para la realización del aborto la pena será de dos a 
ocho años de penitenciaría. 


ARTICULO 328. (Lesión o muerte de la mujer).- Sia 
consecuencia del delito previsto en el artículo 325 
sobreviniera a la mujer una lesión grave o gravísima, 
la pena será de tres a nueve años de penitenciaría, y 
si sobreviniere la muerte, la pena será de cuatro a 
doce años de penitenciaría. 


Si a consecuencia del delito previsto en el artículo 
326 sobreviniere a la mujer una lesión grave oO 
gravísima, la pena será de tres a quince años de 
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penitenciaría, y si sobreviniere la muerte, de quince 
a treinta años de penitenciaría”. 


Artículo 19.- Sustitúyese el artículo 2% de la Ley 
N? 9.763, de 24 de enero de 1938, por el siguiente: 


“ARTICULO 2”.- (Procedimiento).- Cuando se 
denunciare un delito de aborto, el Juez competente 
procederá en forma sumaria y verbal a la averigua- 
ción de los hechos, consignando el resultado en 
acta. Si de las indagaciones practicadas, se llegara a 
la conclusión de que no existe prueba o de que el 
hecho es lícito, mandará clausurar los procedimien- 
tos, observándose los trámites ordinarios”. 


CAPITULO V - Disposiciones finales 


Artículo 20. (Derogaciones).- Deróganse todas las dis- 
posiciones que se opongan a lo dispuesto en la presente 
Ley. 


Artículo 21. (Reglamentación y vigencia).- Atento a la 
responsabilidad cometida al Estado y a los efectos de 
garantizar la eficacia de lo dispuesto en la presente ley, la 
misma entrará en vigor alos treinta días de su promulgación, 
plazo dentro del cual el Poder Ejecutivo la reglamentará. 


Alberto Couriel, Susana Dalmás, José 
Korzeniak, Eduardo Lorier, Rafael 
Michelini, Leonardo Nicolini, Marga- 
rita Percovich, Eduardo Ríos, Enrique 
Rubio, Jorge Saravia, Mónica Xavier, 
Víctor Vaillant. Senadores. 


Montevideo, 29 de mayo de 2006. 


CAMARA DESENADORES 


PROYECTO DE LEY DE DEFENSA DEL DEECHO A LA 
SALUD SEXUAL Y REPRODUCTIVA 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley tiene como objetivo generar 
las condiciones necesarias para garantizar el respeto, la 
defensa, la promoción de los derechos sexuales y los dere- 
chos reproductivos, en tanto derechos humanos, como una 
de las condiciones necesarias para mejorar la calidad de 
vida de la población y el desarrollo sustentable. 


El proyecto a considerar está inserto en un Estado Social 
de Derecho, erigido a partir de la norma constitucional de un 
sistema democrático en el que se reconocen derechos a 
todas las personas que habitan dentro de sus límites y 
donde el Estado está, desde hace casi un siglo, separado de 
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cualquier iglesia o credo religioso. El Estado no tiene reli- 
gión alguna y los soportes de sus órganos y cargos, es decir 
las personas que cumplen los cometidos asignados al Esta- 
do, no pueden ni deben afectar sus decisiones más que por 
el interés general, prescindiendo de la religión o credo que 
profesen. El Estado laico, desde la perspectiva socio-jurí- 
dica, abarca el ámbito de la educación, la administración de 
justicia, el acceso a la ciudadanía y, hoy día, incluye la 
necesaria inclusión social y el respeto a la diversidad cul- 
tural, ideológica y religiosa. 


Los derechos humanos son universales, indivisibles e 
interdependientes (Declaración y programa de acción de la 
Conferencia de Derechos Humanos, Viena 1993). Los dere- 
chos humanos son el conjunto de procesos (normativos, 
institucionales y sociales) que abren y consolidan espacios 
de lucha por la dignidad humana desde la promoción, el 
respeto y la garantía de condiciones civiles, políticas, eco- 
nómicas, sociales y culturales que permitan a todas las 
personas desarrollarse plenamente. Los Estados tienen el 
deber de respetarlos, promoverlos y generarlas condiciones 
y la igualdad de oportunidades, para que todas las personas 
puedan ejercerlos desde las libertades fundamentales. 


Los derechos sexuales y los derechos reproductivos, en 
tanto derechos humanos, se basan en el reconocimiento del 
“derecho básico de todas las parejas e individuos a deci- 
dir libre y responsablemente el número de hijos, el 
espaciamiento de los nacimientos y el intervalo entre 
éstos y a disponer de la información y de los medios para 
ello y el derecho a alcanzar el nivel más elevado de salud 
sexual y reproductiva. También incluye su derecho a adop- 
tar decisiones relativas a la reproducción sin sufrir discri- 
minación, coacciones ni violencia, de conformidad con lo 
establecido en los documentos de derechos humanos”. 


(Párrafo 7.3 ICPD, 1994)' 


En tal sentido la salud sexual y reproductiva es un 
“estado general de bienestar físico, mental y social, y no 
de mera ausencia de enfermedades o dolencias, en todos 
los aspectos relacionados con el sistema reproductivo y sus 
funciones y procesos. En consecuencia, la salud reproductiva 
entraña la capacidad de disfrutar de una vida sexual satisfac- 
toria y sin riesgos y de procrear, y la libertad para decidir 
hacerlo o no hacerlo, cuándo y con qué frecuencia. Esta 
última condición lleva implícito el derecho del hombre y 
la mujer a obtener información y de planificación de la 
familia de su elección, así como a otros métodos para la 
regulación de la fecundidad que no estén legalmente 
prohibidos, y acceso a métodos seguros, eficaces, asequi- 
bles y aceptables, el derecho a recibir servicios adecua- 
dos de atención de la salud que permitan los embarazos y 
los partos sin riesgos y den a las parejas las máximas 
posibilidades de tener hijos sanos. En consonancia con 
esta definición, la atención en salud reproductiva se de- 


1 Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo (ICPD). El Cairo, 1994. 
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fine como el conjunto de métodos, técnicas y servicios que 
contribuyan al bienestar reproductivo al evitar y resolver 
los problemas relacionados con la salud reproductiva. 
Incluye también la salud sexual, cuyo objetivo es el desa- 
rrollo de la vida y de las relaciones personales y no 
meramente el asesoramiento y la atención en materia de 
reproducción y de enfermedades de transmisión sexual” 


(Párrafo 7.2 1ICPD, 1994). 


La Conferencia de Población y Desarrollo amplió el 
enfoque y generó un cambio de paradigma reconociendo 
que la planificación de las familias, el desarrollo económico, 
ambiental, el progreso social y los derechos humanos son 
medios interdependientes para alcanzar un mundo de espe- 
ranza, oportunidades, paz y progreso. En dicha conferencia 
se definieron claramente como derechos humanos: el dere- 
cho a la salud comprendiendo los derechos sexuales y 
reproductivos; el derecho a la educación, a la igualdad, al 
desarrollo, a la libertad, la dignidad y la seguridad de la 
persona. Y, el reconocimiento de que las mujeres y las niñas 
también tienen los mismos derechos. 


Dicha Conferencia estableció además las responsabili- 
dades de hombres y mujeres -por igual- con las actuales y 
futuras generaciones; y la de los gobiernos de respetar las 
libertades garantizando las condiciones y los recursos para 
el ejercicio pleno de los derechos sin discriminación alguna. 
Cambiar, entonces, las situaciones que afecten el ejercicio 
de estos derechos es una responsabilidad y compromiso 
político asumido por el Estado uruguayo, signatario de 
estos acuerdos. En Uruguay se necesitan generar adecua- 
das condiciones sanitarias, sociales, políticas, legislativas, 
educativas y culturales para que las personas, en general, 
y las mujeres y las/los jóvenes, en particular, puedan tomar 
sus decisiones en sexualidad y en reproducción sin coer- 
ciones ni discriminaciones de ningún tipo. 


En muchos aspectos, el Programa de Acción de la ICPD, 
es un plan de implementación para alcanzar la mayoría de las 
ocho metas fijadas en la Cumbre del Milenio (Metas del 
Desarrollo del Milenio) en materia de reducción de la morbi- 
mortalidad de mujeres por razones vinculadas al embarazo, 
parto, aborto y puerperio; del abordaje integral en salud 
sexual y reproductiva paa afrontar la situación de las infec- 
ciones de transmisión sexual y particularmente la 
feminización de la pandemia de VIH-SIDA así como la 
promoción del acceso universal a la educación y la asigna- 
ción de los recursos humanos y económicos necesarios 
para alcanzar dichos objetivos. 


Uruguay presenta serios déficits en materia de derechos 
sexuales y reproductivos que se originan, a nuestro enten- 
der, en la falta de correspondencia entre lo que el país ha 
suscripto o adoptado en convenciones y conferencias in- 
ternacionales y la generación de condiciones a través de 
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normas legislativas o administrativas que promuevan, res- 
peten y garanticen dichos derechos. Uruguay se ha com- 
prometido en materia de Derechos Humanos con numerosos 
instrumentos jurídicos internacionales, entre otros: la Carta 
Internacional de Derechos Humanos; el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (y los corres- 
pondientes protocolos facultativos). Ha signado y ratifica- 
do las Convenciones sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación racial, de los Derechos del Niño, 
contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes (y su protocolo facultativo). 


En materia de protección particular a los derechos de las 
mujeres el Estado uruguayo ha asignado y ratificado la 
Convención Interamericana sobre la concesión de los dere- 
chos civiles de a mujer (1948), la Concesión de los derechos 
políticos, la Convención sobre la Eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW, 1979) de 
la que Uruguay es parte desde el 9 de octubre de 1981, 
ratificando su Protocolo Facultativo en julio de 2001. Esta 
Convención establece la obligación de abstenerse de incu- 
rriren todo acto o práctica de discriminación contra la mujer 
y velar por que las autoridades e instituciones públicas 
actúen de conformidad con esta obligación, tomando todas 
las medidas apropiadas para eliminar la discriminación con- 
tra la mujer practicada por cualquier persona, organización 
o institución. 


En 1993 en la Declaración sobre la Eliminación de la 
Violencia contra la Mujer se reconoció el derecho de las 
mujeres, en condiciones de igualdad, al goce y la protección 
de todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
en las esferas política, económica, social, cultural, civil y de 
cualquier otra índole. Los Estados deben condenar dicha 
violencia y no invocar ninguna costumbre, tradición o 
consideración religiosa para eludir su obligación de procu- 
rar eliminarla. En 1994, el Estado adopta la Convención de 
Belem do Pará cuyo propósito es eliminar las situaciones de 
violencia que afectan particularmente a las mujeres ya que 
toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto 
en el ámbito público como en el privado. 


En cuanto alos compromisos políticos asumidos a nivel 
internacional se destacan la Conferencia de Derechos 
(Viena, 1993), Población y Desarrollo (Cairo, 1994) y de la 
Mujer (Beijing, 1995), en las que se insta a los gobiernos a 
revisar, adoptar y mantener políticas y estrategias de desa- 
rrollo que consideren las necesidades específicas de las 
mujeres, particularmente de las que viven en situación de 
pobreza. Los respectivos planes y programas de acción 
recomiendan revisar aquellas leyes y prácticas administra- 
tivas que obstaculicen la igualdad de derechos y de acceso 
a recursos y servicios para las mujeres. 


En Uruguay la reproducción biológica y social se ha 
convertido en una de las variables más importantes de 
discriminación de oportunidades sociales. De acuerdo a los 
resultados de la encuesta sobre reproducción biológica y 
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social, género y generaciones, realizada en 2004 (MSP, 
IMM, INE, UDELAR, MYSU, UNFPA, PNUD) la edad modal 
de inicio de las relaciones sexuales entre los varones se 
ubica entre los 15 y 17 años de edad cualquiera sea su nivel 
de instrucción, sin embargo entre los de menor número de 
años de estudio el inicio de las relaciones sexuales se 
produce a edades más precoces que entre sus pares más 
educados. A diferencia de los hombres las distintas gene- 
raciones de mujeres exhiben cambios importantes en cuanto 
a la edad de inicio de las relaciones sexuales, a medida que 
se avanza hacia las generaciones más jóvenes se aprecia un 
claro decrecimiento en la edad de inicio de las relaciones 
sexuales y una creciente concentración en el grupo de edad 
de 15 a 17 años. Entre las mujeres se presentan dos edades 
modales de inicio de las relaciones sexuales diferenciadas 
por el nivel de instrucción: 15 a 17 años entre las que tienen 
menos de 12 años de estudio y 18-19 entre las de mayor 
nivel. Asimismo, la precocidad en la edad de inicio de las 
relaciones sexuales es mayor a medida que desciende el 
nivel de instrucción alcanzado. 


Hombres y mujeres no muestran diferencias significati- 
vas en el número de hijos que consideran ideal, próximo al 
44% de la población de 15 a 59 años de edad considera que 
dos hijos es el número ideal. Menos del 2% considera como 
ideal no tener hijos. El nivel de instrucción no marca dife- 
rencias muy significativas respecto a la distribución por 
números ideales de hijos. Sin embargo la relación entre el 
número ideal de hijos con el número de hijos tenido se 
mantiene en mujeres con más años de educación y menor 
nivel de ingreso que en las mujeres de bajos recursos 
económicos y menor nivel de instrucción. En los niveles 
educativos menores el inicio precoz de las relaciones sexua- 
les determina un mayor número de hijos, tanto en varones 
como en mujeres. 


Por otro lado, una de cada cuatro mujeres nunca ha 
consultado al ginecólogo por motivos vinculados a su 
autocuidado, sin mediación de su rol materno. Cuatro de 
cada diez mujeres nunca se ha realizado un estudio de 
Papanicolau, confirmando hallazgos de estudios anteriores 
en población femenina usuaria del MSP. Las mujeres que 
contemplan 12 años de estudio, muestran un mayor nivel de 
autocuidado. Se manifiesta así el estereotipo de género de 
“ser para los demás” “cuidar de los otros”, en detrimento de 
“ser para sí, “cuidarse a sí misma”, que sólo parece debili- 
tarse con el acceso a estudios superiores. 


En cuanto a las infecciones de trasmisión sexual y en 
particular VIH-SIDA -luego de más de dos décadas de 
instalada la epidemia en el Uruguay, la concepción predo- 
minante sigue asociando la enfermedad a las conductas 
homosexuales de los varones. Ello exige la implementación 
de potentes dispositivos de educación para la salud, que 
permitan desplazar estas representaciones, brindando a los 
ciudadanos/as, elementos para un autocuidado efectivo y 
el ejercicio de sus derechos sexuales. La infección por VIH 
tiene su pico máximo de incidencia en personas entre los 15 
y 34 años, la población femenina entre 25 y 34 años presenta 
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la máxima incidencia de la enfermedad. Esta incidencia en 
edad sexual y laboralmente activas conlleva un alto grado 
de perjuicios. 


El 48% de los niños que nacen en nuestro país, lo hacen 
en el 20% de los hogares más pobres. Si bien el 99% de los 
partos son institucionales, los controles prenatales regis- 
tran importantes diferencias de acuerdo al nivel 
socioeconómico y la edad de la mujer gestante. El 80% de 
las mujeres jóvenes que han sido madres, no completó 
estudios secundarios y no está integrada a la actividad 
laboral. En el 85% de los hogares monoparentales, las 
mujeres son las jefas de hogar y 1 de cada 2 mujeres jefas 
de hogar en edad activa y con niños menores de 5 años, es 
pobre. 


Dos deberes del Estado son fundamentales para garan- 
tizar el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos 
y estimular las responsabilidades de ciudadanas y ciudada- 
nos, contar con un sistema sanitario adecuado, orientado a 
la promoción, prevención y atención de las necesidades 
particulares de hombres y mujeres en función de los diferen- 
tes niveles socio educativos, edades, etnias, razas, orien- 
taciones sexuales y capacidades. Un sistema sanitario que 
implique menores costos humanos en cuanto a morbi-mor- 
talidad y menores costos socio-sanitarios, en un camino 
que comienza arecorrerse de cambio de modelo y de sistema 
de salud donde la calidad de atención esté acompañada de 
dotación de recursos y personal con capacitación perma- 
nente y trabajo en equipos multi e interdisciplinarios. 


Como segundo deber fundamental, el Estado debe ga- 
rantizar la educación sexual a todos los niveles del sistema 
educativo formal, informal y no formal como herramienta 
sustancial para la promoción de una sexualidad plena y 
saludable. 


Aspectos que darán mejores condiciones para promover 
el ejercicio de maternidades y paternidades responsables 
acordes al importante compromiso que significa traer un 
nuevo ser al mundo al que deben también garantizársele el 
respeto pleno de sus derechos humanos. 


Uruguay tiene una población total de 3.439.000 habitan- 
tes y ha estado estancado en cuanto a su tasa de natalidad 
en los últimos años, disminuyendo en el año 2003 a 47.000 
nacidos vivos. Las estimaciones recientes sobre la inciden- 
cia de la práctica de abortos en el país arrojan una cifra de 
33.000 interrupciones anuales. Esta cifra además de consta- 
tar que la Ley N* 9.763, que rige ha sido absolutamente 
ineficaz para desestimular la práctica de aborto, indica que 
los mecanismos de prevención de embarazo no planifica- 
dos, no buscados o no deseados, no tienen la universalidad 
necesaria para que todas las personas puedan acceder a 
ellos. La práctica clandestina por donde transita el mayor 
número de abortos provocados no sólo impide su control 
sanitario sino que, muy probablemente, provoque el que 
sea utilizado como método de anticoncepción, práctica que 
debe ser erradicada, dado que el aborto no es un método 
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anticonceptivo. Que así pueda estar siendo utilizado sólo 
podrá evitarse en la medida que su práctica sea regulada por 
una ley que efectivamente aborde con integralidad la pro- 
moción de la salud sexual y reproductiva, la prevención de 
embarazos no deseados y la prestación de servicios que 
atiendan la decisión de interrumpir un embarazo en los 
plazos que están previstos en la presente propuesta de 
cambio legislativo. 


El proyecto consta de cinco capítulos. 


El primer capítulo -De Los Derechos Sexuales y 
Reproductivos- establece que el Estado garantizará condi- 
ciones para el ejercicio pleno de los derechos sexuales y 
reproductivos de toda la población, promoviendo políticas 
nacionales de salud sexual y reproductiva, diseñando pro- 
gramas y organizando los servicios para desarrollarlos, de 
conformidad con los principios rectores y éticos estableci- 
dos en el proyecto. 


Estos Principios rectores consideran a los derechos 
sexuales y reproductivos como derechos humanos univer- 
sales, intransferibles e inalienables y se establece por tanto 
su protección y los Principios éticos que lo inspiran. Prin- 
cipios estos que implican el respeto de la diversidad, la no 
discriminación, el respeto de las autonomías, el rechazo de 
toda forma de violencia sexual del derecho y la obligación 
de hombres y mujeres a controlar responsablemente su 
sexualidad. 


Este capítulo además define los Objetivos generales 
dirigidos a los ciudadanos y al Estado y los específicos de 
las políticas y programas de salud sexual y reproductiva 
como son entre otros el promover y proteger los derechos, 
prevenir la morbimortalidad materna, promover el parto 
humanizado, garantizar el acceso universal a diversos mé- 
todos anticonceptivos para alcanzar una maternidad y pa- 
ternidad responsables. 


Establece qué acciones le caben al Ministerio de Salud 
Pública para el cumplimiento de estos objetivos, coordinan- 
do con las dependencias del Estado que considere perti- 
nentes. 


El Capítulo Il refiere a la interrupción voluntaria del 
embarazo, estableciendo el derecho de toda mujer para 
decidir la interrupción de suembarazo durante las primeras 
doce semanas de gravidez siempre que alegue ante el médi- 
co circunstancias derivadas de las condiciones en que ha 
sobrevenido la concepción, situaciones de penuria econó- 
mica, sociales, familiares o etáreas que a su criterio le 
impidan la continuación del embarazo. 


Determina asimismo que el médico deberá: brindar infor- 
mación y apoyo a la mujer antes y después de la interven- 
ción, asesorar sobre las posibilidades de adopción y los 
programas disponibles de apoyo económico. La mujer de- 
berá expresar su voluntad avalada con su firma y adjuntada 
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a la historia clínica. Fuera del plazo de las 12 semanas la 
interrupción de un embarazo sólo podrá realizarse cuando 
la gravidez implique un grave riesgo para la salud de la 
mujer, o cuando se verifiquen malformaciones congénitas 
incompatibles con la vida extrauterina. En los casos de 
incapacidad declarada judicialmente, el asentimiento lo 
prestará preceptivamente el titular de la sede judicial. 


El Capítulo II - Disposiciones Generales - establece que 
las interrupciones de embarazo que se practiquen en los 
términos que el proyecto de ley establece serán considera- 
das acto médico sin valor comercial, teniendo los servicios 
de asistencia médica integral -tanto públicos como priva- 
dos- la obligación de realizar este procedimiento a las 
beneficiarias que lo soliciten. 


Se establece también que los profesionales que tengan ob- 
jeción de conciencia podrán hacerlo saber a las autoridades de 
las instituciones a las que pertenezcan, salvo en los casos gra- 
ves y urgentes en los cuales la intervención es indispensable. 


El alcance de las disposiciones del proyecto abarca a 
ciudadanas uruguayas naturales o legales y a quienes 
acrediten residencia habitual durante un período no inferior 
a 42 semanas. 


El Capítulo IV, realiza modificaciones al delito de aborto 
previsto en el Capítulo IV, Título XII del Libro II del Código 
Penal, estableciendo penas en los casos de realización de 
aborto fuera de lo previsto en el proyecto de ley, abordo sin 
consentimiento de la mujer y lesión o muerte como conse- 
cuencia de aborto. 


Modifica asimismo el artículo 2? de la Ley N* 9.763 que 
establece aspectos relacionados con la actuación del Juez 
ante denuncia de aborto. 


El último Capítulo -Disposiciones Finales- deroga todas las 
disposiciones que se opongan a lo dispuesto en estas nor- 
mas. Establece además que luego de aprobada, la Ley entrará 
en vigencia a los treinta días de su promulgación, plazo 
dentro del cual será reglamentada por el Poder Ejecutivo. 


Alberto Couriel, Susana Dalmás, José 
Korzeniak, Eduardo Lorier, Rafael 
Michelini, Leonardo Nicolini, Marga- 
rita Percovich, Eduardo Ríos, Enrique 
Rubio, Jorge Saravia, Mónica Xavier, 
Víctor Vaillant. Senadores. 
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siete, a la hora doce y cuarenta minutos, se reúne la Comi- 
sión de Salud Pública de la Cámara de Senadores. ______ 
Asisten la señora Senadora Margarita Percovich y los se- 
ñores Senadores Isaac Alfie, Enrique Antía, Milton 
Antognazza, Manuel Laguarda y Víctor Vaillant. _______ 
Falta con aviso el señor Senador Eber Da Rosa, quien remite 
nota justificando su inasistencia. __________ 
Preside el señor Senador Víctor Vaillant, Vicepresidente de 
La ¡COMISIÓN AA A A AZ 
Actúan en Secretaría el señor Secretario Alberto Martínez 
Payssé y la señora Susana Rodríguez. 
ASUNTOS ENTRADOS. 
1. Nota remitida por el señor Presidente de la Junta Depar- 
tamental de San José adjuntando copia de la exposición de 
la señora Edila Rita Quevedo, relacionada con la presencia 
de plomo en el agua potable. ____________________ 
2. Nota remitida por el Presidente de la Junta Departamen- 
tal de Paysandú acompañando el Informe producido por la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social de 
dicha Junta, relacionado con la Ley de Jubilaciones y Pen- 
SIONES a et O 
3. Fax remitido por la Unión de Vendedores de Nafta del 
Uruguay relacionado con la presentación de resultados de 
una investigación sobre compra y consumo de bebidas 
alcohólicas a nivel nacional. 
4. E-mail remitido por el Comité Ejecutivo del Sindicado 
Médico del Uruguay solicitando audiencia en relación con 
el Sistema Nacional Integrado de Salud (futuro de los Ser- 
vicios de Emergencia Móvil). ____________ 
5. Solicitud de audiencia remitida por la Directora Repre- 
sentante del Sector Empresarial del Banco de Previsión 
Social contadora Ma. Elvira Domínguez Alonso a los efec- 
tos de tratar aspectos vinculados al Sistema Nacional Inte- 
grado de Salud. 
6. Solicitudes de audiencia en relación con el proyecto de 
ley “Defensa del Derecho a la Salud Sexual y Reproductiva”, 
remitidos PMA 
- Mujer y Salud en Uruguay; y, ________ 
- Comisión Nacional del Seguimiento, Mujeres por Demo- 
cracia, Equidad y Ciudadanía. 
ASUNTO TRATADO. 
Carpeta N* 526/2006. Defensa del Derecho a la Salud Sexual 
y Reproductiva. 
Se consideran los siguientes artículos: ____________ 
CAPITULO - Disposiciones generales.____________ 
Artículo 14. Se vota con modificaciones: 4en 6. Afirmativa. 
Artículo 15. Se vota con modificaciones: 4en 6. Afirmativa. 
Artículo 16. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. __ 
Artículo 17. Se vota con modificaciones: 4en 6. Afirmativa. 
CAPITULOIV - De la modificación del delito de aborto. _ 
Artículo 18 sustitutivo. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. _ 
Artículo 18/2. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 
Artículo 19. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
CAPITULO V - Disposiciones finales. ______________ 
Artículo 19/1.Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Artículo 20. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 
Artículo 21. Se vota: O en 6. Negativa. _______________ 
Artículo 12 sustitutivo. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANTI- 
MIDAD. 


CAPITULO II - De la interrupción voluntaria del embarazo. 


16 de octubre de 2007 


Se reconsidera por 4 votos en 6 Senadores presentes. ___ 
Se votan los artículos 9*, 10, 11 y 13 (Capítulo II); 4 en 6. 
AÑIEMIATIVA: alte a rt 
Se designa Miembro Informante a la señora Senadora Mónica 
Xavier, quien lo hará en forma verbal. ______________ 
Los artículos votados en sesiones anteriores lo han sido 
como a continuación se detalla: 
En sesión de tres de julio del corriente año, los siguientes 
artículos o a A A A 
Artículo 1”.- Se vota: 7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Artículo 2”.- Se vota: 7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Artículo 3”.- Los señores Senadores Cid y Vaillant propo- 
nen una modificación. Se vota artículo 3? con modificacio- 
nes: 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. ___ 
Artículo 4”.-Se vota: 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. __ 
Artículo 5”.-Se vota: 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. __ 
Artículo 6”.- Los señores Senadores Cid y Ramela proponen 
modificaciones. Se vota el Artículo 6? con modificaciones: 
7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
En sesión de diez de julio del corriente año los siguientes 
artículos: 


DAD. 22201 e 
En sesión de catorce de agosto del corriente año los si- 
guientes artículos: OOO 
Artículo 9*. Se vota: 3 en 6. Empate. Negativa. 
Artículo 10.Se vota: 3en 6. Empate. Negativa. _________ 
Artículo 11. Se vota: 3 en 6. Empate. Negativa. 
Artículo 13. Se vota: 3en 6. Empate. Negativa. _________ 
El proyecto de ley sustitutivo aprobado queda redactado de 
la siguiente manera: 
“CAPITULO I- Delos Derechos Sexuales y Reproductivos. 
Artículo 1”. (Deberes del Estado).- El Estado garantizará 
condiciones para el ejercicio pleno de los derechos sexuales 
y reproductivos de toda la población. A tal efecto, promo- 
verá políticas nacionales de salud sexual y reproductiva, 
diseñará programas y organizará los servicios para desarro- 
lMarlos, de conformidad con los principios rectores y éticos 
que se establecen en los artículos siguientes. ________ 
Artículo 2”. (Principios rectores).- Los derechos sexuales y 
reproductivos son derechos humanos universales, 
intransferibles e inalienables y su protección incluye: ____ 
a) la promoción de la equidad en términos de género y de 
justicia social; O 
b) la igualdad de trato y oportunidades; _____________ 
c) la prestación de servicios con criterios de universalidad, 
calidad, eficiencia, confidencialidad, privacidad y solidari- 
dad sin discriminación alguna. ___________ 
Artículo 3”. (Principios éticos).- En materia de sexualidad 
humana se reconocerá la comunicación interpersonal pla- 
centera por sobre su función biológica vinculada a la pro- 
tección. En tal virtud, corresponde: ____________ 
a) respetar la diversidad de idiosincrasias, valores y tiem- 
pos personales de evolución; _____________ 
b) reconocer el derecho de toda persona a procurar su 
satisfacción sexual durante todo su ciclo vital según sus 
propias necesidades y preferencias, siempre que resulten 
respetados los derechos de terceros involucrados; _____ 
c) combatir las discriminaciones de orden cultural que 
impidan la toma de decisiones autónomas y en igualdad de 
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condiciones entre hombres y mujeres; ______________ 
d) combatir toda forma de violencia sexual y otras presio- 
nes de carácter físico, social, económico o cultural en el 
ejercicio de la sexualidad;________________ 
e) reconocer y promover el derecho y la obligación de 
hombres y mujeres, cualquiera sea su edad, a controlar 
responsablemente su sexualidad por los medios más ade- 
cuados y compatibles con sus convicciones. __________ 
Artículo 4”. (Objetivos generales).- Las políticas y progra- 
mas de salud sexual y reproductiva tendrán los siguientes 
objetivos generales: 
a) universalizarenel nivel primario de atención la cobertu- 
ra de salud sexual y reproductiva, fortaleciendo la 
integralidad, calidad y oportunidad de las prestaciones con 
suficiente infraestructura, capacidad y compromiso de los 
recursos humanos y sistemas de información adecuados; _ 
b) garantizar la calidad, confidencialidad y privacidad de 
las prestaciones; la formación adecuada de los recursos 
humanos de la salud tanto en aspectos técnicos y de 
información como en habilidades para la comunicación y 
trato; la incorporación de la perspectiva de género en todas 
las acciones y las condiciones para la adopción de decisio- 
nes libres por parte de los usuarios y las usuarias; ______ 
c) asegurar el respeto a los derechos sexuales y 
reproductivos de las personas institucionalizadas o en 
tratamiento asistencial, como parte de la integralidad bio- 
psico-social de la persona; ______________ 
d) capacitar a las y los docentes de los ciclos primario, 
secundario y terciario para la promoción del ejercicio de los 
derechos sexuales y reproductivos como parte de una ciu- 
dadanía plena; 
e) impulsar en la población la adopción de medidas de 
promoción de la salud y de prevención de la enfermedad y 
estimular la atención institucional de los temas prioritarios 
en salud sexual y reproductiva; _____________ 
f) promover la coordinación interinstitucional y la partici- 
pación de redes sociales y de usuarios y usuarias de los 
servicios de salud para el intercambio de información, edu- 
cación para la salud y apoyo solidario. _____________ 
Artículo 5”. (Objetivos específicos).- Son objetivos especí- 
ficos de las políticas y programas de salud sexual y 
reproductiva 
a) promover y proteger los derechos de niños, niñas, ado- 
lescentes y personas adultas en materia de información y 
servicios de salud sexual y reproductiva;_____________ 
b) prevenirla morbimortalidad materna y sus causas;_____ 
c) promover el parto humanizado garantizando la intimidad 
y privacidad; respetando el tiempo biológico y psicológico 
y las pautas culturales de la protagonista y evitando prác- 
ticas invasivas o suministro de medicación que no estén 
justificados; 
d) promover la maternidad y paternidad responsable y la 
accesibilidad a su planificación; ________________ 
e) garantizar el acceso universal a diversos métodos 
anticonceptivos seguros y confiables, que incluya la liga- 
dura tubaria y la vasectomía con consentimiento informado 
de la mujer y del hombre, respectivamente.____________ 
f) fortalecer las prestaciones de salud mental desde la 
perspectiva del ejercicio de los derechos sexuales y 
reproductivos, la prevención de la violencia física, 
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sicológica, sexual y las conductas discriminatorias. _____ 
g) prevenir y tratar las enfermedades crónico-degenerativas 
de origen génito-reproductivas;________ 
h) promover climaterios saludables desde la educación 
para la salud; OOO 
1) prevenir y reducir el daño de las infecciones de transmi- 
sion sexual ect o a ss 
Artículo 6”. (Institucionalidad y acciones).- Para el cumpli- 
miento de los objetivos generales y específicos enumera- 
dos en los artículos 4? y 5? de la presente ley, corresponde 
al Ministerio de Salud Pública: 
a) 1. dictarnormas específicas para la atención integral de 
la salud sexual y reproductiva de niños, niñas y adolescen- 
tes y capacitar los recursos humanos para los servicios 
correspondientes. 
2. Impulsar campañas de promoción del ejercicio saludable 
y responsable de los derechos sexuales y reproductivos; __ 
3. implementar acciones de vigilancia y control de la ges- 
tión sanitaria en salud sexual y reproductiva en el nivel local 
yonaciOMal 
4. desarrollar acciones de vigilancia epidemiológica de los 
eventos que afectan la salud sexual y reproductiva; ______ 
5. fortalecer el sistema de información sanitario como he- 
rramienta para conocer el desarrollo nacional de la salud 
sexual y reproductiva de lapoblación;____________ 
6. promover la investigación en salud sexual, y reproductiva 
como insumo para la toma decisiones políticas y técnicas. 
b) 1. promover la captación precoz de las embarazadas 
para el control de sus condiciones de salud; _________ 
2. dictar normas que incluyan el enfoque de derechos 
sexuales y reproductivos para el seguimiento del embarazo, 
parto, puerperio y etapa neonatal; _________________ 
3. promover la investigación y sistematización sobre las 
principales causas de mortalidad materna, incluidos los 
motivos de la decisión voluntaria de interrupción del emba- 
razo y métodos utilizados para concretarla;____________ 
4. implementar la aplicación de las normativas sanitarias 
para la protección materna frente al aborto provocado en 
condiciones de riesgo en todos los establecimientos de 
salud de todo el país. IO 
c) brindar información suficiente sobre el trabajo de parto, 
parto y post parto, de modo que la mujer pueda elegir las 
intervenciones médicas si existieren distintas alternativas. 
d) 1. promoverla participación comprometida de los hom- 
bres en la prevención de la salud de las mujeres, así como 
en la maternidad y paternidad responsables; __________ 
2. promover cambios en el sistema de salud que faciliten a 
los hombres vivir plenamente y con responsabilidad su 
sexualidad y reproducción; IO 
e) l. apoyar a las parejas y personas en el logro de sus 
metas en materia de sexualidad y reproducción, contribu- 
yendo al ejercicio del derecho a decidir el número de hijos 
y el momento oportuno para tenerlos; _______________ 
2. protocolizar la atención sanitaria en materia de 
anticoncepción e infertilidad. 
f) 1. brindar atención integral de calidad y derivación 
oportuna a las personas de cualquier edad que sufran 
violencia física, sicológica o sexual, en los términos de la 
Ley N* 17.514, de 2 de julio de 2002 y del Plan Nacional de 
Lucha contra la Violencia Doméstica y Sexual; 
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2. detectar la incidencia en la morbimortalidad materna de 
la violencia física, sicológica y sexual, a los efectos de fijar 
metas para su disminución 
3, protocolizar la atención a víctimas de violencia física, 
sicológica y sexual; OOOO 
4. incorporar ala historia clínica indicadores para detectar 
situaciones de violencia física, sicológicaosexual._______ 
g) impulsar campañas educativas de prevención de las 
enfermedades crónico degenerativas de origen génito- 
reproductivo desde la perspectiva de la salud sexual y 
reproductiva 
h) dictar normas para la atención integral de la salud de 
hombres y mujeres en la etapa del climaterio, incorporando 
la perspectiva de género y los derechos sexuales y 
reproductivos, con el objetivo de mejorar la calidad de vida 
y disminuir la morbi-mortalidad vinculada a patologías de- 
rivadas de esta etapa del ciclo vital. __________>_ 
1) 1. promover en todos los servicios de salud sexual y 
reproductiva la educación, información y orientación sobre 
los comportamientos sexuales responsables y los métodos 
eficaces de prevención de las infecciones de transmisión 
sexual en todas las etapas etáreas;_____________ 
2. proporcionar alas mujeres en edad reproductiva lainfor- 
mación y los tratamientos necesarios para evitar la transmi- 
sión de las infecciones de Transmisión Sexual (ITS) en 
situaciones de embarazo y parto; ________ 
3. impulsar campañas educativas que combatan la discri- 
minación hacia las personas que conviven con enfermeda- 
des de transmisión sexual y proteger sus derechos indivi- 
duales, incluyendo el derecho a la confidencialidad; _____ 
4. investigar y difundir los resultados sobre la incidencia 
y mecanismos de transmisión del VIH-SIDA y otras infec- 
ciones de Transmisión Sexual (ITS) en diferentes grupos 
poblacionales, incluidos los recién nacidos, con miras a 
focalizar las acciones de autocuidado específicas. ______ 
Artículo 7”. (Coordinación).- En el cumplimiento de los 
objetivos establecidos en los artículos 4” y 5? de esta ley, 
así como en la ejecución de las acciones a su cargo, el 
Ministerio de Salud Pública coordinará con las dependen- 
cias del Estado que considere pertinentes. ____________ 
Artículo 8”. (Universalidad de los servicios).- Los servicios 
de salud sexual y reproductiva en general y los de 
anticoncepción en particular, formarán parte de los progra- 
mas de salud que se brinden a la población sin que consti- 
tuyan compartimentos estancos. Dichos servicios contem- 
pla 
a) la inclusión de mujeres y varones de los diferentes 
tramos etáreos en su población objetivo; _____________ 
b) el involucramiento de los sub-sectores de salud pública 
Y Privadas o es ate o 
c) lajerarquización del primer nivel de atención; _______ 
d) la integración de equipos multidisciplinarios; _______ 
e) la articulación de redes interinstitucionales e 
intersectoriales, particularmente con el sector educativo. _ 
CAPITULO II - De la interrupción voluntaria del embarazo. 
Artículo 9”. (Derecho de la mujer).- En el ejercicio de los 
derechos sexuales y reproductivos que reconoce y protege 
la presente ley, toda mujer puede decidir la interrupción de 
su embarazo durante las primeras doce semanas de gravi- 
dez, en las condiciones que determinan los artículos si- 


16 de octubre de 2007 


AN 
Artículo 10. (Condiciones).- Para ejercer el derecho recono- 
cido en el artículo anterior, bastará que la mujer alegue ante 
el médico circunstancias derivadas de las condiciones en 
que ha sobrevenido la concepción, situaciones de penuria 
económica, sociales, familiares o etáreas, que a su criterio 
le impidan continuar con el embarazo en curso. ________ 
Artículo 11. (Derechos del médico).- El médico deberá: ___ 
a) brindar información y apoyo a la mujer respecto de la 
interrupción voluntaria del embarazo, antes y después de la 
ter venció. za 
b) informar a la mujer sobre las posibilidades de adopción 
y los programas disponibles de apoyo económico y médico 
ala maternidad; rr 
c) recoger la voluntad de la mujer de interrumpir el proceso 
de gravidez, avalada con su firma y adjuntarla a la historia 
clínica de la misma, con lo cual su consentimiento se con- 
siderará válidamente expresado; ________ 
d) dejar constancia en la historia clínica que se informó a 
la mujer, en cumplimiento de lo establecido en los literales 
a) y b) del presente artículo. 
Artículo 12. (Restricciones).- Fuera de lo establecido en el 
artículo 9” de esta ley, la interrupción de un embarazo sólo 
podrá realizarse: 
a) cuando la gravidez implique un riesgo para la vida de la 
A 
b) cuando se verifique un proceso patológico que provo- 
que malformaciones congénitas incompatibles con la vida 
extrauterina de acuerdo a los adelantos científicos del mo- 
Mentor o. Hot a Us to tao 
En todos los casos se deberá someter la decisión de inte- 
rrupción a consideración de la mujer, siempre que su salud 
Lo pea 
Asimismo se dará intervención al Comité de Bioética de la 
institución donde se realiza. 
Artículo 13. (Consentimiento especial).- En los casos de 
incapacidad declarada judicialmente, el asentimiento para 
la interrupción del embarazo lo prestará preceptivamente el 
titular de la sede judicial que decretó la interdicción, a 
solicitud del curador respectivo pudiéndose realizar en las 
mismas condiciones temporales que el artículo precedente. 
CAPITULO II - Disposiciones generales. ____________ 
Artículo 14. (Acto médico sin valor comercial).- Las inte- 
rrupciones de embarazo que se practiquen según los térmi- 
nos que establece esta ley, serán consideradas acto médico 
sin valor comercial. Todos los servicios de asistencia mé- 
dica integral, tanto públicos como privados habilitados por 
el Ministerio de Salud Pública, tendrán la obligación de 
levar a cabo este procedimiento a sus beneficiarias que lo 
soliciten, en el marco del artículo 10, siendo efectuado en 
todos los casos por médico ginecotocólogo, en las hipóte- 
sis previstas en esta ley. _____________ 
En el caso de las condiciones previstas en el artículo 12 no 
será necesaria la actuación del ginecotólogo.__________ 
Será de responsabilidad de todas las instituciones señala- 
das en este artículo, establecer las condiciones técnico- 
profesionales y administrativas necesarias para posibilitar 
alas mujeres el acceso a dichas intervenciones en los plazos 
que establece la presente ley. 
Artículo 15. (Objeción de conciencia).- Aquellos médicos o 
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miembros del equipo quirúrgico que tengan objeciones de 
conciencia para intervenir en los actos médicos a que hace 
referencia la presente ley, podrán hacerlo saber a las auto- 
ridades de las instituciones a las que pertenezcan dentro de 
los treinta días contados a partir de la promulgación de la 
misma. Quienes ingresen posteriormente, deberán manifes- 
tar su objeción en el momento en que comiencen a prestar 
SAO A A a e 
Los profesionales y técnicos que no hayan expresado ob- 
jeción, no deberán negarse aefectuar las intervenciones. __ 
Lo dispuesto en el presente artículo no es de aplicación en 
los casos graves y urgentes en los cuales la intervención es 
Indispensable. 
Artículo 16. (Reserva).- El médico que intervenga en un 
aborto o sus complicaciones, deberá dar cuenta del hecho, 
sin revelación de nombres, al sistema estadístico del Minis- 
terio de Salud Pública. 
Artículo 17. (Alcance).- Sólo podrán ampararse en las dis- 
posiciones contenidas en esta ley los habitantes de la 
República que acrediten fehacientemente su residencia 
habitual en su territorio durante un período no inferior a 42 
AMA 
CAPITULOTIV - De la modificación del delito de aborto ___ 
Artículo 18.- Sustitúyense los artículos 325 y 325 bis del 
Capítulo IV, Título XII, del Libro II del Código Penal, 
promulgado por Ley N* 9.155, de 4 de diciembre de 1933 y 
modificado por la Ley N* 9.763, de 24 de enero de 1938, por 
los siguientes: 
“ARTICULO 325. (Delito de aborto).- La mujer que causare 
la interrupción del proceso fisiológico de su gravidez, o lo 
consintiera, fuera de las circunstancias, plazos y condicio- 
nes autorizadas en la ley, será castigada con pena de tres a 
nueve meses de prisión. 
Artículo 325 bis. (Colaboración en el aborto con consenti- 
miento de la mujer).- El que colabore en la interrupción del 
proceso fisiológico de la gravidez, con consentimiento de 
la mujer, fuera de las circunstancias, plazos y condiciones 
autorizadas en la ley, será castigado con seis a veinticuatro 
meses de prisión". 
Artículo 18/2.- Elimínase el numeral 5? del artículo 328 del 
Código Penal, promulgado por Ley N* 9.155, de 4 de diciem- 
bre de 1933 y modificado por la Ley N* 9.763, de 24 de enero 
de 19387. 222 20 e a 
Artículo 19.- Sustitúyese el artículo 2? de la Ley N* 9.763, de 
24 de enero de 1938, por el siguiente: _______________ 
“ARTICULO 2”.- (Procedimiento).- Cuando se denunciare 
un delito de aborto, el Juez competente procederá en forma 
sumaria y verbal a la averiguación de los hechos, consig- 
nando el resultado en acta. Si de las indagaciones practica- 
das, se llegara a la conclusión de que no existe prueba o de 
que el hecho es lícito, mandará clausurar los procedimien- 
tos, observándose los trámites ordinarios”. 
CAPITULO V - Disposiciones finales______________ 
Artículo 19/1.- Incorpórase al Código de la Niñez y la 
Adolescencia el siguiente artículo: ________________ 
“ARTICULO 11 bis. (Información y acceso alos servicios 
de salud).- Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a 
la información y acceso a los servicios de salud, inclusive 
los referidos a la salud sexual y reproductiva, debiendo los 
profesionales actuantes respetar la confidencialidad de la 
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consulta y ofrecerle las mejores formas de atención y trata- 
miento cuando corresponda. 
De acuerdo a la edad del niño, niña o adolescente se 
fomentará que las decisiones sobre métodos de prevención 
de la salud sexual u otros tratamientos médicos que pudie- 
ran corresponder, se adopten en concurrencia con sus 
padres u otros referentes adultos de su confianza, debiendo 
respetarse en todo caso la autonomía progresiva de los 
adolescentes. 
En caso de existir riesgo grave para la salud del niño, niña 
o adolescente y no pudiera llegarse a un acuerdo con éste 
o con sus padres o responsables del mismo en cuanto al 
tratamiento a seguir, el profesional podrá solicitar el aval 
del Juez competente en materia de derechos vulnerados o 
amenazados de niños, niñas y adolescentes, quienes a tales 
efectos deberá recabar la opinión del niño, niña o adoles- 
cente, siempre que sea posible. _________________ 
Artículo 20. (Derogaciones).- Derogánse todas las disposi- 
ciones que se opongan a lo dispuesto en la presente ley”. 
RESOLUCIONES. 
1% Conceder las audiencias solicitadas en relación con el 
proyecto de ley de Defensa del Derecho a la Salud Sexual y 
Reproductiva el próximo martes 18, a las siguientes delega- 
ciones: 1) Cotidiano Mujer; 2) Mesa Coordinadora Nacional 
por la Vida; 3) ONG Madrinas por la Vida; 4) Mujer y Salud 
en Uruguay; y, 5) Comisión Nacional de Seguimiento, Mu- 
jeres por Democracia, Equidad y Ciudadanía. _________ 
2%) Comenzar en la sesión del día martes 25 del corriente mes 
con la consideración del proyecto de ley por el que se 
reglamenta el Consumo y la Comercialización de Tabaco. 
(Carpeta N* 846/2007 - Distribuido N* 1769/2007). _______ 
De lo actuado se procede a la toma de la versión taqui- 
gráfica cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
N* 1940/2007 y que forma parte integrante de la presente 
A A A A O 
A la hora trece y quince minutos se levanta la sesión. _____ 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Vicepresidente y el señor Secre- 
tario de la Comisión. 


Victor Vaillant 
Vicepresidente 


Alberto Martínez Paysse 
Secretario. 
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ACTA N? 87 


En Montevideo, el día dieciocho de setiembre del año dos 
mil siete, a la hora doce y cuarenta minutos, se reúne la 
Comisión de Salud Pública de la Cámara de Senadores. ___ 
Asisten las señoras Senadoras Margarita Percovich y 
Mónica Xavier y los señores Senadores Isaac Alfie, Enrique 
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Antía, Alberto Cid y Héctor Tajam._____________ 
Preside el señor Senador Eber Da Rosa, Presidente de la 
COMISIÓN: Lara ts e A 
Concurren por haber solicitado audiencia: Por la Comisión 
Nacional de Seguimiento, Mujeres por Democracia, Equi- 
dad y Ciudadanía (CNS - Mujeres) señoras Milka Sorribas 
y Lilían Abrascinkas; Por Mujer y Salud en Uruguay seño- 
ras Alejandra López y Karina Batthyány; Por Cotidiano 
Mujer señoras Lucy Garrido, Sandra Misol y Gloria 
D”Alessandro y señores Alberto Carreira y Rafael 
Sanseviero; y, Por la Mesa Coordinadora Nacional por la 
Vida señora Gabriela López y Licenciado en Filosofía Néstor 
Martínez y Docente de Bioética Eliomar Carrara. __________ 
Actúan en Secretaria el señor Secretario Alberto Martínez 
Payssé y la señora Susana Rodríguez. 
ASUNTOS ENTRADOS. 
1) Nota remitida por la Coordinadora de Jubilados y Pen- 
sionistas del Uruguay Adherida al PIT-CNT, solicitando 
audiencia en relación con el Sistema Nacional Integrado de 
Saldo e as o ti 
2) E-mail remitido por el Presidente del Sindicato Médico 
del Uruguay solicitando audiencia relacionada con el proyecto 
de ley “Tabaco. Se regula su consumo y comercialización”. 
3) Nota remitida por el Presidente del Senado adjuntando 
solicitud de audiencia remitida por el Presidente del Sindi- 
cato Médico del Uruguay. OI 
4) Nota remitida por la Junta Departamental de Paysandú 
adjuntando copia de las palabras pronunciadas por el Edil 
Téc. Agrop. Carlos Oyanarte relacionadas con la situación 
de la salud en Villa Tambores. ___ 
5) Nota remitida por el señor Presidente del Senado adjun- 
tando copia de la exposición realizada por el señor Edil 
Sergio Núñez Moraes sobre el proyecto de ley “Salud 
Sexual y Reproductiva”. 
6) Invitación remitida por PROCARDIAS al Acto de la 
Semana del Corazón a llevarse acabo el día 29 de setiembre 
a la hora 14:00, en la calle Durazno 2025. 
ASUNTO TRATADO. 
Carpeta N* 526/2006. Defensa del Derecho a la Salud Sexual 
y Reproductiva. 
El señor Senador Cid realiza un planteo relacionado con la 
reconsideración y posterior votación del Capítulo II del 
proyecto de ley a estudio en la sesión del pasado martes 
once del corriente mes. rr 
El señor Senador Antía propone se reconsidere el mencio- 
nado Capítulo IT. Se vota la reconsideración: 6en 6. Afirma- 
tiva. Unanimidad. rr 
Capítulo II - De la interrupción voluntaria del embarazo. __ 
Se votan los artículos 9*, 10, 11, 12 y 13 (Capítulo Il): 2 en 
07. NegatiVarooo in te rt tt e tn 
El proyecto de ley sustitutivo aprobado queda redactado de 
la siguiente manera: 
“CAPITULO I- Delos Derechos Sexuales y Reproductivos. 
Artículo 1”. (Deberes del Estado).- El Estado garantizará 
condiciones para el ejercicio pleno de los derechos sexuales 
y reproductivos de toda la población. A tal efecto, promo- 
verá políticas nacionales de salud sexual y reproductiva, 
diseñará programas y organizará los servicios para desarro- 
llarlos, de conformidad con los principios rectores y éticos 
que se establecen en los artículos siguientes. 
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Artículo 2”. (Principios rectores).- Los derechos sexuales y 
reproductivos son derechos humanos universales, 
intransferibles e inalienables y su protección incluye: ____ 
a) la promoción de la equidad en términos de género y de 
justicia social;________ OOOO 
b) la igualdad de trato y oportunidades; _____________ 
c) la prestación de servicios con criterios de universalidad, 
calidad, eficiencia, confidencialidad, privacidad y solidari- 
dad sin discriminación alguna. __________ 
Artículo 3”. (Principios éticos).- En materia de sexualidad 
humana se reconocerá la comunicación interpersonal pla- 
centera por sobre su función biológica vinculada a la pro- 
creación. En tal virtud, corresponde: ________ 
a) respetar la diversidad de idiosincrasias, valores y tiem- 
pos personales de evolución; _____________ 
b) reconocer el derecho de toda persona a procurar su 
satisfacción sexual durante todo su ciclo vital según sus 
propias necesidades y preferencias, siempre que resulten 
respetados los derechos de terceros involucrados; ______ 
c) combatir las discriminaciones de orden cultural que 
impidan la toma de decisiones autónomas y en igualdad de 
condiciones entre hombres y mujeres;______________ 
d) combatir toda forma de violencia sexual y otras presio- 
nes de carácter físico, social, económico o cultural en el 
ejercicio de la sexualidad; ________________ 
e) reconocer y promover el derecho y la obligación de 
hombres y mujeres, cualquiera sea su edad, a controlar 
responsablemente su sexualidad por los medios más ade- 
cuados y compatibles con sus convicciones. _________ 
Artículo 4”. (Objetivos generales).- Las políticas y progra- 
mas de salud sexual y reproductiva tendrán los siguientes 
objetivos generales: 
a) universalizar en el nivel primario de atención la cobertu- 
ra de salud sexual y reproductiva, fortaleciendo la 
integralidad, calidad y oportunidad de las prestaciones con 
suficiente infraestructura, capacidad y compromiso de los 
recursos humanos y sistemas de información adecuados; 
b) garantizar la calidad, confidencialidad y privacidad de 
las prestaciones; la formación adecuada de los recursos 
humanos de la salud tanto en aspectos técnicos y de 
información como en habilidades para la comunicación y 
trato; la incorporación de la perspectiva de género en todas 
las acciones y las condiciones para la adopción de decisio- 
nes libres por parte de los usuarios y las usuarias; _____ 
c) asegurar el respeto de los derechos sexuales y 
reproductivos de las personas institucionalizadas o en 
tratamiento asistencial, como parte de la integralidad bio- 
psico-social de la persona; _________________ 

d) capacitar a las y los docentes de los ciclos primario, 
secundario y terciario para la promoción del ejercicio de los 
derechos sexuales y reproductivos como parte de una ciu- 
dadanía plena; 
e) impulsar en la población la adopción de medidas de 
promoción de la salud y de prevención de la enfermedad y 
estimular la atención institucional de los temas prioritarios 
en salud sexual y reproductiva; _____________ 
f) promover la coordinación interinstitucional y la partici- 
pación de redes sociales y de usuarios y usuarias de los 
servicios de salud para el intercambio de información, edu- 
cación para la salud y apoyo solidario. __ 
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Artículo 5”. (Objetivos específicos).- Son objetivos especí- 
ficos de las políticas y programas de salud sexual y 
reproductiva 
a) promover y proteger los derechos de niños, niñas, ado- 
lescentes y personas adultas en materia de información y 
servicio de salud sexual y reproductiva;______________ 
b) prevenirla morbimortalidad materna y sus causas;_____ 
c) promover el parto humanizado garantizando la intimidad 
y privacidad; respetando el tiempo biológico y psicológico 
y las pautas culturales de la protagonista y evitando prác- 
ticas invasivas o suministro de medicación que no estén 
justificados; 
d) promover la maternidad y paternidad responsable y la 
accesibilidad a su planificación; 
e) garantizar el acceso universal a diversos métodos 
anticonceptivos seguros y confiables, que incluya la liga- 
dura tubaria y la vasectomía con consentimiento informado 
de la mujer y del hombre, respectivamente;____________ 
f) fortalecer las prestaciones de salud mental desde la 
perspectiva del ejercicio de los derechos sexuales y 
reproductivos, la prevención de la violencia física, 
sicológica, sexual y las conductas discriminatorias;_______ 
g) prevenir y tratar las enfermedades crónico-degenerativas 
de origen génito-reproductivas;________ 
h) promover climaterios saludables desde la educación 
para la salud; 
1) prevenir y reducir el daño de las infecciones de transmi- 
SIÓN: SEXUAL. 222 o e 
Artículo 6”. (Institucionalidad y acciones).- Para el cumpli- 
miento de los objetivos generales y específicos enumera- 
dos en los artículos 4? y 5? de la presente ley, corresponde 
al Ministerio de Salud Pública: 
a) l. dictarnormas específicas para la atención integral de 
la salud sexual y reproductiva de niños, niñas y adolescen- 
tes y capacitar los recursos humanos para los servicios 
correspondientes. 
2. impulsar campañas de promoción del ejercicio saludable 
y responsable de los derechos sexuales y reproductivos; _ 
3. implementar acciones de vigilancia y control de la ges- 
tión sanitaria en salud sexual y reproductiva en el nivel local 
y Macia 
4. desarrollar acciones de vigilancia epidemiológica de los 
eventos que afectan la salud sexual y reproductiva; _______ 
5. fortalecer el sistema de información sanitario como he- 
rramienta para conocer el desarrollo nacional de la salud 
sexual y reproductiva de la población; ______________ 
6. promover la investigación en salud sexual, y reproductiva 
como insumo para la toma de decisiones políticas y técnicas. 
b) 1. promover la captación precoz de las embarazadas 
para el control de sus condiciones de salud; __________ 
2. dictar normas que incluyan el enfoque de derechos 
sexuales y reproductivos para el seguimiento del embarazo, 
parto, puerperio y etapa neonatal; _________________ 
3. promover la investigación y sistematización sobre las 
principales causas de mortalidad materna, incluidos los 
motivos de la decisión voluntaria de interrupción del emba- 
razo y métodos utilizados para concretarla;____________ 
4. implementar la aplicación de las normativas sanitarias 
para la protección materna frente al aborto provocado en 
condiciones de riesgo en todos los establecimientos de 
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salud de todo el país. OOO 
c) brindar información suficiente sobre el trabajo de parto, 
parto y post parto, de modo que la mujer pueda elegir las 
intervenciones médicas si existieren distintas alternativas. 
d) 1. promoverla participación comprometida de los hom- 
bres en la prevención de la salud de las mujeres, así como 
en la maternidad y paternidad responsables;___________ 
2. promover cambios en el sistema de salud que faciliten a 
los hombres vivir plenamente y con responsabilidad su 
sexualidad y reproducción; IO 
e) l. apoyar a las parejas y personas en el logro de sus 
metas en materia de sexualidad y reproducción, contribu- 
yendo al ejercicio del derecho a decidir el número de hijos 
y el momento oportuno para tenerlos; ______________ 
2. protocolizar la atención sanitaria en materia de 
anticoncepción e infertilidad.________________ 
f) 1. brindar atención integral de calidad y derivación 
oportuna a las personas de cualquier edad que sufran 
violencia física, sicológica o sexual, en los términos de la 
Ley N* 17.514, de 2 de julio de 2002 y del Plan Nacional de 
Lucha contra la Violencia Doméstica y Sexual;_________ 
2. detectar la incidencia en la morbimortalidad materna de 
la violencia física, sicológica y sexual, a los efectos de fijar 
metas para su disminución; 
3. protocolizar la atención a víctimas de violencia física, 
sicológica y sexual; OOO 
4. incorporar ala historia clínica indicadores para detectar 
situaciones de violencia física, sicológica o sexual. ______ 
g) impulsar campañas educativas de prevención de las 
enfermedades crónico degenerativas de origen génito- 
reproductivo desde la perspectiva de la salud sexual y 
reproductiva 
h) dictar normas para la atención integral de la salud de 
hombres y mujeres en la etapa del climaterio, incorporando 
la perspectiva de género y los derechos sexuales y 
reproductivos, con el objetivo de mejorar la calidad de vida 
y disminuir la morbi-mortalidad vinculada a patologías de- 
rivadas de esta etapa del ciclo vital. __________>_ 
1) 1. promover en todos los servicios de salud sexual y 
reproductiva la educación, información y orientación sobre 
los comportamientos sexuales responsables y los métodos 
eficaces de prevención de las infecciones de transmisión 
sexual en todas las etapas etáreas; ______________ 
2. proporcionar alas mujeres en edad reproductiva la infor- 
mación y los tratamientos necesarios para evitar la transmi- 
sión de las Infecciones de Transmisión Sexual (ITS) en 
situaciones de embarazo y parto; _________ 
3. impulsar campañas educativas que combatan la discri- 
minación hacia las personas que conviven con enfermeda- 
des de transmisión sexual y proteger sus derechos indivi- 
duales, incluyendo el derecho ala confidencialidad; _____ 
4. investigar y difundir los resultados sobre la incidencia 
y mecanismos de transmisión del VIH-SIDA y otras Infec- 
ciones de Transmisión Sexual (ITS) en diferentes grupos 
poblacionales, incluidos los recién nacidos, con miras a 
focalizar las acciones de autocuidado específicas. _______ 
Artículo 7”. (Coordinación).- En el cumplimiento de los 
objetivos establecidos en los artículos 4” y 5? de esta ley, 
así como en la ejecución de las acciones a su cargo, el 
Ministerio de Salud Pública coordinará con las dependen- 
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cias del Estado que considere pertinentes. ____________ 
Artículo 8”. (Universalidad de los servicios).- Los servicios 
de salud sexual y reproductiva en general y los de 
anticoncepción en particular, formarán parte de los progra- 
mas de salud que se brinden a la población sin que consti- 
tuyan comportamientos estancos. Dichos servicios con- 
templaráa: 
a) la inclusión de mujeres y varones de los diferentes 
tramos etáreos en su población objetivo; ____________ 
b) el involucramiento de los sub-sectores de salud pública 
YOPLVAda A A A A e 
c) lajerarquización del primer nivel de atención; 
d) la integración de equipos multidisciplinarios; _______ 
e) la articulación de redes interinstitucionales e 
intersectoriales, particularmente con el sector educativo. _ 
CAPITULO Il - Disposiciones generales ____________ 
Artículo 9”. (Acto médico sin valor comercial).- Las inte- 
rrupciones de embarazo que se practiquen según los térmi- 
nos que establece esta ley, serán consideradas acto médico 
sin valor comercial. Todos los servicios de asistencia mé- 
dica integral, tanto públicos como privados habilitados por 
el Ministerio de Salud Pública, tendrán la obligación de 
llevar a cabo este procedimiento a sus beneficiarias que lo 
soliciten, siendo efectuado en todos los casos por médico 
ginecotológo, en las hipótesis previstas en esta ley. _____ 
Será de responsabilidad de todas las instituciones señala- 
das en este artículo, establecer las condiciones técnico- 
profesionales y administrativas necesarias para posibilitar 
alas mujeres el acceso a dichas intervenciones en los plazos 
que establece la presente ley. ______________ 
Artículo 10. (Objeción de conciencia).- Aquellos médicos o 
miembros del equipo quirúrgico que tengan objeciones de 
conciencia para intervenir en los actos médicos a que hace 
referencia la presente ley, podrán hacerlo saber a las auto- 
ridades de las instituciones a las que pertenezcan dentro de 
los treinta días contados a partir de la promulgación de la 
misma. Quienes ingresen posteriormente, deberán manifes- 
tar su objeción en el momento en que comiencen a prestar 
servi. 
Los profesionales y técnicos que no hayan expresado ob- 
jeción, no deberán negarse a efectuar las intervenciones. _ 
Lo dispuesto en el presente artículo no es de aplicación en 
los casos graves y urgentes en los cuales la intervención es 
indispensable. 
Artículo 11. (Reserva).- El médico que intervenga en un 
aborto o sus complicaciones, deberá dar cuenta del hecho, 
sinrevelación de nombres, al sistema estadístico del Minis- 
terio de Salud Pública. 
Artículo 12. (Alcance).- Sólo podrán ampararse en las dis- 
posiciones contenidas en esta ley los habitantes de la 
República que acrediten fehacientemente su residencia 
habitual en su territorio durante un período no inferior a 42 
Smart e da 
CAPITULO II - De la modificación del delito de aborto ___ 
Artículo 13.- Sustitúyense los artículos 325 y 325 bis del 
Capítulo IV, Título XII, del Libro ll del Código Penal, 
promulgado por Ley N* 9.155, de 4 de diciembre de 1933 y 
modificado por la Ley N* 9.763, de 24 de enero de 1938, por 
los siguientes: 
“ARTICULO 325. (Delito de aborto).- La mujer que causare 
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la interrupción del proceso fisiológico de su gravidez, o lo 
consintiera, fuera de las circuntancias, plazos y condicio- 
nes autorizadas en la ley, será castigada con pena de tres a 
nueve meses de prisión. 
Artículo 325 bis. (Colaboración en el aborto con consenti- 
miento de la mujer).- El que colabore en la interrupción del 
proceso fisiológico de la gravidez, con consentimiento de 
la mujer, fuera de las circunstancias, plazos y condiciones 
autorizadas en la ley, será castigado con seis a veinticuatro 
meses de prisión. 
Artículo 14.- Elimínase el numeral 5” del artículo 328 del 
Código Penal, promulgado por Ley N? 9,155, de 4 de diciem- 
bre de 1933 y modificado por la Ley N* 9.763, de 24 de enero 
de 190387 orstuVeddo ri y A 
Artículo 15.- Sustitúyese el artículo 2? de la Ley N* 9.763, de 
24 de enero de 1938, por el siguiente: ________________ 
“ARTICULO 2”.- (Procedimiento).- Cuando se denunciare 
un delito de aborto, el Juez competente procederá en forma 
sumaria y verbal a la averiguación de los hechos, consig- 
nando el resultado en acta. Si de las indagaciones practica- 
das, se llegara a la conclusión de que no existe prueba o de 
que el hecho es lícito, mandará clausurar los procedimien- 
tos, observándose los trámites ordinarios”. 
CAPITULO IV - Disposiciones finales______________ 
Artículo 16.- Incorpórase al Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia el siguiente artículo: 
“ARTICULO 11 bis. (Información y acceso a los servicios 
de salud).- Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a 
la información y acceso a los servicios de salud, inclusive 
los referidos a la salud sexual y reproductiva, debiendo los 
profesionales actuantes respetar la confidencialidad de la 
consulta y ofrecerle las mejores formas de atención y trata- 
miento cuando corresponda. 
De acuerdo a la edad del niño, niña o adolescente se 
fomentará que las decisiones sobre métodos de prevención 
de la salud sexual u otros tratamientos médicos que pudie- 
ran corresponder, se adopten en concurrencia con sus 
padres u otros referentes adultos de su confianza, debiendo 
respetarse en todo caso la autonomía progresiva de los 
adolescentes. aer A A 
En caso de existir riesgo grave para la salud del niño, niña 
o adolescente y no pudiera llegarse a un acuerdo con éste 
o con sus padres o responsables del mismo en cuanto al 
tratamiento a seguir, el profesional podrá solicitar el aval 
del Juez competente en materia de derechos vulnerados o 
amenazados de niños, niñas y adolescentes, quienes a tales 
efectos deberá recabar la opinión del niño, niña o adoles- 
cente, siempre que sea posible. ___________________ 
Artículo 17. (Derogaciones).- Derogánse todas las disposi- 
ciones que se opongan a lo dispuesto en la prsente ley. __ 
A continuación el señor Presidente les da la bienvenida a 
los señores representantes de las delegaciones que han 
solicitado audiencia en relación con el proyecto de ley a 
estudio y les concede el uso de la palabra. ____________ 
De lo actuado se procede a la toma de la versión taqui- 
gráfica cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
N* 1961/2007 y que forma parte integrante de la presente 
Acta. 


1% Considerar como único punto del Orden del Día de la 
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próxima sesión la Carpeta N” 526/2006. DEFENSA DEL 
DERECHO ALA SALUD SEXUAL Y REPRODUCTIVA. 29) 
Poner en conocimiento del Miembro del Directorio del BPS 
en representación de los Empresarios, de la Coordinadora 
de Jubilados y Pensionistas del Uruguay y del Sindicato 
Médico del Uruguay que el proyecto de ley por el que se 
crea el Sistema Nacional Integrado de Salud ya ha sido 
aprobado por la Comisión de Salud Pública integrada con 
Hacienda y se encuentra a consideración del Plenario de la 
Cámara de Senadores. 
A la hora catorce y cincuenta minutos se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y el señor Secretario 
de la Comisión. 


Eber Da Rosa 
Presidente 


Alberto Martínez Payssé 
Secretario. 
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En Montevideo, el día veintiocho de setiembre del año dos 
mil siete, a la hora doce y cuarenta minutos, se reúne la 
Comisión de Salud Pública de la Cámara de Senadores. ____ 
Asisten las señoras Senadoras Margarita Percovich y 
Mónica Xavier y los señores Senadores Isaac Alfie, Enrique 
Antía, Alberto Cid y Víctor Vaillant._____________ 
Falta con aviso el señor Senador Eber Da Rosa, quien remite 
nota justificando su inasistencia. ___________ 
Preside el señor Secretario Victor Vaillant, Vicepresidente 
de la Comisión. rr 
Actúa en Secretaria el señor Secretario Alberto Martínez 
Payssé y la señora Susana Rodríguez. 
ASUNTOS ENTRADOS. 
1) Carpeta N”* 925/2007. DOCTOR JUAN JOSE 
CROTTOGINI. Se designa con su nombre al actual Hospital 
Español. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes. Distribuido N* 1967/2007. 
2) Nota remitida por la Asamblea de Padres de Niños ampa- 
rados en la Circular N* 28 del Banco de Previsión Social 
exponiendo la situación por la que atraviesan al entrar en 
vigencia el FONASA y que el BPS sólo les ha concedido una 
prórroga en los beneficios que tenían en diferentes trata- 
mientos específicos hasta el 31 de diciembre del corriente 
AMO A A A A A 
3) Invitación remitida por las autoridades del Hospital de 
Clínicas para la Semana Académica a llevarse a cabo del 24 
al 28 de setiembre del corriente año... 
ASUNTOS TRATADOS. 


Carpeta N* 925/2007. DOCTOR JUAN JOSE CROTTOGINI. 
Se designa con su nombre al actual Hospital Español. 
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Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
Distribuido N* 1967/2007. 
En consideración. La señora Senadora Xavier propone se 
curse invitación a los familiares, a las autoridades del 
Ministerio de Salud Pública y al Sindicato Médico del 
Uruguay a los efectos de concurrir el día diecisiete de 
octubre en que se considerará el mencionado proyecto de 
ley en el Plenario de la Cámara de Senadores. _________ 
Se vota: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa 
Miembro Informante a la señora Senadora Xavier, quien lo 
hará en forma escrita. 
Carpeta N* 526/2006. Defensa del Derecho a la Salud Sexual 
y Reproductiva. 
La Comisión aprueba un proyecto de ley sustitutivo cuya 
votación figura en las Actas Nos. 86 y 87 y el texto del 
mencionado proyecto en el Acta N” 87, de diecinueve de 
setiembre próximo pasado. 
Se designa Miembro Informante en mayoría a la señora Sena- 
dora Margarita Percovich, quien lo hará en forma escrita. Se 
consultará al señor Senador Eber Da Rosa, ausente en el día de 
hoy, quien había expresado la voluntad de informar el mismo. 
Asimismo, la Comisión en minoría acuerda elevar al Plenario 
su informe, con otra propuesta del proyecto de ley, el que 
será informado por la señora Senadora Mónica Xavier. __ 
RESOLUCIONES. 


19) Invitar al Directorio del Banco de Previsión Social para la 
próxima sesión a efectos de informar a esta Asesora sobre los 
alcances de la Circular N” 28 de ese organismo y los diferentes 
baremos aplicados en oportunidad de otorgar pasividades; 
2%) Considerar como segundo punto del Orden del Día de la 
próxima sesión el proyecto de ley por el que se reglamenta 
el consumo y la comercialización del Tabaco. (Carpeta 
N* 846/2007 - Distribuido N* 1769/2007), y,__________ 
3%) A solicitud del señor Senador Cid se invitará para una 
próxima sesión a los integrantes de PROA Uruguay (Pro- 
yecto tecnológico de industrialización del látex). _______ 
De lo actuado se procede a la toma de la versión taquigráfica 
cuyacopia dactilografiada luce en el Distribuido N* 1980/2007 
y que forma parte integrante de la presente Acta. ___ 
A la hora trece y cinco minutos se levanta la sesión. ____ 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Vicepresidente y el señor Secre- 
tario de la Comisión. 


Víctor Vaillant 
Vicepresidente 
Alberto Martínez Payssé 
Secretario. 
DISPOSICIONES CITADAS 


LEY N* 17.514, DE 2 DE JULIO DE 2002 


CAPITULO I- DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1?.- Decláranse de interés general las activida- 
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des orientadas a la prevención, detección temprana, aten- 
ción y erradicación de la violencia doméstica. Las disposi- 
ciones de la presente ley son de orden público. 


Artículo 2”.- Constituye violencia doméstica toda ac- 
ción u omisión, directa o indirecta, que por cualquier medio 
menoscabe, limitando ilegítimamente el libre ejercicio o 
goce de los derechos humanos de una persona, causada por 
otra con la cual tenga o haya tenido una relación de noviaz- 
go o con la cual tenga o haya tenido una relación afectiva 
basada en la cohabitación y originada por parentesco, por 
matrimonio o por unión de hecho. 


Artículo 3”.- Son manifestaciones de violencia domés- 
tica, constituyan o no delito: 


A) Violencia física. Acción, omisión o patrón de con- 
ducta que dañe la integridad corporal de una perso- 
na. 


B) Violencia psicológica o emocional. Toda acción u 
omisión dirigida a perturbar, degradar o controlar la 
conducta, el comportamiento, las creencias o las 
decisiones de una persona, mediante la humillación, 
intimidación, aislamiento o cualquier otro medio que 
afecte la estabilidad psicológica o emocional. 


C) Violencia sexual. Toda acción que imponga o induzca 
comportamientos sexuales a una persona mediante el 
uso de: fuerza, intimidación, coerción, manipulación, 
amenaza o cualquier otro medio que anule o limite la 
libertad sexual. 


D) Violencia patrimonial. Toda acción u omisión que 
con ilegitimidad manifiesta implique daño, pérdida, 
transformación, sustracción, destrucción, distrac- 
ción, ocultamiento o retención de bienes, instrumen- 
tos de trabajo, documentos o recursos económicos, 
destinada a coaccionar la autodeterminación de otra 
persona. 


CAPITULO HU - JURISDICCION Y COMPETENCIA 


Artículo 4?.- Los Juzgados con competencia en materia 
de familia, entenderán también en cuestiones no penales de 
violencia doméstica y en las cuestiones personales o patri- 
moniales que se deriven de ella. 


Artículo 5”.- Los Juzgados y Fiscalías con competencia 
en materia de familia serán competentes, asimismo, para 
atender situaciones de urgencia en violencia doméstica. 


A tal efecto, la Suprema Corte de Justicia y el Ministerio 
de Educación y Cultura, a propuesta de la Fiscalía de Corte, 
determinarán, en su caso, el régimen de turnos para atender, 
en horas y días hábiles e inhábiles, todos los asuntos que 
requieran su intervención conforme a esta ley. 
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Artículo 6*.- Los Juzgados de Paz, en el interior de la 
República, cualquiera sea su categoría, tendrán competen- 
cia de urgencia para entender en materia de violencia do- 
méstica, pudiendo disponer de forma provisoria las medidas 
pertinentes establecidas en esta ley para la protección de 
presuntas víctimas, debiendo elevar los asuntos al Juzgado 
Letrado de Primera Instancia correspondiente, necesaria- 
mente dentro de las cuarenta y ocho horas de haber tomado 
conocimiento de los hechos, a cuya resolución se estará. 


Artículo 7”.- Toda actuación judicial en materia de vio- 
lencia doméstica, preceptivamente, será notificada al Fiscal 
que corresponda, desde el inicio. El mismo deberá intervenir 
en todos los asuntos relativos a las personas e intereses de 
las víctimas de violencia doméstica. 


CAPITULO III - LEGITIMACION DEL DENUNCIANTE Y 
LLAMADO A TERCEROS A JUICIO 


Artículo 8”.- Cualquier persona que tome conocimiento 
de un hecho de violencia doméstica, podrá dar noticia al 
Juez competente en la materia, quien deberá adoptar las 
medidas que estime pertinentes de acuerdo a lo previsto en 
esta ley. 


Siempre que la noticia presente verosimilitud, no le 
cabrá responsabilidad de tipo alguno a quien la hubiere 
dado. 


El Juez de oficio o a solicitud del Ministerio Público, 
podrá llamar a terceros a juicio. 


CAPITULO IV - MEDIDAS DE PROTECCION 


Artículo 9”.- En toda cuestión de violencia doméstica, 
además de las medidas previstas en el artículo 316 del 
Código General del Proceso, el Juez, de oficio, a petición de 
parte o del Ministerio Público deberá disponer todas las 
medidas tendientes a la protección de la vida, la integridad 
física o emocional de la víctima, la libertad y seguridad 
personal, así como la asistencia económica e integridad 
patrimonial del núcleo familiar. 


Artículo 10.- A esos efectos podrá adoptar las siguien- 
tes medidas, u otras análogas, para el cumplimiento de la 
finalidad cautelar: 


1) Disponer el retiro del agresor de la residencia común 
y la entrega inmediata de sus efectos personales en 
presencia del Alguacil. 


Asimismo, se labrará inventario judicial de los bienes 
muebles que se retiren y de los que permanezcan en 
el lugar, pudiéndose expedir testimonio a solicitud de 
las partes. 
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2) Disponer el reintegro al domicilio o residencia de la 
víctima que hubiere salido del mismo por razones de 
seguridad personal, en presencia del Alguacil. 


3) Prohibir, restringir o limitar la presencia del agresor 
en el domicilio o residencia, lugares de trabajo, estu- 
dio u otros que frecuente la víctima. 


4) Prohibir al agresor comunicarse, relacionarse, entre- 
vistarse o desarrollar cualquier conducta similar en 
relación con la víctima, demás personas afectadas, 
testigos o denunciantes del hecho. 


5) Incautar las armas que el agresor tuviere en su poder, 
las que permanecerán en custodia de la Sede, en la 
forma que ésta lo estime pertinente. Prohibir al agre- 
sor el uso o posesión de armas de fuego, oficiándose 
a la autoridad competente a sus efectos. 


6) Fijar una obligación alimentaria provisional a favor 
de la víctima. 


7) Disponer la asistencia obligatoria del agresor a pro- 
gramas de rehabilitación. 


8) Asimismo, si correspondiere, resolver provisoria- 
mente todo lo relativo a las pensiones alimenticias y, 
en su caso, a la guarda, tenencia y visitas. 


En caso de que el Juez decida no adoptar medida alguna, 
su resolución deberá expresar los fundamentos de tal deter- 
minación. 


Artículo 11.- En todos los casos, el Juez ordenará al 
Alguacil o a quien entienda conveniente, la supervisión de 
su cumplimiento y convocará una audiencia, en un plazo no 
mayor de diez días de adoptada la medida, a los efectos de 
su evaluación. En caso de no comparecencia, el Juez dis- 
pondrá la conducción del agresor. 


Si las medidas dispuestas no se cumplen, el Juez orde- 
nará el arresto del agresor por un plazo máximo de cuarenta 
y ocho horas, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 
21.3,374.1, 374.2 y 374.4 del Código General del Proceso. 


Una vez adoptada la medida cautelar y efectuada la 
audiencia referida, los autos deberán ser remitidos al Juzga- 
do que venía conociendo en los procesos relativos a la 
familia involucrada. 


Artículo 12.- Las medidas adoptadas tendrán el alcance 
y la duración que el Juez disponga, sin perjuicio de la 
sustanciación de la pretensión, de su modificación o cese. 


Artículo 13.- El procedimiento para la adopción de las 
medidas cautelares será el previsto por los artículos 313, 
314 y 315 del Código General del Proceso. Siempre que se 
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acredite que un derecho intrínseco al ser humano se vea 
vulnerado o amenazado, el Juez deberá, de inmediato, de- 
cretar las medidas cautelares que correspondan, en forma 
fundada. De igual manera, procederá cuando la audiencia 
previa del agresor pueda frustar el buen fin de la medida. 


Artículo 14.- En materia probatoria, serán de aplicación 
las disposiciones del Código General del Proceso, teniendo 
presente el objetivo y fin de esta ley y las disposiciones 
contenidas en los artículos siguientes. 


Artículo 15.- Una vez adoptadas las medidas cautelares 
establecidas en el artículo 10 de la presente ley, el Tribunal 
de oficio ordenará realizar un diagnóstico de situación entre 
los sujetos involucrados. El mismo será elaborado en forma 
interdisciplinaria y tendrá como objeto determinar los da- 
ños físicos o psíquicos sufridos por la víctima, evaluar la 
situación de peligro y riesgo y el entorno social. 


Este diagnóstico deberá estar a disposición del Tribunal 
al tiempo de celebración de la audiencia fijada en el artículo 
11 de esta ley. Si por las características de la situación, se 
considerarse necesaria la adopción de medidas o tratamien- 
tos médicos, psicológicos o de otra naturaleza respecto de 
alguno de los sujetos involucrados, el Tribunal podrá co- 
meter su realización a alguna de las instituciones públicas 
o privadas idóneas en la materia. 


Artículo 16.- A los efectos de dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo anterior, el Ministerio de Educación 
y Cultura, a través del Instituto Nacional de la Familia y la 
Mujer, promoverá la formación de peritos en violencia 
doméstica, con capacidad de trabajo interdisciplinario, que 
se incorporará en la órbita del Instituto Técnico Forense. 


La reglamentación correspondiente encomendará al Ins- 
tituto Nacional de Familia y la Mujer establecer los requisi- 
tos que deberán cumplir los interesados para acreditar su 
competencia pericial en el área de la violencia doméstica 
regulada por esta ley. 


Artículo 17.- La Suprema Corte de Justicia incorporará 
esta categoría de profesionales al Registro Unico de Peri- 
tos. Asimismo incorporará a este Registro a quienes acre- 
diten ante el Ministerio de Educación y Cultura -que contará 
al efecto con la colaboración de la Universidad de la Re- 
pública o Universidades autorizadas- idoneidad notoria en 
la materia al tiempo de entrada en vigencia de la presente 
ley. 


Artículo 18.- En todos los casos el principio orientador 
será prevenir la victimización secundaria, prohibiéndose la 
confrontación o comparecimiento conjunto de la víctima y 
el agresor en el caso de los niños, niñas y adolescentes 
menores de 18 años. 


En el caso de la víctima adulta que requiera dicha con- 
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frontación y se certifique que está en condiciones de rea- 
lizarla, ésta se podrá llevar a cabo. El Tribunal dispondrá la 
forma y los medios técnicos para recibir la declaración, 
haciendo aplicación de los principios de inmediación, con- 
centración y contradicción. 


Podrá en su caso, solicitar previamente al equipo 
interdisciplinario que informe si la víctima se encuentra en 
condiciones de ser interrogada en ese momento. 


Artículo 19.- Las situaciones de violencia doméstica 
deben ser evaluadas desde la perspectiva de la protección 
integral a la dignidad humana. 


Asimismo, se considerará especialmente que los hechos 
constitutivos de violencia doméstica a probar, constitu- 
yen, en general, situaciones vinculadas a la intimidad del 
hogar, cuyo conocimiento radica en el núcleo de personas 
afectadas por los actos de violencia. 


CAPITULO V - ASISTENCIA LETRADA 
OBLIGATORIA 


Artículo 20.- La Suprema Corte de Justicia deberá ga- 
rantizar la asistencia letrada obligatoria a la víctima, para lo 
cual estará facultada a celebrar convenios con entidades 
públicas o privadas especializadas en la materia. 


CAPITULO VI- COORDINACION DE ACTUACIONES 


Artículo 21.- Cuando intervenga un Juzgado con com- 
petencia en materia penal o un Juzgado con competencia en 
materia de menores en una situación de violencia domésti- 
ca, cualquiera sea la resolución que adopte, deberá remitir, 
dentro de las cuarenta y ocho horas de haber tomado 
conocimiento de los hechos, testimonio completo de las 
actuaciones y de la resolución adoptada al Juez con compe- 
tencia en materia de violencia doméstica. 


Asimismo, cuando se haya dispuesto el procesamiento 
con prisión, deberá comunicar la excarcelación o la conce- 
sión de salidas transitorias o cualquier forma de conclusión 
del proceso al Juzgado competente en materia de violencia 
doméstica, previo a su efectivización. También deberá po- 
nerlo en conocimiento de la víctima en su domicilio real y de 
su letrado en el domicilio constituido, en este último caso 
si estuviere en conocimiento de la Sede, de la forma que 
entienda más eficaz para obtener la finalidad de protección 
perseguida por esta ley. 


Del mismo modo, los Juzgados con competencia de 
urgencia en materia de violencia doméstica, comunicarán 
los hechos con apariencia delictiva que hayan llegado a su 
conocimiento, dentro de las veinticuatro horas, al Juzgado 
Penal de Turno. 
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Igual obligación se dispone para los representantes del 
Ministerio Público entre sí. 


CAPITULO VII - PREVENCION DELA VIOLENCIA 
DOMESTICA Y PROMOCION DE LA ATENCION 
INTEGRAL A LA VICTIMA 


Artículo 22.- El Estado deberá adoptar todas las medi- 
das necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la vio- 
lencia doméstica y fomentar el apoyo integral a la víctima. 


Artículo 23.- La rehabilitación y la reinserción social del 
agresor, deberán formar parte de una política que procure 
proteger a todas las personas relacionadas. La asistencia y 
el tratamiento deberán ser instrumentos de esta política. 


Artículo 24.- Créase, en la órbita del Ministerio de 
Educación y Cultura, el Consejo Nacional Consultivo de 
Lucha contra la Violencia Doméstica, que se integrará con: 


- Un representante del Ministerio de Educación y 
Cultura, que lo presidirá. 


- Unrepresentante del Ministerio del Interior. 
- Unrepresentante del Ministerio de Salud Pública. 


- Un representante del Instituto Nacional del Menor 
(INAMB). 


- Unrepresentante del Poder Judicial. 


- Unrepresentante de la Administración Nacional de 
Educación Pública (ANEP). 


- Un representante del Congreso de Intendentes. 


- Tres representantes de las organizaciones no guber- 
namentales de lucha contra la violencia doméstica. 


Los representantes de los organismos públicos deberán 
ser de las más altas jerarquías. 


Los representantes de las organizaciones no guberna- 
mentales serán designados por la Asociación Nacional de 
Organizaciones No Gubernamentales (ANONG). 


Artículo 25.- El Consejo podrá convocar en consulta a 
las sesiones a representantes de los Ministerios y organis- 
mos públicos, a personas públicas no estatales, de las 
organizaciones no gubernamentales e instituciones priva- 
das de lucha contra la violencia doméstica. 


Artículo 26.- El Consejo, cuya competencia es nacional, 
tendrá los siguientes fines: 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-53 


1. Asesorar al Poder Ejecutivo, en la materia de su 
competencia. 


2. Velar porel cumplimiento de esta ley y sureglamen- 
tación. 


3. Diseñar y organizar planes de lucha contra la violen- 
cia doméstica. 


4. Promover la coordinación e integración de las políti- 
cas sectoriales de lucha contra la violencia domésti- 
ca diseñadas por parte de las diferentes entidades 
públicas vinculadas al tema. 


5. Elaborar un informe anual acerca del cumplimiento de 
sus cometidos y sobre la situación nacional de vio- 
lencia doméstica. 


6. Ser oído preceptivamente en la elaboración de los 
informes que el Estado debe elevar en el marco de las 
Convenciones Internacionales vigentes, relaciona- 
das con los temas de violencia doméstica a que 
refiere esta ley. 


7. Opinar, arequerimiento expreso, en la elaboración de 
los proyectos de ley y programas que tengan relación 
con la violencia doméstica. 


8. Colaborar con la Suprema Corte de Justicia en la 
implementación de la asistencia letrada establecida 
en el artículo 20 de la presente ley. 


Artículo 27.- El Ministerio de Educación y Cultura pro- 
veerá la infraestructura para las reuniones del Consejo. 


Artículo 28.- El Consejo podrá crear Comisiones Depar- 
tamentales o Regionales, reglamentando su integración y 
funcionamiento. 


Artículo 29.- El Consejo dictará su reglamento interno 
de funcionamiento dentro del plazo de treinta días a partir 
de su instalación. 


En un plazo no mayor a ciento veinte días a partir de su 
instalación, el Consejo elaborará y elevará a consideración 
del Poder Ejecutivo, Ministerio de Educación y Cultura, el 
primer Plan Nacional de Lucha contra la Violencia Domés- 
tica, con un enfoque integral, orientado a la prevención, 
atención y rehabilitación de las personas involucradas, a 
efectos de lograr el uso más adecuado de los recursos 
existentes en beneficio de toda la sociedad. Dicho Plan 
Nacional propondrá acciones que procurarán el cumpli- 
miento de los siguientes objetivos: 


A) Tender al abatimiento de este tipo de violencia en 
todas sus manifestaciones, fomentando el irrestricto 
respeto a la dignidad humana, en cumplimiento de 
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todas las normas nacionales vigentes, así como de 
los compromisos asumidos por el Estado al ratificar 
las Convenciones y Tratados de Derechos Humanos. 


B) Proyectar mecanismos legales eficaces que atiendan 
al amparo a las víctimas de violencia doméstica, así 
como a la rehabilitación de los victimarios. 


C) Favorecer la especialización de todas aquellas insti- 
tuciones y operadores cuya intervención es necesa- 
ria para la prevención y erradicación de la violencia 
doméstica. 


CODIGO PENAL 


CAPITULOIV 


325. (Aborto con consentimiento de la mujer) 


La mujer que causare su aborto o lo consintiera será 


castigada con prisión, de tres a nueve meses. 


Texto incorporado por la Ley N* 9.763 Art. 1*. 


Texto anterior del CP 34: “(Aborto sin consentimiento 
de la mujer). El que causare el aborto de una mujer, 
sin su consentimiento, será castigado con dos a 


, 


ocho años de penitenciaria”. 


Ant. CP 89 Art. 341, originario del Proyecto Zanardelli 
Art. 350, con modificación de redacción conforme al 
CPI Arts. 546, inciso segundo, y 547. 


N.R. Ley N?* 9.763: “Art. 2”. Cuando se denunciare un 
delito de aborto los Jueces de Instrucción procede- 
rán en forma sumaria y verbal a la averiguación de los 
hechos, consignando el resultado en acta. Si de las 
indagaciones practicadas, llegaran a la conclusión 
de que no existe prueba o de que el hecho figura entre 
aquellos que el Juez pueda eximir totalmente de cas- 
tigo, mandarán clausurar los procedimientos siendo 
su resolución inapelable. En los demás casos se 
continuará el procedimiento, observándose los trá- 
mites ordinarios. Art. 3. El médico que intervenga en 
un aborto o en sus complicaciones, deberá dar cuen- 
ta del hecho, dentro de las cuarenta y ocho horas, sin 
revelación de nombres, al Ministerio de Salud Públi- 
ca. El Juez no podrá llegar al procesamiento de un 
médico por razón del delito de aborto sin solicitar 
previamente, informes al Ministerio de Salud Pú- 
blica, quien se expedirá luego de oír al médico refe- 
rido”. 


325 Bis. (Del aborto efectuado con la colaboración de 


un tercero con el consentimiento de la mujer) 


El que colabore en el aborto de una mujer con su consen- 


CAMARA DE SENADORES 16 de octubre 2007 


timiento con actos de participación principal o secundaria 
será castigado con seis a veinticuatro meses de prisión. 


Texto incorporado por la Ley N? 9.763 Art. 1”. 


Ant. CP 89 Art. 342 inciso primero, originario del Proyec- 
to Zanardelli Art. 351. CPT artículo 546 inciso primero, 
modificado sustancialmente. 


N.R. Ver nota al artículo 325. 


325 Ter. (Aborto sin consentimiento de la mujer) 


El que causare el aborto de una mujer, sin su consenti- 
miento, será castigado con dos a ocho años de penitencia- 
ría. 


Texto incorporado con este número por la Ley N* 9.763 
Art. 19, idéntico al texto del artículo 325 del CP 34. 


Ant. CP 89 Art. 343, originario del Proyecto Zanardelli 
Art. 352, modificado conforme al CPI Art. 543. 


N.R. Ver nota al artículo 325. 


326. (Lesión o muerte de la mujer) 


Si a consecuencia del delito previsto en el artículo 325 
(bis), sobreviniera a la mujer una lesión grave o gravísi- 
ma, la pena será de dos cinco años de penitenciaría, y siocu- 
rre la muerte, la pena será de tres a seis años de penitencia- 
ría. 


Si a consecuencia del delito previsto en el artículo 325 
(ter) sobreviniere a la mujer una lesión grave o gravísima, la 
pena será de tres años a nueve años de penitenciaría y si 
ocurriese la muerte, la pena será de cuatro a doce años de 
penitenciaría. 


Texto incorporado por la Ley N? 9.763 Art. 1*. 


Texto anterior del CP 34: “(Muerte y lesión de la 
mujer). Si a consecuencia del hecho sobreviniere a 
la mujer una lesión, la pena será de tres a nueve años 
de penitenciaría y si ocurriese la muerte, la pena 


, 


será de cuatro a doce años de penitenciaría”. 


Ant. CP 89 Arts. 342 inciso segundo y 343 inciso segun- 
do, originarios del Proyecto Zanardelli Arts. 351 a 
352,con modificaciones conforme al CPI Art. 549. 


N.R. Ver nota al artículo 325. 


327. (Circunstancias agravantes) 


Se considera agravado el delito; 
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1% Cuando se cometiera con violencia o fraude. 


2? Cuando se ejercitare sobre la mujer menor de diecio- 
cho años, o privada de razón o de sentido. 


3” Cuando se practicara por el marido o mediando alguna 
de las circunstancias previstas en el inciso 14 del artículo 
47. 


Ant. CP 89 Art. 344, originario del Proyecto Zanardelli 
Art. 353, modificado conforme al CPI Art. 546 segun- 
da parte. 


328. (Causas atenuantes y eximentes) 


1? Si el delito se cometiere para salvar el propio honor, 
el de laesposa o un pariente próximo, la pena será disminui- 
da de un tercio a la mitad, pudiendo el Juez, en el caso de 
aborto consentido, y atendidas las circunstancias del he- 
cho, eximir totalmente de castigo. El móvil de honor no 
ampara al miembro de la familia que fuera autor del embara- 
zO. 


2? Si el aborto se cometiere sin el consentimiento de la 
mujer, para eliminar el fruto de la violación, la pena será 
disminuida de un tercio a la mitad, y si se efectuare con su 
consentimiento será eximido de castigo. 


37 Si el aborto se cometiere sin el consentimiento de la 
mujer, por causas graves de salud, la pena será disminuida 
de un tercio a la mitad, y si se efectuare con su consenti- 
miento o para salvar su vida, será eximido de pena. 


4 En el caso de que el aborto se cometiere sin el 
consentimiento de la mujer por razones de angustia econó- 
mica el Juez podrá disminuir la pena de un tercio a la mitad 
y si se efectuare con su consentimiento podrá llegar hasta 
la exención de la pena. 


5” Tanto la atenuación como la exención de pena a que 
se refieren los incisos anteriores regirá sólo en los casos en 
que el aborto fuese realizado por un médico dentro de los 
tres primeros meses de la concepción. El plazo de tres meses 
no rige para el caso previsto en el inciso 3?. 


Texto incorporado por el artículo 1? de la Ley N* 9.763. 


Texto anterior del CP 34: “(Causa de honor). Si el 
delito se cometiere para salvar el propio honor, el 
de la esposa o el de un pariente próximo, la pena se 
disminuirá de un tercio a la mitad, y no se tomarán 
en cuenta las circunstancias agravantes”. 


Ant. Fórmula original. Ver antecedentes de la Ley 
N* 9.763 que recoge algunas soluciones del CP 89 
Arts. 341 inc. 2, 344 inc. 3 y 345 CPI Art. 551. 
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LEY N? 9.763, DE 28 DE ENERO DE 1938 


ABORTO 
SE MODIFICA UN CAPITULO DEL CODIGO PENAL, 
DECLARANDOLODELITO 


Artículo 1?.- Modifícase el Capítulo IV, Título XII del 
Libro II del Código Penal promulgado por la Ley N* 9.155, 
de 4 de diciembre de 1933, y declárase delito el aborto, cuya 
sanción se realizará en los términos siguientes: 


“Artículo 325. Aborto con consentimiento de la mujer. 


La mujer que causare su aborto o lo consintiera será 
castigada con prisión de tres a nueve meses. 


Artículo 325 (bis). Del aborto efectuado con la cola- 
boración de un tercero con el consentimiento de la mujer. 


El que colabore en el aborto de una mujer con su 
consentimiento por actos de participación principal o 
secundaria será castigado con seis a veinticuatro meses 
de prisión. 


Artículo 325 (Ter). Aborto sin consentimiento de la 
mujer. 


El que causare el aborto de una mujer, sin su consen- 
timiento, será castigado con dos aocho años de peniten- 
ciaría. 


Artículo 326. Lesión o muerte de la mujer. 


Si a consecuencia del delito previsto en el artículo 
325 (bis), sobreviniere a la mujer una lesión grave o 
gravísima, la pena será de dos a cinco años de peniten- 
ciaría y si ocurre la muerte, la pena será de tres a seis 
años de penitenciaría. 


Si a consecuencia del delito previsto en el artículo 
325 (Ter) sobreviniere a la mujer una lesión grave o 
gravísima, la pena será de tres a nueve años de peniten- 
ciaría y si ocurriese la muerte, la pena será de cuatro a 
doce años de penitenciaría. 


Artículo 328. Causas atenuantes y eximentes. 


Inciso 1”. Si el delito se cometiere para salvar el 
propio honor, el de la esposa o un pariente próximo, la 
pena será disminuida de un tercio de la mitad, pudiendo 
el Juez, en el caso de aborto consentido, y atendidas las 
circuntancias de hecho, eximir totalmente de castigo. El 
móvil del honor no ampara al miembro de la familia que 
fuera autor del embarazo. Inciso 2”. Si el aborto se 
cometiere sin el consentimiento de a mujer, para eliminar 
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el fruto de la violación, la pena será disminuida a un 
tercio a la mitad y si se efectuare con su consentimiento 
será eximido de castigo. Inciso 3”. Si el aborto se cometiere 
sin el consentimiento de la mujer, por causas graves de 
salud, la pena será disminuida de un tercio a la mitad y 
si se efectuare con su consentimiento o para salvar su 
vida será eximida de pena. Inciso 4”. En caso de que el 
aborto se cometiere sin el consentimiento de la mujer por 
razones de angustia económica el Juez podrá disminuir 
la pena de un tercio a la mitad y si se efectuare con su 
consentimiento podrá llegar hasta la exención de la 
pena. Inciso 5”. Tanto la atenuación como la exención de 
pena a que se refieren los incisos anteriores regirá sólo 
en los casos en que el aborto fuese realizado por un 
médico dentro de los tres primeros meses de la concep- 
ción. El plazo de tres meses no rige para el caso previsto 
en el inciso 3*. 


Artículo 2”.- Cuando se denunciare un delito de aborto, 
los Jueces de Instrucción, procederán en forma sumaria y 
verbal a la averiguación de los hechos, consignando el 
resultado en acta. Si de las indagaciones practicadas, llega- 
ran ala conclusión de que no existe prueba o de que el hecho 
figura entre aquellos que el Juez puede eximir totalmente de 
castigo, mandarán clausurar los procedimientos, siendo su 
resolución inapelable. En los demás casos se continuará el 
procedimiento, observándose los trámites ordinarios.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: sin perjuicio de 
que en el seno de la Comisión hay dos informes -uno en 
mayoría suscrito por los señores Senadores Antía, Alfie, Cid 
y quien habla, y otro en minoría suscrito por las señoras Se- 
nadoras Percovich y Xavier y el señor Senador Vaillant-, 
estamos de acuerdo -en este caso, hablo en nombre de la 
bancada del Partido Nacional- en que se comience a consi- 
derar el proyecto de ley en su totalidad, es decir, tal cual fue 
presentado, a los efectos de que queden más claras las 
posiciones sobre él. Sucede que hay temas con respecto a 
los cuales nosotros en particular estamos de acuerdo, pero 
no así con otros. En la medida en que ingresemos a la 
consideración del proyecto de ley en su conjunto, creo que 
van a quedar más claras las posiciones en cuanto a cuáles 
son aquellos aspectos con los que estamos totalmente de 
acuerdo y cuáles -me refiero al proyecto de ley tal cual fue 
presentado originalmente- aquellos con los que no coin- 
cidimos. 


Era la precisión que quería formular. 


CAMARA DE SENADORES 


16 de octubre 2007 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas al señor Senador 
porque, como sabe, siempre atiendo meticulosamente a los 
señores oradores, pero justo me hablaron cuando el señor 
Senador estaba haciendo uso de la palabra y no sé cuál fue 
su planteo concreto. Por lo tanto, le solicito tenga a bien 
reiterarlo. 


SEÑOR DA ROSA.- De acuerdo con el tratamiento del 
tema en Comisión, hay dos informes: uno de ellos, coincide 
en general con el proyecto de ley tal cual fue presentado 
-que es el informe en minoría suscrito por las señoras 
Senadoras Percovich y Xavier y el señor Senador Vaillant- 
, y el otro, en mayoría, suscrito por los señores Senadores 
Cid, Antía, Alfie y quien habla, excluye algunos aspectos 
del texto, en razón de que hemos tenido diferencias. No 
obstante ello -en este caso no hablo como Presidente de la 
Comisión, sino en nombre de la bancada del Partido Nacio- 
nal; ya hemos mantenido alguna conversación informal 
sobre este tema con la señora Senadora Xavier-, estamos de 
acuerdo en que se ingrese a considerar el proyecto de ley 
en general, tal cual fue originalmente planteado, alos efec- 
tos de que queden registradas más claramente las posicio- 
nes, tanto la de quienes coinciden totalmente con él, como 
la de quienes coincidimos con algunos aspectos pero dis- 
crepamos con otros. 


Formulo moción en ese sentido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, señor Senador. 


Lo primero que corresponde hacer es adoptar esa deci- 
sión porque, de acuerdo con el Reglamento, tendría que 
poner a consideración del Cuerpo el proyecto de ley que 
viene informado por mayoría. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada por el señor Senador Da Rosa, en el sentido de 
poner a consideración del Cuerpo el proyecto de ley tal cual 
vino originalmente a esta Cámara. 


(Se vota:) 
-27en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Da Rosa. 


SEÑOR CID.- ¿Me permite una interrupción, señor Sena- 
dor? 


SEÑOR DA ROSA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Cid. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: entiendo que la unani- 
midad de la votación clarifica la voluntad del Cuerpo, pero 
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a decir verdad no sé qué estábamos votando. Tal vez, 
estuviéramos votando el informe en mayoría elevado por la 
Comisión de Salud Pública, porque no se fundamentó el 
proyecto de ley. 


Entonces, reitero, no se entiende claramente qué es lo 
que se estaba votando. Lo digo con honestidad para que 
nos quede claro a nosotros y, sobre todo, a las personas que 
hoy están presentes en la Barra en un número significativo, 
porque si yo no lo he entendido, menos podría hacerlo 
gente que no está en la habitualidad de los trámites parla- 
mentarios. Creo que votamos en forma afirmativa -sin que 
hubiera un informe en mayoría- el proyecto de ley aprobado 
por la Comisión. Esa es mi interpretación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso fue lo que expliqué al prin- 
cipio. 


SEÑOR CID.- Entonces, me asiste más razón para pun- 
tualizarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso fue lo que la Mesa puso a 
consideración del Cuerpo, que en definitiva es el que re- 
suelve el tratamiento que se va a dar al tema. 


Hay un informe en mayoría y otro en minoría. Se va a dar 
la paradoja de que el Miembro Informante va a informar el 
proyecto en minoría -que no va a votar-, pero lo que se pone 
a consideración -para marcar las posiciones y abarcar el 
tema en todo su conjunto- es el proyecto de ley tal como 
vino al Senado. Se procederá así en el tratamiento en gene- 
ral; quizás en la discusión particular haya alguna alteración 
para hacer. Insisto en que la discusión en general está dada 
en ese sentido. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: quiero hacer una 
pequeña precisión. 


Si observamos el repartido, veremos que el proyecto de 
ley que estamos considerando es el que abarca globalmente 
la temática y que figura en la página 19. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Exactamente. 


SEÑORA XAVIER.- Queda claro que no se trata del 
proyecto de ley que originalmente llegó a esta Cámara, sino 
del que salió en minoría de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Estamos de acuerdo. 


Con esa referencia de la señora Senadora Xavier de que 
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el proyecto de ley en discusión va a ser el que figura en la 
página 19 del repartido, continúa en uso de la palabra el 
señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: la Comisión se 
abocó al estudio de este proyecto de ley de la defensa del 
derecho a la salud sexual y reproductiva, en primer lugar, 
con un criterio objetivo y buscando, por sobre todas las 
cosas, deponer preconceptos o criterios que, de alguna 
manera, pudieran significar afiliarse a tesis o a posiciones 
exclusivamente dogmáticas y, fundamentalmente, encarar 
con la racionalidad que corresponde el estudio de una 
iniciativa como esta, que ha sido presentada por un número 
importante de Legisladores en el seno del Senado de la 
República. 


En ese sentido, el marco primario que consideramos 
fundamental a tener en cuenta fueron determinadas normas 
de la Constitución de la República. El artículo 7” consagra 
el derecho a que los habitantes de la República sean prote- 
gidos en el goce de los derechos a la vida, honor, libertad, 
seguridad, trabajo y propiedad. Como se sabe, esta concep- 
ción está inspirada en la corriente doctrinaria del 
jusnaturalismo, es decir, que la norma jurídica reconoce 
derechos preexistentes de la persona humana y, por tanto, 
no los está constituyendo o creando. Repito, pues, que la 
norma dice que los habitantes de la República deben ser 
protegidos en el goce de esos derechos. 


Luego, el artículo 72 de la Constitución establece que la 
enumeración de derechos, deberes y garantías -hecha bási- 
camente en el artículo 7”, pero desarrollada a lo largo de la 
Sección II, “Derechos, Deberes y Garantías”- no excluye los 
derechos inherentes a la personalidad humana y los que 
deriven de la forma republicana de Gobierno. 


Finalmente, el artículo 44 de la Constitución de la Repú- 
blica establece: “El Estado legislará en todas las cuestiones 
relacionadas con la salud e higiene públicas, procurando el 
perfeccionamiento físico, moral y social de todos los habi- 
tantes del país. Todos los habitantes tienen el deber de 
cuidar su salud, así como de asistirse en caso de enferme- 
dad. El Estado proporcionará gratuitamente los medios de 
prevención y de asistencia tan sólo a los indigentes o 
carentes de recursos suficientes”. 


Esto es, reitero, lo que establece el artículo 44 de la 
Constitución de la República. 


En ese marco, entonces, y tal como se ha reconocido en 
conferencias internacionales, como la de Población y Desa- 
rrollo, se considera que los derechos sexuales y 
reproductivos forman parte de ese conjunto de derechos 
por los que los habitantes deben ser protegidos y el Estado 
debe garantizar las condiciones para su ejercicio; no se 
trata de que el Estado los constituya o los cree sino que, 
simplemente, reconoce la existencia de esos derechos y 
debe generar o garantizar las condiciones a los efectos de 
su ejercicio. 
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En tal sentido, en el proyecto de ley analizado en la 
Comisión, se establecen algunos aspectos básicos recono- 
cidos en el proyecto, como el de promover el respeto a la 
diversidad; promover la equidad en términos de sexo y de 
justicia social y la igualdad de trato y de oportunidades; la 
no discriminación cultural entre hombres y mujeres para 
tomar decisiones en la materia; el rechazo a la violencia, 
tanto desde el punto de vista sexual como social, económi- 
co o cultural; es decir, distintos aspectos sobre el derecho 
de hombres y mujeres, así como la obligación de controlar 
y cuidar su sexualidad en forma responsable. 


Asimismo, se proclaman algunos objetivos, unos más 
generales y otros más específicos, con los que en general 
la Comisión estuvo de acuerdo. Nos referimos, por un lado, 
a la universalización de la atención primaria de salud, la 
cobertura en materia de salud sexual y reproductiva, forta- 
leciendo infraestructuras, la calidad en la asistencia, recur- 
sos humanos, sistemas de información, etcétera. También 
se habla de la formación de recursos humanos para lograr 
una mayor aptitud técnica en el tratamiento del tema, el 
respeto a la confidencialidad que el tema merece, la habili- 
dad en el trato para con los afectados, asícomo la necesidad 
de capacitar docentes para promover el conocimiento y el 
ejercicio de esos derechos sexuales. 


Por otro lado, debemos considerar la coordinación 
interinstitucional y la participación en redes sociales y de 
usuarios a los efectos de una adecuada información, edu- 
cación y apoyo. Por lo demás, en forma específica se con- 
sagran como objetivos promover el conocimiento y la infor- 
mación en materia sexual y reproductiva, prevenir la morbi- 
mortalidad materna, tratar de promover un parto humaniza- 
do, garantizando condiciones de intimidad respeto a la 
cultura de la protagonista, lo relativo a una paternidad y 
maternidad responsables, el acceso universal a métodos 
anticonceptivos seguros y confiables y tratar de prevenir 
enfermedades crónico-degenerativas de origen 
genitorreproductivas. 


Además, se establece que el Ministerio de Salud Pública 
deberá fijar normas como ente rector en materia de salud, 
para brindar atención integral en materia de salud sexual, 
realizar campañas de educación y promoción al respecto, 
llevar adelante acciones de vigilancia y de control tanto en 
salud sexual como en materia epidemiológica, fomentar la 
participación en la prevención en materia de salud sexual y 
en el apoyo y ayuda a parejas para determinar sus objetivos 
en cuanto al número de hijos. Del mismo modo, se proyecta 
brindar atención integral a personas víctimas de la violencia 
física, psicológica y sexual, y emprender campañas de edu- 
cación, prevención, información y orientación en materia de 
comportamiento sexual y responsable, de infecciones por 
transmisión sexual, así como acciones destinadas a comba- 
tir discriminaciones respecto de personas afectadas por 
enfermedades de transmisión sexual. 


Todas estas son acciones que, en definitiva, el proyecto 
de ley consagra como prácticas concretas que el Ministerio 
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de Salud Pública deberá realizar tendientes, entre otras 
cosas, a garantizar las condiciones para ese ejercicio de los 
derechos sexuales y reproductivos. 


En tal sentido, y coherentemente con los objetivos 
perseguidos y las acciones que el proyecto de ley recomien- 
da -o establece- preceptivamente al Ministerio de Salud 
Pública, se establecen servicios en materia de salud sexual 
y reproductiva, que deberán tener algunas condiciones 
generales, tales como ser universales ahombres y mujeres, 
cualquiera sea la edad, la coordinación entre los subsectores 
público y privado en materia de salud, referidos a la materia; 
el fortalecimiento del primer nivel de atención, en particular 
en lo que tiene que ver con la atención primaria de salud, la 
integración de equipos multidisciplinarios para desarrollar 
estas acciones y la integración en redes de equipos, sobre 
todo con entidades referidas a la educación, entre otras 
cosas para cumplir el objetivo de promover el conocimiento 
y la difusión de los derechos en materia sexual que le 
corresponden como ser humano. 


Todas estas acciones y objetivos establecidos tienen 
que ver o propenden a mejorar la calidad de vida en materia 
sexual y reproductiva. Así, la vida, consagrada como dere- 
cho enel artículo 7* de la Constitución, en cuanto a que debe 
ser garantizado el ejercicio de su pleno goce, es considera- 
da en términos generales por parte de la doctrina, fuente de 
los demás derechos. Por ello, en el artículo 7” de la Carta, en 
la nómina de derechos específicamente designados, el de la 
vida está consagrado en primer lugar. 


Por otra parte, en el seno de la Comisión hemos conside- 
rado que los temas referidos a las políticas relacionadas con 
la educación sexual y con el fortalecimiento de las políticas 
de salud en esta materia, a esta altura de los tiempos que 
vivimos no pueden ser tabú. Hace rato que este tema dejó 
de serlo a nivel de las publicaciones masivas, de los medios 
de comunicación y del cine; en general, la globalización y 
la intercomunicación han intensificado en los últimos años 
ese proceso, frente al cual no podemos negar ni ignorar su 
existencia y su importancia. Es una función humana más que 
forma parte de los distintos aspectos, tanto en los derechos 
como en las obligaciones que conlleva, propios de la con- 
vivencia humana. 


Esa misma concepción y visión son las que nos llevan a 
quienes no hemos acompañado algunos artículos de ese 
proyecto de ley, a discrepar con determinadas soluciones 
consagradas en él y, en particular, con el Capítulo II, que se 
refiere concretamente a la llamada despenalización del abor- 
to. 


Hemos marcado nuestra discrepancia con esta solución 
de la despenalización del aborto y, por tanto, hemos votado 
en contra de esa solución en el seno de la Comisión, en 
primer lugar porque consideramos que las causales que se 
consagran en el artículo referido a ella son demasiado 
genéricas. Se habla de que puede realizarse por causas 
económicas, sociales, familiares o etarias. Cualquiera de 
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estos conceptos es muy amplio. Por ejemplo, se habla de 
causas económicas y, a este respecto, nuestro Código 
Penal -en la modificación que sufrió en 1938- consagra la 
posibilidad de que la llamada “angustia económica” de la 
madre pueda ser considerada, en caso de aborto sin consen- 
timiento, como un factor atenuante a ser tenido en cuenta 
por el Juez o, en caso de que sea con consentimiento de la 
mujer, pueda ser un factor de exención de pena, esto es, que 
el Juez no aplique la pena correspondiente. 


Por otra parte, consideramos que esas causales son 
extremadamente subjetivas, pues la norma proyectada ex- 
presa: “a sujuicio”. Esta expresión -que subrayo y la coloco 
entre comillas- denota claramente la subjetividad que tiene 
el criterio, en el sentido de que la madre considere que a su 
juicio esas causales le impiden seguir con el embarazo. En 
esta materia está en juego el derecho a la vida que, creemos, 
no es cualquier derecho, sino el primer escalón, la fuente 
misma de la existencia humana. Por tanto, consideramos que 
ocupa un lugar en materia de valores superiores, por encima 
de los pragmatismos orealismos, con la mejor intención con 
la que quieran ser consagrados o reconocidos en nombre de 
la realidad y de hechos que puedan estar ocurriendo dentro 
de una sociedad. 


En nuestra posición gravita también el hecho de que, 
aun aceptando razones pragmáticas o de hecho, nuestro 
Código Penal -concretamente, desde la Ley N* 9.763, de 
1938-, para el caso de que el aborto se realice sin consen- 
timiento de la mujer, consagra atenuantes a la aplicación de 
la pena cuando se dan determinadas causales y, si es hecho 
con el consentimiento de la madre, permite la exención de la 
pena; es decir que el Juez, una vez considerados los motivos 
del caso, puede decidir no aplicar pena alguna. Además, 
establece concretamente que entre esas situaciones figu- 
ran las siguientes: salvar su honor, el de su esposo o 
pariente próximo, el caso de que el embarazo sea fruto de 
una violación, el caso de que existan causas graves de salud 
oel caso de angustia económica que motiven o determinen 
esa solución o esa disposición final de interrumpir el emba- 
razo. 


Incluso, en el proyecto de ley a consideración se modi- 
fica y actualiza algún concepto en la materia respecto a lo 
que está establecido en el Código Penal, por cuanto en el 
numeral 1) del artículo 328 se utiliza la expresión “en estado 
de intensa conmoción emocional”, en lugar de hablar del 
móvil del honor. Este criterio fue compartido por la Comi- 
sión, en el sentido de que esta interpretación de la dispo- 
sición es más adecuada alos tiempos que vivimos que aquel 
concepto que manejaba el Código Penal y la legislación en 
1938. 


Hemos manifestado también nuestra discrepancia con 
esta solución legislativa de la despenalización del aborto 
porque existen razones de carácter científico. Hoy en día, 
estudios científicos indican claramente que dentro de los 
tres meses o de las doce primeras semanas de la concepción, 
existen ya en el feto signos vitales claros; hay vida humana, 
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y esa vida humana significa no una mera esperanza de vida, 
sino que es vida humana comprobable científicamente y, si 
bien el feto es fisiológicamente dependiente del seno mater- 
no, tiene su individualidad vital que ha de continuar desa- 
rrollando. 


Desde el punto de vista jurídico se ha discutido en el 
campo de la doctrina sobre cuál es el concepto de vida y, 
concretamente, desde cuándo comienza el derecho a la vida 
que debe ser protegido. En el Derecho español en una época 
se sostuvo que ese derecho a la vida era solamente con el 
nacimiento; esto es, desde la separación del feto del seno 
materno. Sin embargo, esta posición ha sido cuestionada y 
se ha preguntado -por parte de quienes discrepan con ella- 
cómo se entiende el caso del feto o del bebé que nace 
muerto. 


Por su parte, en el Derecho germánico se hablaba de que 
el derecho a la vida existe a partir de los dolores del parto 
hacia la expulsión del feto. Pero también esta solución ha 
sido cuestionada y se ha preguntado qué ocurre, por ejem- 
plo, con las cesáreas, cuando no han existido dolores de 
parto. 


En el Código Civil uruguayo se consagra como solución 
el nacer viable y sobrevivir por lo menos veinticuatro horas, 
pero esto no es compartido en el campo del Derecho Penal, 
donde se considera homicidio el quitarle la vida a un ser 
deforme o a aquel que dé señales de no sobrevivir más que 
algunos minutos. De manera que esa solución tampoco ha 
logrado consenso. 


Creemos importante establecer -pues para nosotros, 
desde el punto de vista jurídico, tiene una importancia 
fundamental- el hecho de que por la Ley N* 15.737 se 
incorporara a la legislación el llamado Pacto de San José de 
Costa Rica. En él se establece concretamente que toda 
persona tiene derecho a que le respeten la vida, a ser 
protegida por la ley y que, si bien es cierto que allí se utiliza 
la expresión “en general” desde su nacimiento, esto debe 
entenderse para conciliar criterios con algunas legislacio- 
nes nacionales, como la nuestra, que consagran, en virtud 
de la reforma del Código Penal en 1938, algunas causales 
específicas y excepcionales que habilitan la no aplicación 
de penas por la interrupción del embarazo. 


En consecuencia, a nuestro juicio, el Pacto de San José 
de Costa Rica y, en particular, la Ley N* 15.737, resuelven 
la cuestión desde el punto de vista jurídico consagrando 
como solución que no se admite la generalización del aborto 
o de la interrupción del embarazo como práctica. 


También existen razones de carácter político y práctico 
que nos llevan a no votar esa solución consagrada en el 
proyecto de ley. Así, pues, se habla de la importancia de la 
promoción de la educación y de la formación en materia 
sexual y reproductiva y, en este sentido, de la inclusión y 
la universalidad en conocimiento sobre las consecuencias 
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de la sexualidad; del derecho a disponer a tener o no hijos, 
cuándo, cuántos y su separación en el tiempo; de la práctica 
de métodos anticonceptivos, entre otras cosas -según nues- 
tra manera de ver- para evitar situaciones que lleven des- 
pués al aborto como consecuencia, y de la cobertura del 
Estado a la madre soltera o sola con amplia información en 
redes educativas y de atención primaria en salud, aspecto 
que está consagrado en el proyecto de ley. Entendemos que 
las situaciones planteadas, humanas todas ellas, de aisla- 
miento, de intimidad, de sentimiento de culpa y de apelación 
ala clandestinidad para este tipo de prácticas, deben ser no 
legalizadas, sino prevenidas. 


Hoy en día, con los medios a disposición que brinda la 
sociedad moderna en materia de comunicación y de educa- 
ción, es posible realizar campañas que ayuden a prevenir 
este tipo de situaciones sin necesidad de acudir a su liso y 
llano reconocimiento. El aborto debe ser entendido -así lo 
consideramos nosotros- como una consecuencia y lo que 
hay que enfrentar son las causas del problema no atacando 
valores superiores consagrados en la legislación y en la 
cultura universal, como es el derecho a la vida. También hay 
razones de carácter práctico, como el hecho de que, en 
general, los abortos se han multiplicado mucho más en 
Estados Unidos, donde fue despenalizado en 1973. 


Por otro lado, no es cierto que la clandestinidad que 
busca la mujer se deba, exclusivamente, al hecho de que el 
aborto está penalizado, sino que también hay razones cul- 
turales y sociales que lo determinan. Además, tampoco el 
anonimato del aborto se debe siempre a la exclusión social 
y arazones económicas. Sin duda, el aborto constituye una 
experiencia traumática para la mujer, con consecuencias 
psicológicas graves que implican, en muchos casos, senti- 
mientos de culpa, remordimientos, profunda depresión, lo 
que no es debido a la cuestión jurídica de que esté o no 
penado como delito, sino a conceptos más profundos, no 
sólo racionales sino también afectivos y sentimentales que 
tienen que ver, en el fondo, con el concepto que esa misma 
persona tiene del valor de la vida. 


Señor Presidente: la historia de la humanidad, su evolu- 
ción, siempre ha sido fruto de choques, de crisis y de 
enfrentamiento de conceptos, de valores y de culturas. 
Creemos que, por sobre todas las cosas, debe anteponerse 
una racionalidad elemental que lleva, desde muy diversos 
ángulos de enfoque, incluso religiosos, a proteger determi- 
nados valores que tienen estabilidad por el transcurso del 
tiempo, de los siglos y de la historia de la humanidad. 


Creemos, señor Presidente, que el valor de la vida es un 
concepto demasiado caro e importante y, en tal sentido, no 
compartimos el enfoque de este tema ni dogmatismos teó- 
ricos despegados de la realidad que llevan, muchas veces, 
a la consagración de normas y concepciones hipócritas e 
intolerantes, ni dogmatismos pragmáticos que no estén 
inspirados en principios superiores, en valores éticos y 
morales que lleven, en el transcurso del tiempo, a la degra- 
dación del hombre como ser racional y espiritual. 
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De todas formas, cabe destacar que a nivel de la Comi- 
sión hemos acompañado aquellos artículos que tienden a la 
promoción y divulgación de los derechos en materia sexual 
y reproductiva, como así también las disposiciones que 
promueven la educación de la sexualidad responsable y la 
prevención de embarazos no deseados. Para ello, es funda- 
mental propiciar lainformación necesaria con criterios uni- 
versales y equitativos para que todos tengan la posibilidad 
de acceder a ella, y no solamente algunos. A su vez, estamos 
de acuerdo con aquellas normas referidas al fortalecimiento de 
la salud y de la atención de la salud en esta materia, al igual 
que aquellas tendientes a combatir la discriminación por 
razones de sexo o por problemas de salud sexual. 


No obstante lo expresado, señor Presidente, no pode- 
mos compartir una genérica despenalización del aborto en 
cuanto entendemos que afecta un valor que consideramos 
superior, que es el valor mismo de la vida y que genera 
precedentes en la cuestión que pueden llevar, incluso, en el 
futuro, a limitar o cuestionar el derecho a la vida del ser 
humano, cualquiera sea su edad, sexo, condición social, 
cultural, etcétera, por otros motivos bastante diferentes a 
los que se pueden aducir en este caso como justificativo de 
esta disposición. Además, en el Código Penal ya existen 
normas que, probablemente, muchas veces son desconoci- 
das e ignoradas, entre otras razones, precisamente, por la 
falta de cobertura en materia educativa, de acción 
comunicativa y de promoción de la salud en el llamado 
primer nivel. Estas normas están vigentes desde 1938 y se 
refieren, concretamente, a la no aplicación de penas frente 
a situaciones de aborto o a la consideración de atenuantes. 
De cualquier forma, esas normas establecidas en el Código 
Penal, incorporados por la Ley de 1938, son excepciones 
que no constituyen la regla general ni quitan el carácter 
ilícito de la conducta, ya que sólo facultan al juez para que, 
examinando la situación, pueda aplicar atenuantes o no 
aplicar las penas correspondientes. En ese sentido, enten- 
demos que el criterio del Legislador frente a una cuestión 
tan delicada que tiene que ver, nada más ni nada menos, con 
el derecho a la vida, debe ser que lo excepcional no se 
transforme en lo general. Por lo tanto, no compartimos la 
idea de una generalización en cuanto a causales que habi- 
liten la interrupción del embarazo. 


Por último, señor Presidente, en el seno de la Comisión 
compartimos el criterio de que este es un tema para la 
reflexión que implica, muchas veces, una introspectiva per- 
sonal muy profunda. Se trata de una cuestión sobre la que 
existen legítimas diferencias incluso dentro de los partidos 
políticos. Poreso mismo, asistimos auna exposición reali- 
zada por el profesor Semino en la propia Comisión, quien 
sostuvo la posibilidad de utilizar la vía del referéndum 
consultivo como forma de conocer la opinión de la pobla- 
ción en este tema. Al respecto, cabe destacar que muchas 
veces determinadas encuestas o informes que son dados a 
conocer al público no se ajustan a la realidad. En más de una 
oportunidad se ha dicho que de acuerdo con encuestas 
realizadas, el 63% de las personas consultadas se manifies- 
tan a favor de la interrupción del embarazo o de la legaliza- 
ción del aborto. 
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De todos modos, este criterio no es tan así, por cuanto 
esos resultados se han referido a la pregunta de si se está 
a favor o en contra de la aprobación de una ley que tenga 
esas características o contenidos pero, en realidad, se está 
haciendo referencia a la educación sexual en escuelas y 
liceos, a asegurar el acceso a los métodos anticonceptivos 
y a permitir a la mujer interrumpir el embarazo, o sea, a 
realizarse un aborto, siempre que se esté en los primeros 
tres meses de gestación. De acuerdo con esa información 
que manejamos, estas encuestas han indicado que, natural- 
mente, un alto porcentaje de la población, un 63%, conside- 
ra, se inclina o se manifiesta a favor de que estos temas se 
enfoquen en forma genérica. Concretamente, un 93% se 
manifiesta a favor de la educación sexual en escuelas y 
liceos, y un 16% en contra; un 97% se pronuncia a favor del 
acceso a la información y de los métodos anticonceptivos, 
mientras que un 12% se manifiesta en contra y, en lo que 
tiene que ver específicamente con la legalización o no del 
aborto, es decir, con permitir o no a la mujer interrumpir el 
embarazo por causales genéricas -como las que se estable- 
cen en el proyecto de ley-, un 45% está de acuerdo, un 47% 
está en desacuerdo y, un 7%, expresa que no sabe. 


Si bien es cierto que aquí estamos para legislar y que no 
podemos hacerlo en función de determinadas encuestas o 
criterios que pueden ser o no aceptados -lo que dependerá 
del grado de validez y de carácter científico con que se 
realice cada una de las encuestas-, de cualquier manera es 
bueno aclarar este concepto, porque muchas veces hemos 
escuchado en la prensa o en algunos ámbitos que se habla 
genéricamente de que un 63% de la población se manifiesta 
a favor de la despenalización del aborto. 


Estas son las razones que sustentan nuestra posición 
respecto de este proyecto de ley, sumadas a algunas otras 
que vamos a exponer cuando se considere el articulado, 
sobre todo cuando en la discusión particular se traten 
algunas disposiciones que, incluso, fueron votadas en 
Comisión -por ejemplo, algunos artículos del Capítulo I-, 
pero para las que vamos a proponer modificaciones. En 
términos generales, esto es lo que queremos y podemos 
informar al Cuerpo al manifestar las razones por las que, en 
Comisión, ha habido coincidencias respecto de algunos 
puntos consagrados en el proyecto de ley -a los que me he 
referido-, y discrepancias en cuanto a otros aspectos que 
han sido especialmente analizados, y en los cuales me 
detuve expresamente, como es el caso de la despenalización 
del aborto, que figura en el Capítulo II de esta iniciativa. 


Es cuanto puedo informar por el momento. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra la señora Senadora Xavier. 


SEÑORA XA VIER.- Señor Presidente: en primer término, 
quiero destacar el clima de tolerancia y de respeto que, 
como no podía ser de otra manera, existió en la Comisión 
durante la discusión de este tema. Quiero, además, agrade- 
cer a las distintas organizaciones que nos hicieron llegar 
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correos electrónicos y que nos visitaron para manifestar- 
nos sus posiciones a favor o en contra de este proyecto de 
ley. Estamos discutiendo un tema de enorme importancia; 
creo que la comparecencia de los medios de comunicación, 
así como de las personas que están en las barras, indican 
que está en la agenda ciudadana y nos ha costado ubicarlo, 
tanto en la agenda política, como en particular, en la parla- 
mentaria, para poder traerlo -como lo estamos haciendo en 
el día de hoy- al Plenario del Senado. 


En realidad, desde nuestro punto de vista, este proyec- 
to de ley es una deuda que se tiene con la sociedad y, en 
particular, con las mujeres. Además, llevamos varias legis- 
laturas intentando legislar sin éxito, y esperamos que en 
esta instancia se logre que esos consensos diversos a los 
que se refería el señor Senador Da Rosa -y que se compa- 
ginan con otras encuestas que reflejan valores, en algunos 
casos diferentes y, en otros, similares- lleven al sistema 
político a una posición que esté a la altura de las circuns- 
tancias, de manera que en esta Legislatura se obtenga un 
nuevo consenso que se plasme en una norma legal que 
supere la situación que nos impone la ley que rige desde 1938 
y que, a todas luces, no ha servido para el objetivo para el que 
fue votada, que era desestimular la práctica del aborto. Ade- 
más, ha sido injusta, difícil de poner en práctica -ni siquiera está 
reglamentada al día de la fecha- y discriminatoria. 


Entrando en el proyecto de ley que hoy tenemos a 
consideración, debemos decir que, obviamente, adherimos 
a varios de los conceptos del informe en mayoría, porque 
rescata muchos de los principios que integran el Capítulo I, 
que fue votado por unanimidad en la Comisión. De todos 
modos, aunque disponiendo de un tiempo más breve, tam- 
bién haremos referencia a aquellos aspectos que no fueron 
aprobados en Comisión y que llegan a este Plenario con 
informe en minoría, tal como figura en la página 19 del 
proyecto de ley. 


Queremos decir que este proyecto, llamado “Defensa del 
Derecho a la Salud Sexual y Reproductiva”, no tiene ese 
nombre por casualidad. Esta temática se puede abordar 
desde un punto de vista estrictamente sanitario y ese fue el 
enfoque que le dimos en la Legislatura pasada. También se 
podría enfocar desde el punto de vista penal, y algunos 
colegas dicen que ello aclararía la poca eficacia que tiene la 
ley actual, aunque mostraría claramente el temor que la 
misma genera y la violencia que constituye contra las 
mujeres. En consecuencia, vamos a preferir una óptica de 
derechos -que, no en vano, es el título que lleva este 
proyecto de ley-, y lo haremos con el objetivo de discutir 
integralmente esta iniciativa -este Plenario también lo ha 
considerado así-, tal como se pretende en el proyecto 
original que ha sufrido modificaciones en Comisión, pro- 
ducto de los importantes aportes que allí se hicieron. 


Es así que traemos al Senado un proyecto de ley integral, 
que contempla la despenalización del aborto en determina- 
das circunstancias y que nos ubica, desde esa óptica de 
derechos, considerando a los derechos sexuales y 
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reproductivos como derechos humanos, y teniendo claro 
que la Convención de Viena expresa que los derechos 
humanos son universales, indivisibles e interdependientes. 
Siempre hemos destacado -hablando de éste y de otros 
temas- la dificultad que el país tiene en traducir muchos de 
los instrumentos internacionales, vinculantes o no, a la 
normativa interna. Este déficit en traducir a la normativa 
interna algunos de nuestros compromisos internacionales, 
lo podríamos ejemplificar, por ejemplo, en una Convención, 
la CEDAW -que es vinculante-, para eliminar todas las 
formas de discriminación contra la mujer. Por ejemplo, en el 
artículo 16 de dicha Convención se dice: “Los Estados 
Partes” -y lo somos, porque Uruguay lo es, tanto de su 
Convención como de su protocolo facultativo- “adoptarán 
todas las medidas adecuadas para eliminar la discrimina- 
ción contra la mujer en todos los asuntos relacionados con 
el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, 
asegurarán, las condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres:” A su vez, en el literal e), se expresa: “Los mismos 
derechos a decidir libre y responsablemente el número de 
sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y tener acceso 
alainformación, la educación y los medios que les permitan 
ejercer estos derechos.” Creo que este es un artículo muy 
claro, y aunque tenga que volver para atrás, me pareció 
también importante citar el artículo 12 de esta Convención 
que, en su numeral 1 dice: “Los Estados Partes adoptarán 
todas las medidas apropiadas para eliminar la discrimina- 
ción contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin 
de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclusive 
los que se refieren a la planificación de la familia.” 


El artículo 2” habla de que los “Estados Partes condenan 
la discriminación contra la mujer en todas sus formas, 
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convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin 
dilaciones, una política encaminada a eliminar la discrimina- 
ción contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a”, 
según se dice en su literal f) : “Adaptar todos las medidas 
adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o 
derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constitu- 
yan discriminación contra la mujer”. 


Sin duda, entendemos que una ley como la que penalizó 
el aborto en 1938 discrimina, la debemos revisar y por ello 
es que hoy estamos planteando este proyecto de ley. 


Hablaba de lo establecido por la CEDAW, pero también 
tenemos instrumentos que el país y este Parlamento han 
ratificado de ambos sistemas, esto es, del de las Naciones 
Unidas y del Sistema Interamericano. Sin duda, la Conferen- 
cia de Belém do Pará, que citamos en nuestro informe, es una 
importante herramienta para eliminar situaciones de violen- 
cia que afectan particularmente a las mujeres, ya que toda 
mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en 
el ámbito público como el privado. ¡Qué mayor violencia, 
entonces, que estar frente a una situación dolorosa, como 
lo es la de interrumpir un embarazo, por diversas causas 
-luego lo veremos-, y cometer un delito! 


Podemos citar, como telón de fondo de una discusión 
como ésta, otros compromisos asumidos a nivel inter- 
nacional: la Conferencia de El Cairo, de 1994; Beijing, en 1995; 
la Conferencia Beijing Más Cinco y Beijing Más 
Diez. En todos estos casos se plantea la necesidad de que 
podamos tener esa libertad -libertad que se obtiene con infor- 
mación y educación- para decidir cuándo, cómo, con qué 
frecuencia, con qué intervalo podemos definir el tener hijos. 


Déjalo; el Lo al Gerd Llei il. 


A 
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- Creo que, también como telón de fondo, deberíamos ver en donde existen legislaciones más amplias, más permisivas, 
qué es lo que sucede en el mundo. Tenemos aquí dos mapas registra valores más bajos. En cambio, en el sur, en donde 
del conjunto de países del mundo donde confrontamos en general las legislaciones son mucho más restrictivas, la 
mortalidad materna y legislación sobre aborto, donde se ha mortalidad aumenta. Este es un hecho incontrastable que se 
dividido el norte del sur. La mortalidad materna en el norte, reitera en estudios a lo largo del tiempo. 


REGION - LUGAR MORTALIDAD MATERNA POR 
PEORTO PEOWMOCADO EN 
CONDICIONES DE RIESGO 
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- La diapositiva que estamos viendo muestra un 13% de 
mortalidad por aborto inseguro promedio mundial. Ese por- 
centaje está constituido por valores del norte, que escasa- 
mente supera el 2% y los de nuestro continente, 
Latinoamérica, que se ubican en el 21% de mortalidad ma- 
terna, cuando en Sudamérica el porcentaje es del 24%. 


Los valores que hemos incluido de nuestro país, en 
particular de nuestro hospital de referencia, el Hospital 
Pereira Rossell, corresponden a 1992-2001 y 1996-2001. No 
por ser valores que no tengan actualidad, dejan de llamar- 
nos a la reflexión. Este fue uno de los hechos que, en 
realidad, más conmovió a los profesionales de la salud en 
nuestro hospital de referencia, en particular, cuando llega- 
mos a la escandalosa cifra de que prácticamente una de cada 
dos madres morían por haber cursado un aborto inseguro y 
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llegaban al hospital en condiciones de no poder ser salvadas. 


Por suerte, muchas de estas cifras han tenido una mejo- 
ra, pero aún no estamos en condiciones de decir que no 
necesitamos un marco legal que cambie esta realidad y que 
evite que se repita una situación de esta naturaleza. 


En las Metas del Milenio hemos planteado algunos de 
nuestros objetivos. Por ejemplo, la Meta 5) es reducir la 
mortalidad materna, que claramente podría ser cumplida por 
el Uruguay si despenaliza el aborto en determinada circuns- 
tancias, como propone este proyecto de ley porque, sin 
duda -también lo veremos a continuación-, los países que 
lo han hecho tienen una menor incidencia de su práctica y, 
obviamente, como señalábamos hace unos momentos, re- 
gistran mucho menos muertes maternas. 


RELACION EN PAISES SELECCIONDOS ENTRE 
LEGISLACION — PREVALENCIA ABORTO — 
MORTALIDAD MATERNA 


PRACTICA 


PAIS 


HOLANDA 
[ANA 
UNA 
ITALIA 
FRANCIA 
ISRAEL 


LEGAL 
LEGAL 
LEGAL 
LEGAL 
LEGAL 
LEGAL 


MEXICO 
NIGERIA 
COLOMBIA 
BRASIL 
CHILE 
PERU 


ILEGAL 
ILEGAL 
ILEGAL 
ILEGAL 
ILEGAL 
ILEGAL 


ABORTOS CADA 
1000 MUJERES 15 Y 
NOS 


5.5 


MUERTES 
MATERNAS CADA 
100.000 R.N. VIVOS 


7 
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- La parte superior de la diapositiva que se está viendo 
luce, en los países que tienen una práctica legal diversa, con 
mayor o menor amplitud, los abortos cada mil mujeres entre 
quince y cuarenta y cuatro años, que son numéricamente 
bajos y las muertes maternas cada cien mil nacidos vivos, 
que también son números bajos. En la otra parte aparece un 
extracto de países en donde el aborto es ilegal en todas las 
circunstancias, como en el Uruguay y, en algunos casos, 
con situaciones más restrictivas que en el nuestro. Como se 
podrá observar, ahí aumenta la cantidad de abortos cada mil 
mujeres y también las muertes maternas por aborto inseguro 
medidas cada cien mil nacidos vivos. 


Estos son algunos de los elementos que continúan 
teniendo confirmación científica, una muy reciente, el estu- 
dio publicado por la muy conceptuada revista británica 
“The Lancet”, que indica que el número de abortos induci- 
dos en todo el mundo bajó desde 1995 a 2003. Pero en 
América Latina, Asia y África el nivel aún es alto; esto 
exactamente coincide con el mapa que vimos originariamen- 
te. El documento elaborado por el Guttmacher Institute de 
Estados Unidos y la Organización Mundial de la Salud 
señala que la cantidad de abortos en todo el mundo pasó de 
46:000.000 en 1993 a menos de 42:000.000 en 2003 y que la 
tendencia a la baja responde a un considerable aumento del 
uso de anticonceptivos, especialmente en Europa del Este, 
que era una zona con altísimo riesgo y donde los métodos 
de anticoncepción eran bastante escasos. Asimismo, que 
por cada mil mujeres en edades de procrear, entre 15 y 44 
años, en todo el mundo unas 29 han tenido un aborto 
inducido en 2003 frente a 35 en 1995. Continúa señalando 
que la caída fue notable en Europa, donde pasó de 48 a 28 
entre mil mujeres, especialmente por el descenso producido 
en el este europeo. En general, la cantidad de abortos 
provocados bajó más en los países desarrollados donde la 
práctica en general es segura, que los que están en vía de 
desarrollo, donde el procedimiento es inseguro y en general 
ilegal. Dice además el estudio que el primer paso crucial para 
hacer que el aborto sea seguro es legalizar el procedimiento, 
asegurar que sea realizado por personas calificadas y en las 
mejores condiciones posibles. Puntualizó la Presidenta del 
Instituto: “Es hora de que los responsables de formular 
políticas en todo el mundo renueven su compromiso con la 
salud de las mujeres y afronten estos asuntos cruciales”. 


Los niveles más bajos de abortos inducidos en todo el 
mundo en el año 2003 se han dado en Europa Occidental, 
unas 12 entre 1.000 mujeres, puesto que están extendidos 
los servicios de control de la natalidad y es fácil acceder a 
ellos. Sinembargo, África, Asia y América Latina tienen los 
niveles más altos de aborto y la práctica es legalmente 
restringida en general y no suele ser segura. En América 
Latina y el Caribe, en 1.000 mujeres se produjeron 37 abortos 
en 1995 frente alos 31 ocurridos en 2003. Agrega que, en 
estas regiones, en 1995, había 4:200.000 abortos provoca- 
dos, mientras que la cifra de 2003 fue de 4:100.000. Este 
último estudio, que es muy reciente, reitera varios análisis 
que se han hecho a lo largo del tiempo y demuestra la 
necesidad de mejorar las prácticas legislativas para dismi- 
nuir el número de abortos y las consecuencias negativas 
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que ellos provocan. Además, confirma dos aspectos sus- 
tanciales que el proyecto rescata: un pilar educativo fuerte 
que debe surgir desde la niñez, debe continuar en la adoles- 
cencia y, si es posible, a lo largo de la vida, porque la 
sexualidad nos acompaña -no así la reproducción, por lo 
menos en el sexo femenino, ya que muchas veces en el 
masculino sí- debido a que somos seres sexuados. Lo que 
tratamos de decir es que una ley debe protegernos y ampa- 
rarnos a todos en el respeto de nuestra sexualidad y de 
nuestros tiempos, pero además debe lograr algo que no se 
alcanza solo con la información, es decir, que nuestros 
niños y niñas incorporen como valor en la protección a sí 
mismos, la protección por el otro, el respeto por sí mismos 
y por el otro. Esto no se adquiere tardíamente con informa- 
ción, porque sabemos muy bien que existen etapas de 
nuestra vida en que creemos que nada nos puede ocurrir. 
Sin embargo, sí se ha logrado que los países que han 
incorporado la educación desde muy temprano obtengan 
buenos resultados. Ese pilar educativo tiene el componente 
del pilar sanitario, con información calificada, con accesibi- 
lidad, con un primer nivel de atención -tal como destaca el 
proyecto de ley-, con equipos integrales que logren aseso- 
raren ambientes específicos a adolescentes y, obviamente, 
también a adultos. 


Con esto estamos haciendo centro en el tema de la 
despenalización del aborto pero, sin duda, como el capítulo 
inicial lo plantea, abarcamos todas las etapas de la vida 
sexual y reproductiva. El país sigue teniendo un índice muy 
alto de embarazo adolescente y no podemos decir que en 
todos los casos sea un embarazo deseado; en muchos, sí lo 
será, pero en la mayoría difícilmente lo es. No olvidemos 
que el país sigue teniendo una cifra escandalosa en materia 
de sífilis connatal, enfermedad que se creía terminada en 
nuestro país y, sin embargo, hace dos años se registraron 
52 casos. La señora Ministra de Salud Pública nos advirtió 
de tal situación, pero el año pasado los casos se duplicaron. 
Eso significa que la advertencia existió, pero no llegamos a 
tiempo de evitar la enfermedad, porque muchas veces los 
embarazos, sobre todo en madres jóvenes, llegan a un 
control tardío -prácticamente al parto-, lo que nos deja sin 
posibilidades para actuar y evitar estas situaciones. Tam- 
bién estamos hablando de enfermedades de transmisión 
sexual y de la pandemia del sida que existe en el mundo, 
cuya incidencia se ha feminizado. Precisamente, el sector de 
entre 14 y 35 años es el de mayor incidencia y el que presenta 
más dificultades para disminuir la enfermedad en el Uru- 
guay y en el mundo. Asimismo, este país tiene el triste 
privilegio de tener, en materia de enfermedades como, por 
ejemplo, el cáncer de mama, el primer lugar en Latinoamérica 
y el octavo en el mundo. Eso es producto de no tener una 
educación en nuestro autocuidado de manera permanente. 
Otro dato importante es que en nuestro país no nacieron 
más que 47.000 uruguayitos y uruguayitas, frente a estima- 
ciones de que existieron 33.000 abortos en el mismo período. 
Esto significa unos 90 abortos por día, tal como lo mostraba, 
en el año 2004, el Centro Internacional de Investigación e 
Información para la Paz. Efectivamente, no podemos sos- 
layar todas estas situaciones, a las que se suma el hecho de 
tener una pirámide de población sumamente envejecida, 
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donde ni hombres ni mujeres somos preparados para el 
climaterio como una etapa sumamente disfrutable de la vida. 


Por otro lado, queremos hacer énfasis en algunos aspec- 
tos de este proyecto de ley como, por ejemplo, algunas de 
las situaciones que generaron alarma dentro de los profe- 
sionales de la salud y dieron lugar a las iniciativas para 
prevenir el aborto en condiciones de riesgo, lo que luego 
fuera consagrado en la Ordenanza N* 369/04 del Ministerio 
de Salud Pública. Entendemos que fue una respuesta de los 
equipos médicos a una práctica que jamás debió abandonar- 
se, que es la cercanía y el consejo en situaciones críticas 
como puede ser en el caso de que una mujer decida no 
proseguir con su embarazo. Nos parece que esto debe ser 
fuertemente universalizado, debe ser práctica y capacita- 
ción de los diversos ámbitos de la salud. 


Con respecto al Capítulo II, que es el más cuestionado, 
queremos decir por qué se habla del derecho de la mujer. 
Creemos que la mujer tiene autonomía para muchas cosas en 
este siglo XXI, pero no sobre su cuerpo y pensamos que si 
está informada, libre y responsablemente puede resolver si 
prosigue o no con un embarazo. No hay nada peor que traer 
al mundo a un niño que no se desea. 


Se habla de las doce primeras semanas y muchos se 
preguntarán si este período cronológico es arbitrario. En 
realidad, existen dos temperamentos para legislar: el 
cronológico y el de las causales. Las legislaciones actuales 
indican que el criterio cronológico se adapta más a la 
realidad y a la evidencia científica y además es un período 
en donde no se registra actividad cerebral. Tal vez algunos 
colegas recuerden que en la Legislatura pasada polemiza- 
mos muchísimo acerca de la actividad cerebral que, por 
analogía, es la que se considera para el final de la vida y el 
mantenimiento artificial para la donación de órganos. En 
definitiva, esas doce semanas sirven de fundamento para 
que la mujer pueda alegar determinadas circunstancias, que 
entendemos no son genéricas, sino que evidencian las 
principales razones por las cuales enfrenta la decisión de no 
proseguir con su embarazo. Sin duda, si la ley marca estos 
criterios generales, la reglamentación deberá bajarlos a 
tierra con definiciones más concretas. 


En los artículos 9 y 10, que son los más polémicos de este 
proyecto de ley, se plantea el aborto por la sola voluntad de 
la mujer y las condiciones que la misma debe alegar. Además 
del criterio temporal hay una segunda pregunta que siempre 
se plantea: ¿por qué la sola voluntad de la mujer y no 
también la del otro responsable? Me refiero al otro respon- 
sable biológico, porque para el embarazo por lo menos se 
necesitan dos, ya que para la reproducción humana asistida 
se precisan más de dos. En este caso, la ley plantea la 
voluntad de la mujer, la ley no evita que el hombre, el 
compañero, el padre biológico pueda expresarse; si lo hace, 
bienvenido, pero la ley no puede significar una trampa para 
evitar que la mujer, una vez que ha sido informada, lleve 
adelante la decisión que libremente ha adoptado. Este es 
uno de los puntos que hemos visto en legislaciones compa- 


CAMARA DE SENADORES 


16 de octubre 2007 


radas donde no se prevé esta circunstancia. Hay diferentes 
aspectos que, en términos genéricos, pueden consagrarle a 
la mujer el derecho de interrumpir el embarazo, pero no 
puede llevar esto a la práctica porque la legislación no tuvo 
en cuenta que efectivamente lo pueda concretar. 


Con relación a los deberes del médico y a la información 
que los profesionales de la salud deben brindar, sin duda, 
algo que ocurre es la estigmatización y el temor. Ninguna 
mujer se siente confiada al concurrir a un servicio médico 
donde va a preguntar si puede cometer un delito y de qué 
manera. Obviamente, esto lleva al circuito de la clandesti- 
nidad, porque nadie se anima a hacer esa consulta y des- 
pués volver al profesional. Esto no debería ser así; el 
asesoramiento acerca de lo que puede ocurrir antes y des- 
pués debería darse tal como este grupo de colegas de 
Iniciativas Sanitarias lo ha planteado. 


La responsabilidad de lo que sucede hoy es de todos los 
Legisladores, pues podemos cambiar el marco legal y habi- 
litar que, en determinadas circunstancias, el aborto no sea 
un delito y que, efectivamente, las mujeres puedan hacer las 
consultas necesarias para no sufrir las gravísimas conse- 
cuencias que traen algunas recomendaciones en las que no 
vamos a abundar. Todos conocemos el caso de la mujer de 
35 años que se intoxicó con té de ruda, o el de Flavia, que 
se intoxicó con veneno para ratas en momentos en que 
informábamos en el Plenario sobre un proyecto de ley 
similar, en 2004. Es increíble que en el siglo XXI puedan 
estar ocurriéndoles estas cosas a nuestras mujeres. Todo 
esto debe movernos a la responsabilidad. 


Se puede plantear que, numéricamente hablando, en este 
tema no son tantas las muertes maternas. En cambio, desde 
un punto de vista porcentual, la incidencia dentro de la 
muerte materna -que es aquella que ocurre entre el embarazo 
y el período inmediatamente posterior- es muy significativa 
y, además, lo más importante: es evitable. Si podemos evitar 
una muerte, lo tenemos que hacer. 


Continuando con lo relativo a los deberes del médico, 
hace un momento un medio de prensa me preguntaba si esta 
ley no pone un límite para las interrupciones de embarazos. 
En ese sentido, se me preguntó si una mujer podría realizar 
esta práctica reiteradas veces, si ello constaría en su histo- 
riaclínica y cuál sería el procedimiento. En la actualidad, las 
cifras y las estimaciones demuestran que no hay límites. 
Lamentablemente, hemos comprobado que esta no es una 
práctica reciente en nuestro país y que seextiende alo largo 
de la historia, así como a lo largo y ancho de su territorio. 
Debo decir que las cifras estimativas son verdaderamente 
escandalosas. 


El deber del médico, a la hora de dar asesoramiento, es 
persuadir a la mujer para que evite la interrupción del 
embarazo y que, de alguna manera, pueda ser susceptible de 
cierto apoyo económico por medio de algún programa, o que 
entregue a su hijo en adopción. Además, deberá ofrecer 
métodos de anticoncepción adecuados a sus circunstan- 
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cias, tratando de evitar que reincida con un embarazo no 
deseado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los señores Senadores Penadés 
y Breccia formulan moción para que se le otorgue un tiempo 
complementario a la señora Senadora Xavier. 


(Se vota:) 
-28en29. Afirmativa. 


Continúa en el uso de la palabra la señora Senadora 
Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Agradezco al señor Presidente y a 
los señores Senadores por concederme el tiempo comple- 
mentario. 


Como decía, en la historia clínica debe constar el con- 
sentimiento de la mujer. Hace relativamente poco tiempo 
veíamos en este Senado, por ejemplo con relación a la 
esterilización quirúrgica, que las mujeres estábamos prác- 
ticamente a la altura de aquellos que no pueden expresarse 
por sí mismo, debido a alguna discapacidad. El planteo que 
formulamos aquí fue recogido por las autoridades ministe- 
riales, y la exigencia de contar por lo menos con tres firmas 
para poder expresar nuestra voluntad, frente al varón que 
solamente necesitaba dar su consentimiento, fue modifica- 
da. Sin duda, el consentimiento informado es un instrumen- 
to, un deber del profesional y, además, un derecho de la 
mujer porque queda claro que el aborto en contra de su 
voluntad seguirá siendo un delito. 


En cuanto al artículo 12, prevé que fuera de las doce 
semanas pueden darse dos circunstancias por las cuales 
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pueda ocurrir la interrupción del embarazo. Una de ellas 
tiene que ver con razones que impliquen riesgo para la salud 
de la mujer o para salvar su vida. Este es un mandato ético 
que los médicos conocemos bien y que debemos cumplir. 
Sabemos que si las circunstancias nos colocan ante dos 
posibilidades, debemos optar por salvar la vida de la mujer, 
lo que implica salvarla vida de relación. Esto nada tiene que 
ver con algunas calificaciones que muchas veces se hacen 
cuando defendemos este proyecto de ley, porque si éstas 
fueran ciertas, los médicos estaríamos cometiendo delitos 
desde hace mucho tiempo. 


El otro caso que puede darse fuera de las doce semanas 
es el relativo a las malformaciones congénitas incompati- 
bles con la vida extrauterina. Es cierto que la reglamenta- 
ción deberá decir estrictamente qué quiere decir “incompa- 
tibilidad con la vida extrauterina”. Quiero decir que se han 
acercado a mi despacho mujeres que, con mucho dolor, 
habían transcurrido un embarazo de nueve meses con un 
bebé que presentaba malformaciones congénitas incompa- 
tibles con la vida extrauterina. Lo que sucedió fue que como 
la detección de la malformación se produjo cuando el emba- 
razo estaba avanzado, se les recomendó continuar con él, 
someterse a un parto natural y luego enfrentarse a la crítica 
situación de que ese niño no viviera. Considero que esta 
decisión debe quedar librada a la mujer embarazada y, sies 
posible, al hombre que es el responsable biológico. Creo 
que no tenemos derecho a impedir la libre elección y que 
alguien decida, por ejemplo, que el nacimiento de su primer 
hijo -aunque en cualquier circunstancia sería terrible- trans- 
curra de esta forma. Además, la evidencia científica de- 
muestra que la detección de una malformación no es tan 
precoz; por tanto, la ley debe dar garantías a la mujer 
embarazada que, en estas circunstancias, decide interrum- 
pir su embarazo en el plazo en que se realiza la detección y 
se adopta la decisión. 


Evolución de la Mortalidad Materna 
quinquenio 2001-2005 
Año Tasa Mortalidad Frecuencia Relativa 


Materna en 
(/100.00ORNV) 


36 
34 
22 
18 
23 


M.M. por APCR(%del 
total de M.M.) 


42,1 
2 
594,5 
EA 
1892 
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- Quiero dejar en claro que la evolución de la mortalidad 
materna en el quinquenio 2001-2005 es variada. El año 2001 
fue crítico, ya que la tasa de mortalidad materna medida por 
100.000 nacidos vivos era de 36 y la frecuencia relativa de 
mortalidad materna por abortos provocados en condicio- 
nes de riesgo era de 42,1%. Esta cifra fue descendiendo 
pero, de todos modos, podría evitarse. Así lo hicieron otros 
países, y traigo como referencia uno desarrollado y otro en 
vías de desarrollo o subdesarrollado. Francia, el primero de 
ellos, con un gobierno y una ministra de derecha, logró una 
ley de despenalización del aborto que hasta el día de hoy 
rige y que prácticamente no registra ningún tipo de morta- 
lidad directa, salvo alguna situación de complicaciones 
indirectas. A su vez, está el caso de Túnez, donde también 
existe una legislación permisiva y la mortalidad y el número 
de abortos han disminuido significativamente. 


Obviamente, en este proyecto de ley hay un consenti- 
miento especial para los casos de niñas y adolescentes, en 
los que al menos uno de sus representantes legales deberá 
intervenir. En general, sabemos que estas son situaciones 
de abuso. De igual manera, cuando surja alguna discrepan- 
cia, se deberá solicitar la autorización judicial y, en cuanto 
al consentimiento de las personas declaradas incapaces, 
deberá intervenir el Juez Letrado con competencia en Fami- 
lía. 


Con relación a algunas disposiciones generales, el acto 
médico no tendrá valor comercial. Muchas veces se ha 
dicho que esto podría incentivar el aborto y, ante esto, 
aclaro que ninguna mujer va alegremente a interrumpir su 
embarazo. Además, este Senado, como cualquier órgano 
legislativo de este mundo en el que se producen grandes 
avances en materia biotecnológica, sabe que el aborto es 
químico y que en las primeras semanas puede ser realizado 
en la cocina o en el baño de la casa de cualquier mujer. 
¡Cuánto mejor sería que esto se hiciera con la indicación de 
un profesional que asegurara que la dosis es la adecuada 
para una mujer con determinadas características! Por tanto, 
es un verdadero desafío legislar en este tema, como lo es en 
tantos otros vinculados a la bioética. 


Por otro lado, creo que debemos quitarnos los prejuicios 
porque, como dijo hace tiempo Albert Einstein, es más fácil 
desintegrar un átomo que un prejuicio”. Esta sigue siendo 
una verdad del siglo XXI, sobre todo en este tema en 
particular. En la medida en que sea un acto médico sin valor 
comercial -sin duda esto desestimularía la existencia de 
clínicas clandestinas que obtienen excelentes ganancias-, 
difícilmente alguien vaya a pagar US$ 800 por la realización 
de un aborto. Digo esto porque muchas veces se señala que 
la ley no va a impedir la existencia de clínicas clandestinas. 
Sin embargo, creo que con un marco legal adecuado que 
ampare a las mujeres se puede terminar con esa red clandes- 
tina. El hecho de no darle valor comercial, más que el que 
eventualmente pueda tener una tasa moderadora, 
desestimula el circuito clandestino, pues se trata de ganan- 
cias siderales que no se invierten en el nivel primario de 
atención, sino que explotan situaciones de desesperación. 
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Otra de las cuestiones de interés es el hecho de que este 
proyecto de ley rescata la objeción de conciencia del pro- 
fesional, al igual que lo hace el Código de Ética Médica, 
pues se trata de que la ley marque la obligación de que la 
institución garantice la decisión de la mujer, haciendo que 
la reglamentación profundice un poco más el criterio gene- 
ral sobre la objeción de conciencia. 


Como decíamos al comienzo, hemos tratado en este 
proyecto de evitar todas aquellas cosas que la legislación 
comparada nos enseña, que pueden haber sido “llavecitas” 
que trancaron la posibilidad del ejercicio libre de la volun- 
tad de la mujer. 


Por otra parte, otro de los temas importantes a señalar es 
que debe existir confidencialidad. Un hecho reciente que 
nos demuestra que no está de más abundar en el marco legal, 
más allá de que las normas éticas ya lo indican, es el de que 
un profesional debe guardar la confidencialidad sobre un 
acto de esta naturaleza. Cualquier integrante del equipo de 
salud debe hacerlo. Tal como decíamos recién, este tema es 
de actualidad porque, producto de una denuncia de un 
profesional médico, recientemente se procesó sin prisión a 
una mujer de veinte años. Sin duda, esto es algo que, 
además de ser doloroso implica que tengamos, repito, más 
allá del compromiso ético que deben llevar adelante los 
profesionales de la salud, confidencialidad, lo cual no im- 
pide que se haga el registro sin indicación de datos que 
debe llevar el Ministerio de Salud Pública sobre la real 
incidencia de una situación como ésta, al igual que otras 
realidades sanitarias. Efectivamente, si este tema lo saca- 
mos de la clandestinidad, podremos lograr las cifras ade- 
cuadas que nos permitan implementar programas en este 
aspecto y en los otros que se prevén, que sostengan en el 
tiempo políticas, porque es la única forma de obtener resul- 
tados, de evaluarlos y que no queden todos estos temas en 
libertad dependiendo del jerarca de turno en esta materia. 


Uno de los artículos, que quien haya seguido la discu- 
sión en la Legislatura pasada recuerda, es que se podrán 
amparar en esta ley los habitantes de la República que 
acrediten su residencia en el país. En este caso establece- 
mos un período no inferior a 42 semanas. Por supuesto que 
este alcance está referido alos artículos 9? y 10 del proyecto 
y no a las otras circunstancias en las cuales, si se trata de 
salvar la vida de la madre, se debe actuar de inmediato. 


El Capítulo IV refiere a la modificación del delito de 
aborto -en este punto queremos insistir- y muchas veces se 
dice que la ley permite determinadas causales, porque extin- 
gue la pena. Siempre hay un Juez que debe resolver -a favor 
o en contra- intermediando entre lo que debería ser la 
relación de la mujer con el profesional actuante. Sin duda, 
si hay eximentes, si hay atenuantes, es porque hay delito 
previo y, en realidad, una de las cosas que siempre se ha 
planteado -tal como señalaba el doctor Langón en la com- 
parecencia en la Legislatura pasada- es el de este derecho 
penal simbólico que mantiene una vigencia teórica, porque 
las cifras son negras, ya que no es posible que sean oficia- 
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les y, por lo tanto, son estimadas. Esto lo dice con toda 
propiedad, porque hace años se tomó el trabajo de realizar 
un estudio de campo para tratar de constatar o ratificar esta 
situación empírica o conocida por el sabor cotidiano y pudo 
confirmar de forma amplísima que no hay sentencias de 
aborto. Si bien es un derecho penal simbólico, para la vida 
de las mujeres no es nada simbólico, sino bastante dramá- 
tico. 


Otro de los aspectos a los que nos queríamos referir, es 
que el resultado de un reciente estudio sobre investigación 
de aspectos psicológicos del aborto voluntario en contex- 
tos de ilegalidad y penalización de las señoras Elina Carril 
y Alejandra López Gómez, de la Cátedra Libre en Salud 
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Sexual Reproductiva y Género de la Facultad de Psicología, 
demuestra claramente algunos de los aspectos que hemos 
venido corroborando año tras año en estudios científicos 
y que tienen que ver con los efectos traumáticos de la 
interrupción voluntaria del embarazo, así como con el clima 
en que se da esa interrupción. Según entrevistas que fueron 
realizadas entre diciembre de 2005 y octubre de 2006, en las 
que se mencionan las razones por las cuales las mujeres 
deciden interrumpir el embarazo, no hay ninguna evidencia de 
que se hubiesen producido efectos traumáticos por el proce- 
dimiento en sí, pero es cierto que aun aquellas mujeres que 
pueden garantizarse desde el punto de vista sanitario un pro- 
cedimiento sin complicaciones, el entorno es el de estar come- 
tiendo un delito y nadie puede estar tranquilo al hacerlo. 


EN DEFINITIVA 


NO OBLIGA A LAS MUJERES A 
INTERRUMPIR SU EMBARAZO, SINO 
QUE LES PERMITE EJERCER EL 
DERECHO A CONTROLAR SU PROPIA 


FECUNDIDAD Y A ADOPTAR 
DECISIONES RELATIVAS A LA 
REPRODUCCION SIN COERCION, 
DISCRIMINACION O VIOLENCIA, 
PROMOVIENDO LA SALUD 


REPRODUCTIVA. 
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- Básicamente estos son los elementos fundamentales 
de la discusión en general que este Senado ha habilitado y 
quiero decir al final, no como parte de un informe en minoría, 
sino como un sentimiento, tal como decía “Perico” Pérez 
Aguirre. Me siento obligada a estar del lado de las mujeres 
que se han sentido impulsadas a abortar. Es una obliga- 
ción que asumo como médica, como mujer y como Senadora 
y un compromiso que reitero en este Senado de la Repúbli- 
ca. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Senador Amaro. 


SEÑOR AMARO.- Señor Presidente: en primer lugar, 
quiero manifestar que asumir una posición sobre este polé- 
mico tema se nos ha hecho muy difícil. Se está encarando un 
problema de enorme complejidad ya que el proyecto en 
consideración es controversial y eso nos ha llevado a 
compartir opiniones de ambas partes. 


Personalmente, no comparto que la polémica pase a 
niveles radicales, lo que ha llevado en algunos casos a 
descalificaciones. Todos los que hemos asumido posicio- 
nes sobre este tema, lo hemos hecho considerando que es 
lo mejor para la sociedad. Seguramente este será uno de los 
temas más fuertes y duros que tendremos que enfrentar los 
que integramos este Parlamento, porque si de algo no 
dudamos es de que estamos legislando sobre una problemá- 
tica que tiene que ver con la vida, con el individuo. Por lo 
tanto, para votar a favor de este proyecto, sentimos que se 
debe tener algo más que la absoluta convicción de que será 
beneficioso para toda la sociedad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gustavo 
Penadés) 


-Nuestra decisión está lejos de posiciones religiosas, ya 
que simplemente somos cristianos y no practicamos ningu- 
na religión. Hemos tratado de profundizar sobre el tema y 
también nos hemos preocupado en recibir toda la informa- 
ción y opiniones que han estado a nuestro alcance. 


Algunos datos que consideramos importantes, por ejem- 
plo, tienen que ver con la realidad de nuestro país. Tenemos 
una población casi estable, que crece muy poco por diver- 
sas razones, entre ellas la baja tasa de natalidad y la emigra- 
ción, dos indicadores que vaticinan un futuro oscuro y 
problemático para la sociedad uruguaya. No quiero aburrir 
con cifras, pero este problema es muy serio y de público 
conocimiento, tan serio y tan público que, contrariamente 
a lo que debería ocurrir, nadie lo trata con la magnitud que 
se merece. De acuerdo con datos del Instituto Nacional de 
Estadística, por año nacen 47.000 niños en una población 
total de 3:323.396 habitantes. Según los datos que obran en 
la página oficial de este Instituto, la cantidad de nacimien- 
tos viene disminuyendo año tras año: en el año 2000 nacie- 
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ron 52.770 niños;en2001,51.953;en 2003, 50.631;en 2004, 
50.052; y en 2005, 47.334. La tasa bruta de natalidad es de 
poco más de 14,67% y la de mortalidad, de 9,39%. 


Por otra parte, la cantidad de personas mayores de 65 
años constituyen el 13% de la población. Si a esto le 
restamos las 24.000 a 25.000 personas que se van por año, 
el problema es gravísimo. La conclusión es que la debilidad 
demográfica del país es notoria. 


Sabemos que sin crecimiento de la población no habrá 
crecimiento económico ni desarrollo. ¿Qué va a pasar con el 
sistema de seguridad social cuando la relación entre traba- 
jadores activos que aportan y los pasivos, beneficiarios de 
jubilaciones y pensiones, ya no aguante más? 


Uno de los argumentos para votar a favor de este pro- 
yecto de ley es el de las muertes que causan los abortos 
clandestinos. Sin embargo, el doctor Javier García ha cues- 
tionado y relativizado estas estadísticas, e interpretando 
los números del Ministerio de Salud Pública ha afirmado 
que la tasa de morbilidad es la mínima y está equitativamen- 
te distribuida entre el sistema privado y el público. 


También hemos accedido a información sobre la evolu- 
ción del problema en las sociedades donde se ha legalizado 
el aborto. ¿Qué pasó en los Estados Unidos? La información 
que poseo dice que antes de la legalización del aborto en ese 
país, en 1973, se practicaban entre 100.000 y 200.000 abortos 
ilegales al año; sin embargo, a partir de la aprobación de la 
norma, el número ha ido aumentando drásticamente hasta 
alcanzar la cifra actual de 1:600.000. Quiere decir que en los 
Estados Unidos la práctica del aborto ha aumentado de 8 a 
16 veces desde su legalización. Si esto ocurriese en el 
Uruguay en similares proporciones, la situación de su po- 
blación y las expectativas de crecimiento demográfico y 
económico del país se volverían nulas. 


Asimismo, hay que tener en cuenta que en el Uruguay 
existe una realidad que no debemos ignorar, ya que año a 
año ocurren decenas de miles de abortos que, en algunos 
casos, se practican en las más precarias condiciones. Luego 
de mucho meditar sobre este tema, he decidido asumir la 
posición negativa a la aprobación de este proyecto y esto 
es porque estoy absolutamente convencido de que para 
acompañarlo es necesario tener la certeza de las consecuen- 
cias de su aprobación. ¿Será beneficioso para nuestra so- 
ciedad? Personalmente, estoy lejos de haber alcanzado esa 
convicción, por lo que mi voto ha sido definido bajo el 
concepto de que para dar ese paso tan duro y difícil se debe 
tener la seguridad de que, asumiendo este camino, estare- 
mos haciendo lo mejor para nuestro pueblo, cosa de la que 
no estoy para nada convencido. 


Finalmente, por todas las razones que enumeré y otras 
que mis distinguidos compañeros del Senado sabrán expre- 
sar mejor que yo, adelanto que no acompañaré el proyecto 
de ley en los aspectos mencionados. 
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Esto era cuanto quería expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Gustavo Penadés).- La Mesa 
informa que están anotados para hacer uso de la palabra, 
por su orden, la señora Senadora López, los señores Sena- 
dores Long, Breccia, Abdala, Moreira, Vaillant, la señora 
Senadora Percovich y el señor Senador Lorier. 


Tiene la palabra la señora Senadora López. 


SEÑORA LÓPEZ. - Señor Presidente: no me voy aexten- 
der demasiado en mi exposición, porque creo que no es 
necesario hacer otros agregados al análisis detallado y en 
profundidad del proyecto de ley que hizo nuestra compañe- 
ra, la señora Senadora Xavier. Sinembargo, en mi condición 
de Senadora suplente me voy a permitir expresar la satisfac- 
ción que tengo por integrar hoy este ámbito parlamentario, 
porque me da la oportunidad de participar en forma directa 
de una jornada y de una decisión que nos atrevemos a 
calificar de histórica. Además, en esta instancia las ciuda- 
danas y los ciudadanos de nuestro país van a poder tener 
claro en qué medida somos capaces de interpretar la volun- 
tad mayoritaria de nuestra gente. También se podrá dejar 
sentado hasta qué punto somos respetuosos del poder de 
decisión de las mujeres con relación a su propio cuerpo y a 
su capacidad reproductiva. 


Creo que es bueno reflexionar respecto al tiempo que 
hace que la sociedad uruguaya y sus diversas institucio- 
nes, tanto públicas como privadas, están embarcadas en la 
discusión de este tema. Recordemos que el 6 de junio de 
2006 la Comisión de Salud Pública del Senado recibió el 
actual proyecto de ley que estamos tratando; en 2002, la 
Cámara de Representantes aprobó un proyecto bastante 
similar al actual que luego, en 2004, fue rechazado por el 
Senado en su aspecto más polémico, cual es el de la 
despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo. 


A partir de la recuperación institucional de 1985, este 
proceso de reconocimiento de los derechos sexuales y 
reproductivos en nuestro país mostró una tendencia siem- 
pre creciente, y la ciudadanía ha expresado una pluralidad 
y una diversidad de opiniones respecto al aborto que los 
actuales Legisladores no pueden ignorar. Toda esta discu- 
sión, que ha cortado en forma transversal a nuestra socie- 
dad, ha sido sustentada por un debate social que se ha 
caracterizado, a su vez, por una madurez y una constante 
complejidad de argumentos que, muchas veces, lamenta- 
blemente, se ha contrapuesto a la debilidad de los discursos 
políticos y religiosos de algunos sectores. 


Este proyecto de ley -que, realmente, es muy bueno- es 
amplio e incluye una diversidad de aspectos que van desde 
la salud sexual de la niñez y la adolescencia hasta la adultez 
de las ciudadanas y de los ciudadanos. A su vez -y esto es 
muy relevante-, dispone la investigación del desarrollo de 
aspectos vinculados a la incidencia de las enfermedades de 
transmisión sexual como mecanismo de conocimiento que 
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conduzca a una verdadera y real salud sexual. Asimis- 
mo, profundiza e instrumenta políticas para el conocimiento 
de la sexualidad y sus efectos sobre los ciudadanos en 
general, lo que va a permitir un verdadero y consciente 
ejercicio. 


Queremos enfatizar, desde nuestra perspectiva, en un 
aspecto que consideramos que es tan importante como los 
demás, y es que esta iniciativa impone al Estado como 
garante de las condiciones para el ejercicio de los derechos 
sexuales y reproductivos de toda la población. Creo que 
todos somos contestes de que los derechos sexuales y 
reproductivos son parte de los Derechos Humanos, por lo 
que todas y todos somos responsables de que se respeten 
y se reconozcan como parte integral del desarrollo humano. 
Por ello, como madre y como mujer reivindico -permítanme 
que lo haga con pasión- la libertad de elegir, de decidir y de 
reconocer, entre otros, el derecho de disfrute de la sexua- 
lidad como fuente de desarrollo personal y como fuente de 
felicidad, ejerciéndolo independientemente de la reproduc- 
ción. Modestamente, entendemos que es deber ineludible 
del Estado diseñar y ejecutar políticas públicas que garan- 
ticen ese derecho. 


También estimamos que no es racionalmente admisible 
-como se ha expresado en este ámbito parlamentario- que en 
una sociedad, en la que coexisten puntos de vista opuestos 
sobre algunos temas que se califican como “morales” -di- 
cho esto entre comillas-, una parte tenga el derecho de 
imponer su ética al resto sin tener en cuenta las consecuen- 
cias que esa actitud autoritaria produce en otros compo- 
nentes del entramado social. 


No voy a abundar en las consecuencias que este tema 
tiene, ya que las compañeras Legisladoras lo han detallado 
en forma clara y reiterada, con un conocimiento profundo. 
Solamente queremos decir que las consecuencias dramáti- 
cas que acarrean las prácticas abortivas realizadas en con- 
diciones sanitarias aberrantes, agreden a las mujeres más 
vulnerables que, por supuesto, son las más pobres y, por 
consiguiente, las que no pueden acceder a servicios sani- 
tarios privados, en donde esta práctica, como todos sabe- 
mos, es recurrente y sin riesgo de vida. Contradiciendo lo 
planteado por algún otro señor Senador, entendemos que 
las mujeres con mayores recursos también abortan, pero lo 
hacen con menos riesgos. Por eso, no podemos continuar 
con ese doble discurso de: “Como no se sabe lo que yo 
hago, porque lo hago en forma oculta, puedo decir, con total 
impunidad, que está mal que otros lo hagan”. 


Consideramos que va a ser difícil que se incorpore la 
perspectiva de género en las políticas de salud, si el con- 
cepto que se utiliza es sólo y estrictamente biomédico y si 
en los diagnósticos de situación del país no están presentes 
las relaciones sociales de poder entre mujeres y hombres, de 
las que derivan las situaciones de violencia que sufre la 
mujer -en este caso, la mujer uruguaya- cuando decide 
interrumpir su embarazo, ya que es penalizado. Por ello, 
defendemos la necesidad de resguardar y asegurar la incor- 
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poración de todos aquellos elementos que tienen relación 
con la dimensión de género. 


En consecuencia, creemos que se deben adoptar las 
medidas legislativas necesarias para ayudar a las mujeres, 
y muy especialmente a aquellas adolescentes que se enfren- 
tan con embarazos que en la mayoría de los casos son no 
deseados, a acceder a servicios apropiados de salud y 
educación. 


En mi condición de Senadora suplente, humildemente 
exhorto a que se recuerde que mientras se suceden estas 
idas y vueltas legales y estas discusiones científicas y 
legislativas -obviamente, todas muy respetables-, las muje- 
res siguen abortando; en este momento, algunas mujeres 
están abortando y algunas mueren por causa de abortos 
clandestinos. Personalmente creo, e insisto, en que 
aquí también debería regir el derecho a la vida de esas 
mujeres. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Gustavo Penadés).- Conti- 
nuando con la lista de oradores, tiene la palabra el señor 
Senador Long. 


SEÑOR LONG.-- Señor Presidente: en primer lugar, como 
lo han hecho algunos de los señores Senadores 
preopinantes, me congratulo por el clima de respeto por las 
diversas opiniones con que está transcurriendo esta se- 
sión, que sin duda aborda un tema sumamente delicado. 
Este clima de respeto nos parece en sí mismo un hecho 
positivo que, por otra parte, es lo que corresponde a esta 
Casa. 


Más allá de que, seguramente, la mayor parte de los 
colegas tiene una opinión formada sobre el texto legal que 
vamos a votar más adelante en esta sesión, consideramos 
importante que cada uno vuelque sus argumentos, porque 
enriquece el debate y permite que la decisión que tome este 
Cuerpo sea lo más madura y discutida posible. 


Por ello, además de sumarnos a las expresiones vertidas 
con total claridad por el señor Senador Da Rosa, en algunos 
casos queremos incorporar nuevos elementos y, en otros, 
enfatizar aquellos que nos parecen particularmente rele- 
vantes. 


En primer lugar, queremos dejar bien claro que, desde 
nuestra óptica, existe vida desde la concepción. A medida 
que han ido pasando los años, la evidencia científica avala 
cada vez más esa posición. Tal vez unas décadas atrás o en 
otras épocas, la situación se viera en forma distinta, pero 
actualmente muchas personas especializadas en la materia 
sostienen conceptos como los que paso a detallar. 


Por ejemplo, el doctor Rodolfo Barra expresa: “Está 
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científicamente comprobado y demostrado, que con la unión 
de los 23 cromosomas paternos y los 23 cromosomas mater- 
nos, producida en el acto de penetración del óvulo por el 
espermatozoide, o sea, en la fecundación, se genera un 
individuo único e irrepetible, que reúne en esos 46 
cromosomas, todo su patrimonio genético, que no es el de 
un animal, ni de un vegetal, ni de un híbrido, sino el de un 
ser humano, porque de esos 46 cromosomas, a los nueve 
meses aproximadamente, nacerá una criatura humana, en un 
mero, aunque trascendental por supuesto, nuevo estadio 
del permanente desarrollo biológico del ser humano”. Tam- 
bién ha manifestado: “La individualidad de un ser, junto a 
su calidad de ser en sí mismo, se caracteriza también por la 
alteridad, ya que solo se puede ser uno mismo, si se es otro 
con respecto al resto de los seres. El embrión es “otro” con 
relación a la madre” -está en la madre, aunque podría no 
estarlo, pero no es de ella- “y al resto de los “otros” del 
universo”. A la vez, es un ser en sí mismo, idéntico a sí 
mismo en todas las fases de su desarrollo, ajeno a los otros 
y, por lo tanto, único. “Es un individuo y desde el primer 
momento de su existencia, vive, es decir, se desarrolla 
biológicamente pasando por sucesivas etapas biológicas 
que solo se extinguen con la muerte”. 


Asimismo, quisiéramos citar al Ph,D T. W. Sadler, quien 
en su libro Embriología Médica trata algunos aspectos 
relativos a las fechas y a los plazos. Concretamente, al 
referirse al sistema nervioso central del embrión -tema, sin 
duda, esencial-, dice que tiene origen ectodérmico y apare- 
ce en forma de placa neural, aproximadamente a mediados de 
la tercera semana de vida intrauterina. El día 25 el sistema 
nervioso es una estructura tubular con una porción cefálica 
ancha, el encéfalo, y una porción caudal larga, la médula 
espinal. La placa neural da origen al tubo neural, se forma 
luego el cerebro anterior, el medio y el posterior, a partir de 
las vesículas encefálicas primitivas. En el embrión de cinco 
semanas está presente el cerebro anterior y el cerebro 
terminal, constituido por una parte media y dos 
evaginaciones laterales, los hemisferios cerebrales primiti- 
vos. Los nervios espinales y raquídeos aparecen a la cuarta 
semana y se originan de las placas basales de la médula 
espinal. La mielinización comienza al cuarto mes de vida 
intrauterina. A las cuatro semanas de desarrollo están pre- 
sentes los núcleos de los pares craneanos. 


Podríamos seguir con citas similares que nos ilustran 
sobre el tema esencial de que no es posible fijar un plazo 
sino que, al revés, en la medida en que se ha ido avanzando 
en la investigación y en el conocimiento de los conceptos 
científicos, cada vez más podemos afirmar que la vida existe 
desde el momento propio de la concepción con caracterís- 
ticas que le son muy únicas y que, por lo tanto, la interrup- 
ción de esa vida -es decir, la muerte de esa vida- no puede 
ser un hecho definido simplemente por una mera voluntad. 


Reitero que este es un hecho esencial para nosotros; en 
la medida en que estamos convencidos de que existe vida 
-como dije, toda la evidencia avala cada vez más ese concep- 
to-, su interrupción es algo que no estamos dispuestos a 
asumir. 
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Aquí se ha hablado también -y después me voy a referir 
un poco más a ello- de la situación de la madre, que se 
procura contemplar en la legislación actual -y también voy 
atocarese tema-, aunque con dificultades. Por ejemplo, por 
una causal de salud grave se puede llevar adelante un 
aborto, siempre que este se realice para salvar la vida de la 
madre. Pero ¿qué pasa con el niño? ¿Qué pasa con esa vida 
que ya está presente? ¿En qué medida y por qué tendríamos 
el derecho de interrumpir esa vida? Nos parece que este 
punto es absolutamente central. 


Podríamos apoyarnos en conceptos jurídicos. Como 
bien dijera el señor Miembro Informante, el artículo 7” de la 
Constitución de la República, cuando se refiere a que los 
habitantes de la República tienen derecho a ser protegidos 
en el goce de su vida, va más allá de esa simple expresión. 
No está consagrando el derecho a la vida, sino la protección 
de la vida, o sea que parte de asumir la existencia del derecho 
a la vida y consagra su protección. 


Por su parte, la Declaración de los Derechos del Niño, 
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
el 20 de noviembre de 1959, dice: “considerando que el niño, 
por su falta de madurez física y mental, necesita protección 
y cuidados especiales, incluso la debida protección legal, 
tanto antes como después del nacimiento.” 


A su vez, la Convención de los Derechos del Niño, 
establecida por la Ley N* 16.137, de 28 de setiembre de 1990, 
señala que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida, 
y en sus Considerandos reitera lo citado anteriormente, en 
cuanto a que por su falta de madurez física y mental necesita 
protección legal y cuidados especiales, antes y después del 
nacimiento. 


Y el ya citado artículo 22 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos -el denominado Pacto de San José de 
Costa Rica firmado en 1969 y ratificado por ley en el año 
1985- establece que toda persona tiene derecho a que se 
respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley, y 
en general, a partir del momento de la concepción. Nadie 
puede ser privado de la vida arbitrariamente. 


También tengo un informe del doctor Carlos Delpiazzo 
sobre “la ilegitimidad de la desprotección estatal”. Podría- 
mos citarlo pero no vamos a entrar en detalles; solamente 
voy a citar algunos párrafos contenidos en él, que dicen que 
“La sociedad jurídicamente organizada en el Estado no está 
legitimada para desproteger la vida o al menos, determina- 
das manifestaciones de la vida tales como la del concebido 
no nacido, la del anciano incapaz o la del minusválido físico 
o psíquico. En primer lugar, ello es así porque, siendo la vida 
un bien absoluto y supuesto imprescindible de todos los 
demás derechos fundamentales, el Estado no puede ni debe 
relativizarla. En segundo término, así lo manda el principio 
de legalidad; si “todas las personas son iguales ante la ley”, 
como lo proclama el artículo 8” de la Constitución Nacional, 
significa que “todos los hombres deben recibir igual protec- 
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ción de parte de las leyes” -Justino Jiménez de Aréchaga-, 
no admitiéndose discriminaciones que atenten contra cual- 
quiera de los derechos, escritos o no, “que son inherentes 
ala personalidad humana o a la forma republicana de gobier- 
no? -artículo 72-. 


En tercer lugar, la existencia del bien común hacia el cual 
debe enderezarse la acción estatal obliga a la protección de 
la vida en todas sus manifestaciones. La negación del 
derecho a la vida, precisamente porque lleva a eliminar la 
persona en cuyo servicio encuentra su razón de existir, es 
lo que se contrapone más directa e irreparablemente a la 
posibilidad de realizar el bien común. 


Finalmente, cabe añadir que una circunstancial mayoría 
no puede resultar suficiente para atentar contra la vida de 
quien aún no ha nacido o está gravemente debilitado”. 


Aquí también se han señalado algunas consideraciones 
sobre derechos que, aparentemente, entrarían en colisión. 


Por un lado, tenemos el derecho a la vida, que parece 
claro que está consagrado en nuestra legislación y, por 
otro, el derecho de la madre a disponer de su propio cuerpo, 
como aquí se ha dicho. Sin embargo, debemos darnos 
cuenta de que se trata de un tema sumamente delicado 
porque, en realidad, estamos hablando de la vida de un 
tercero que, estrictamente, no es ninguno de los progenito- 
res y, entonces, no le correspondería a la madre una deci- 
sión al respecto. Aunque en algún momento tuviéramos un 
dilema moral en cuanto a este punto, debemos tener en 
cuenta que la decisión más justa, en primera instancia, es 
proteger en forma legal al más vulnerable, al más débil, al 
más desprotegido, salvo en los casos consagrados en la 
legislación actual. 


Asimismo, si entendemos -como bien ha dicho el señor 
Miembro Informante- que el derecho a la vida es un derecho 
de primer orden, inclaudicable, y si llegamos a la conclusión 
de que hay vida humana desde el momento de la concep- 
ción, nos parece que ese derecho no puede ser conculcado. 


Igualmente nos preocupan y tenemos una total sensibi- 
lidad frente a las situaciones que se plantean, como las 
mencionadas por las señoras Senadoras Xavier y López con 
relación a circunstancias a las que, dada su complejidad, 
evidentemente no resulta fácil darles soluciones simples a 
corto plazo desde ninguna de estas dos formas de ver las 
cosas que estamos planteando en Sala esta tarde. Esto es 
así porque estamos, precisamente, frente a un tema comple- 
jo. 


Entendemos que, en la medida en que preservemos el 
derecho a la vida como un factor esencial, será posible 
llevar adelante otras acciones, sobre todo en base a la 
educación -que es la palanca esencial de cambio real en el 
tema-, que tiendan a ir reduciendo hasta su desaparición 
esas situaciones que a todos nos preocupan. 
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La propia señora Senadora Xavier nos ilustraba en cuan- 
to a situaciones en las cuales, a pesar de que la legislación 
actual admite el aborto por causas graves de salud, por una 
razón o por otra la madre no se lo practicó y falleció. 
Afortunadamente, según los datos que recién se brindaban, 
el número de estos casos se ha reducido a menos de la mitad 
en un período de cuatro años. Entonces, pensamos que 
trabajando en la dirección de evitar que estas situaciones 
se den -y, reitero, comenzando con el tema de la educación, 
que es donde radica uno de los déficit principales-, sería 
posible eliminar o disminuir drásticamente estas situacio- 
nes que a todos nos preocupan. 


En este sentido, nos permitimos recordar que durante el 
gobierno del Partido Nacional, se implementó un programa 
de educación sexual que tuvo una amplia aceptación de la 
población, a pesar de lo delicado y sumamente opinable que 
eseltema. Este programa también incluía un componente 
de educación en valores como la responsabilidad, el afecto, 
el cuidado del otro, etcétera; programa que fue coordinado 
por el vicepresidente del CODICEN de entonces, el maestro 
Bujosa, y dirigido por la doctora Estela Cerrutti. Este pro- 
grama, por razones que ahora no vienen al caso, luego se 
discontinuó. 


Como al Señor Presidente le consta, también por su 
carácter de Presidente de la Comisión de Educación y Cul- 
tura, hemos seguido este tema muy de cerca. Se está bus- 
cando implementar un nuevo programa de educación e, 
incluso, se ha convocado otra vez a la doctora Cerrutti -lo 
cual no dejamos de decir que nos satisface- para trabajar en 
el mismo. Creemos que por aquí hay una avenida para 
avanzar decididamente en este tema en el que deberíamos 
actuar con respeto por todas las opiniones, y con cuidado 
por lo delicado que resulta abordar cualquier cuestión 
educativa. Pensamos que es posible lograr amplios consen- 
sos que vayan más allá de la información -pues estamos de 
acuerdo con que esto puede ser insuficiente-, y brindar una 
educación seria y responsable para todos. 


Finalmente, también queremos sumar algunos razona- 
mientos de tipo filosófico y conceptual. Hay opiniones que 
nos han llegado mucho, como la del ex Decano de la Facul- 
tad de Medicina, doctor Eduardo Touyá, quien ha dicho con 
toda claridad lo siguiente: “Al máximo de la arbitrariedad y 
la injusticia se llega cuando algunos Legisladores o médi- 
cos se arrogan el poder de decidir sobre quién debe vivir y 
quién debe morir. Las causas de esta tendencia pueden 
encontrarse en la crisis de la cultura moderna, marcada por 
un concepto de libertad que exalta de modo absoluto al 
individuo y no lo dispone a la solidaridad, a la plena acogida 
y al servicio al otro, una libertad que se reduce a ser el 
derecho del más fuerte, libertad que en vez de sustentarse 
en la verdad de la inviolable dignidad de la persona humana, 
admite un relativismo en el que el individuo asume como 
única e indiscutible referencia para sus propias decisiones, 
no ya la verdad sobre el bien y el mal, sino sólo su opinión 
subjetiva y mudable, y así desaparece toda referencia a 
valores comunes y a una verdad para todos. La vida social 
se adentra en las arenas movedizas del relativismo; enton- 
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ces, todo es pactable, todo es negociable, incluso el primero 
de los derechos fundamentales: el derecho a la vida.” Esta 
es, repito, la opinión del doctor Eduardo Touyá. 


Asimismo, entre las muchas opiniones que al respecto 
vertiera Juan Pablo II, me permito citar la siguiente: “La vida 
es un bien absoluto y no relativo”. Este es, en definitiva, el 
mismo razonamiento al que recién nos referíamos en cuanto 
ala importancia del derecho ala vida. Y continuaba dicien- 
do: “Por esa razón se advierte frente al equívoco de consi- 
derar que la vida de quien aún no ha nacido o está gravemen- 
te debilitado es un bien sólo relativo que, según una lógica 
proporcionalista o de puro cálculo, deberá ser cotejada y 
sopesada en relación a otros bienes”. 


Por último, digamos que todas estas razones tienen que 
ver, en lo esencial, con el derecho a la vida, pero también con 
concepciones jurídicas y filosóficas que están muy relacio- 
nadas con el tema y que postulan gran respeto por quienes 
piensan distinto, planteándonos realidades que todos com- 
partimos y que nos preocupan. Entendemos que esas rea- 
lidades deben ser modificadas o mejoradas por medio de 
otros instrumentos y no por intermedio de la ley que, en este 
caso, se propone. 


Por lo tanto, Señor Presidente, reiteramos una vez más - 
con todo nuestro respeto por otras opiniones, pero también 
con toda firmeza y decisión- que vamos a votar negativa- 
mente el proyecto de ley que se propone. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Gustavo Penadés).- La Mesa 
desea recordar al Cuerpo que aún restan por hacer uso de 
la palabra los señores Senadores Breccia, Abdala, Moreira, 
Vaillant, Percovich, Lorier, Heber, Baráibar y Couriel. 


Tiene la palabra el señor Senador Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Señor Presidente: en principio, quie- 
ro formular un par de precisiones que entiendo pertinentes 
a los efectos de mejor fundamentar la posición que, en 
definitiva, asumiremos con relación al proyecto de ley en 
consideración. 


En primer lugar, debe precisarse que lo que está hoy en 
discusión en esta Sala, más allá de cualquier eufemismo, lo 
que recogerá la historia legislativa y, por qué no, la historia 
misma del país, es el diferente posicionamiento que cada 
uno de nosotros podamos tener acerca del tema de la 
despenalización del aborto en el Uruguay. Formulo esta 
precisión en cuanto este tema viene inserto en un proyecto 
de ley caratulado como de Salud Sexual y Reproductiva, en 
torno a la mayoría de cuyas disposiciones los diferentes 
sectores políticos e, inclusive, una enorme mayoría de la 
sociedad a la cual va dirigido, mantienen posiciones prác- 
ticamente unánimes. De forma tal que queda hecha una 
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primera precisión, quizás obvia, pero necesaria: lo que se 
discute hoy aquí es la despenalización o no del aborto en el 
Uruguay. 


(Ocupa la Presidencia el señor Rodolfo Nin Novoa) 


- Una segunda precisión refiere a aclarar algo que quizás 
resulte innecesario para quienes conocen mi inalterable 
posición con relación a respetar, por encima de todo, cual- 
quiera de las opiniones que se vierten en este Cuerpo, más 
allá de la discrepancia radical que pueda tener con alguna 
de ellas. 


En el caso del proyecto de ley que nos ocupa, el dilema 
al que se enfrenta cualquiera de los Legisladores aquí 
presentes tiene profundas raíces filosóficas que se hunden 
en la historia personal, familiar y social de cada uno y que, 
por ello, son casi imposibles de modificar. Uno puede 
cambiar, con mayor o menor dificultad, su pensamiento 
acerca de cualquiera de los temas que aquí se han discutido; 
mucho más difícil -diría que, en términos probabilísticos, es 
casi imposible- resulta cambiar lo que uno es como conse- 
cuencia de esa historia personal de la que hablábamos. 


Por ello, quizás nunca como hoy, la sustancia de las 
diferentes posiciones que se han expresado y se expresarán 
en este Cuerpo han estado informadas por un factor común: 
el de la soledad. Hoy, señor Presidente, enfrentados a esta 
decisión, estamos solos. No podemos contar, no debemos 
contar, con la ayuda de nuestros correligionarios porque 
ninguna posición política puede determinar lo que es fruto 
de convicciones personales que están más allá de lo políti- 
co, de lo gregario y de lo social. No podemos considerar 
siquiera en este caso -y en esto quien habla tiene una 
posición quizás discrepante con la de muchos de los cole- 
gas Senadores- el veredicto popular, sea este a favor o en 
contra de la posición que sustentemos en definitiva. En 
efecto, mucho se ha hablado en los últimos tiempos, a partir 
de la discusión de este proyecto de ley, del resultado que 
arrojarían encuestas de opinión con respecto al tema de la 
despenalización del aborto; lo hizo también el señor Miem- 
bro Informante en mayoría. 


Pues bien, somos de los que opinamos que en estos casos 
no vale encuesta alguna. En efecto, como en otros casos - 
verbigracia, el de la aceptación o no de la pena de muerte-, una 
cosa es la opinión brindada en la comodidad del hogar, 
anónimamente y frente al encuestador, y otra es enfrentarse 
con el hecho en sí de un embarazo no querido en uno mismo o 
en alguien cercano y decidir en ese momento acerca de la 
necesidad, conveniencia, oportunidad o consecuencia de 
un aborto. Si de algo estamos convencidos es de que una 
respuesta, que en el momento de brindarla a un encuestador, 
queda reducida a un simple momento de reflexión en la más 
absoluta calma, en el momento de enfrentarse a la realidad 
del hecho en cuestión se transforma en una decisión con 
características de drama personal que deja inevitablemente 
secuelas imborrables en la psiquis de quien la asume. Por lo 
tanto, encuestadores abstenerse también en este caso. 
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Se ha planteado asimismo la idea de un referéndum 
consultivo al respecto. Sinceramente, creemos que dicho 
planteo, más allá de la inteligencia que le reconocemos, de 
la sustancia compartible que lo informe en cuanto a conocer 
de primera mano el sentir popular respecto de este tema, 
adolece de los mismos defectos de la encuesta de que 
hablábamos hace un momento. 


Estamos, pues, solos, y si bien se piensa que esta es una 
historia de soledades, estamos tan solos como la mujer que 
tiene que decidir sobre su propia vida y, quizás -y ello 
dependerá de las diferentes posiciones filosóficas que la 
implicada tenga al respecto-, sobre la vida de otro ser. Ellas 
están solas, más allá de la compañía ocasional que puedan 
tener de sus parejas y de sus familias porque, independien- 
temente de esos apoyos circunstanciales, quien debe some- 
terse a un aborto es la mujer. Esto, que parece una afirma- 
ción que, por obvia, puede lindar con lo ridículo y hasta 
generar una sonrisa en quienes nos escuchen, nos enfrenta 
sinembargo a una más de las dificultades enormes que tiene 
nuestra decisión en torno al proyecto de ley en considera- 
ción. En efecto, estamos aquí reunidos en un Cuerpo inte- 
grado mayoritariamente por hombres, decidiendo acerca de 
un proyecto de ley que irremisible, ineluctable e 
incontrovertiblemente no nos afecta en forma principal a 
nosotros como Legisladores varones, sino aesa mayoría de 
la sociedad constituida por mujeres, que en esta votación 
son -quizás esto no sea ninguna casualidad- minoría abso- 
luta. Estamos, señor Presidente, nos guste o no, adminis- 
trando un capital ajeno. Podemos disfrazar ese hecho de mil 
maneras distintas; podemos manejar, según sea nuestra 
posición al respecto, los porcentajes de mortalidad materna 
como consecuencia de abortos realizados en condiciones 
inapropiadas o hablar, desde otro punto de vista, del interés 
ético de la sociedad en preservar el valor de la vida humana 
por encima de cualquier otra consideración. Podemos 
visualizar al nonato como no vida o como vida dependiente 
o no dependiente; podemos hablar del negocio de las 
clínicas clandestinas de abortos para favorecer uno u otro 
de los posicionamientos al respecto, pero en todos los 
casos, lo asumamos o no conscientemente, estamos noso- 
tros, los Legisladores hombres, decidiendo en abstracto 
sobre lo que es en concreto una realidad a la que solamente, 
y solas, se deben enfrentar las mujeres. 


Por todo ello, por la importancia crucial histórica del 
tema en sí que hoy se discute, por la carga de formación 
personal, religiosa, familiar y social que cada uno de noso- 
tros arrastra, por la imposibilidad de recurrir a mecanismo 
exógeno alguno que determine o guíe siquiera nuestra 
conducta, porque estamos solos y porque decidimos inevi- 
tablemente acerca de aspectos absolutamente íntimos de 
otras cuyo psiquismo es además, por definición, diferente 
al nuestro, es que asumir posición a este respecto se en- 
cuentra tan plagado de dificultades. 


En estas oportunidades es donde se aprecia con mayor 
claridad la veracidad de esa aseveración que hemos realiza- 
do reiteradamente en forma pública, en cuanto a que, al 
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juzgarse la labor parlamentaria, así como la de los Jueces, 
sería altamente conveniente que quienes lo hacen -desde 
los medios periodísticos a la sociedad en general- pasaran 
por el aprendizaje intransmisible de ocupar, por lo menos 
por un tiempo, un lugar en estas bancas, o el escritorio de 
un magistrado, para ponderar los diferentes intereses y, en 
este caso, hasta los sentimientos que, respecto de ciertos 
temas pueda tener la sociedad para la que legislamos, tarea 
que aparece como excesiva para una sola persona, siempre 
y cuando se actúe a conciencia de la responsabilidad que 
se tiene. Sin embargo, en esa soledad de la que hablábamos, 
y enfrentados a las dificultades que tratamos de trasmitir, 
debemos encontrar algunos elementos que determinen la 
conducta a asumir por nuestra parte. 


En el caso personal, tengan la plena seguridad -quienes 
me escuchan y aquellos que lean por simple curiosidad y no 
por el escaso interés que puedan tener, la versión taquigrá- 
fica de nuestros dichos- de que nuestra posición es fruto de 
la más profunda introspección y de la más honda reflexión 
acerca de todos y cada uno de los extremos que deben ser 
considerados en torno a este problema. De ninguna manera 
podemos decir que haya sido una decisión adoptada lige- 
ramente o en forma liviana. 


Hemos leído cuidadosamente muchos de los materiales 
que se manejaron en la Comisión, así como también hemos 
revisado con esmero las posiciones asumidas al respecto 
por las organizaciones que luchan a favor, y también por 
quienes lo hacen en contra de la despenalización del aborto 
que esta ley plantea. Hemos atendido e intentado valorar 
debidamente la posición y los argumentos de los especia- 
listas médicos, psicólogos, sociólogos y encuestadores, 
así como de los compañeros y los adversarios políticos. En 
la medida de nuestras posibilidades, hemos tratado de 
sondear la opinión pública y, como fruto de todo ello, y 
teniendo en cuenta nuestras propias convicciones, nuestra 
historia personal y la del “próximo prójimo” del que hablaba 
Benedetti, hemos asumido una posición. 


Antes de ingresar al examen del Capítulo II del proyecto 
de ley que acompaña el informe en minoría de la Comisión 
de Salud Pública de este Cuerpo -que como ya lo hemos 
manifestado, es el centro de la discusión que hoy mantene- 
mos-, permítasenos hacer un breve análisis acerca de algu- 
nos aspectos de la iniciativa que entendemos configuran 
inconsecuencias severas y que, por ende, merecen nuestra 
consideración. 


En primer lugar, el trámite de aprobación de este proyec- 
to en Comisión recorrió, tal como sabemos, un camino difícil 
e intrincado, que concluyó en la presentación de dos pro- 
puestas: una que excluye el Capítulo II tan controvertido, 
y Otra que lo incluye. Hoy, por nuestra parte, estamos 
considerando el original. Por este motivo, lo que voy a 
expresar en este momento tiene valor para el proyecto de ley 
informado en mayoría. Ahora bien; este, que excluye el 
Capítulo relativo a la legalización del aborto ha quedado, 
como consecuencia de dicha exclusión, con una formula- 
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ción absolutamente inadecuada y que, en todo caso, debe- 
mos señalar. 


En efecto, téngase presente que el actual Capítulo IT, 
denominado “Disposiciones Generales”, incluye un artícu- 
lo 9” que en la primera oración del primer párrafo, dice: “Las 
interrupciones de embarazo que se practiquen según los 
términos que establece esta ley, serán consideradas acto 
médico sin valor comercial”. 


Ahora bien, este proyecto de ley, tal cual ha quedado 
redactado, no prevé ninguna hipótesis de interrupción del 
embarazo, salvo aquellas consideradas como delito y que 
implican modificaciones mínimas asu tipificación, tal cual 
hoy está prevista en nuestra normativa penal. Por ende, esta 
disposición del artículo 9* del proyecto de ley informado en 
mayoría queda, como consecuencia de la exclusión del 
Capítulo IT original del proyecto, como una norma absolu- 
tamente vacía de contenido. También, desde nuestro punto 
de vista, ha quedado vacío de contenido todo el Capítulo II 
del proyecto informado en mayoría, en cuanto parte del 
supuesto de la legalización del aborto cuando en el artículo 
10 plantea la posibilidad de “objeción de conciencia” y en 
el artículo 12 el “alcance” de la norma para aquellas perso- 
nas con residencia en el país no menor a 42 semanas. Quizás 
de este Capítulo pueda justificarse -al amparo de la legisla- 
ción prohibitiva vigente, que por este proyecto no se mo- 
difica- el mantenimiento del artículo 11, que se refiere a la 
obligación de reserva de los médicos, en cuanto dicha 
reserva daría carácter legal a la normativa sanitaria hoy 
vigente, pero constituida por ordenanzas del Ministerio de 
Salud Pública. Reiteramos que todo el resto de este Capítulo 
Il del proyecto de ley informado en mayoría ha quedado, de 
resultas de la eliminación del Capítulo II, absolutamente 
vacío de contenido. Por ende, salvo el artículo 11 ya anali- 
zado, debería eliminarse para salvaguardar la coherencia 
interna de la iniciativa. 


Una segunda observación que quiero realizar tiene que 
ver con la redacción del artículo 15 del proyecto informado 
en mayoría, que es idéntico al artículo 22 de la propuesta 
informada en minoría. Ambos están referidos al procedi- 
miento a seguir por el Juez competente en caso de 
denunciarse un delito de aborto, pues modifican el artículo 
2” de la Ley N* 9.763, de 24 de enero de 1938. Ahora bien, esta 
modificación en el procedimiento judicial a seguir en estos 
casos, implica -y ello surge de la redacción modificativa- 
que existe hipótesis de “licitud” del aborto. En efecto, allí 
se manifiesta textualmente: “Si de las indagaciones practi- 
cadas, se llegara a la conclusión de que no existe prueba o 
de que el hecho es lícito...”. Pero eliminado el Capítulo Il, 
que prevé la licitud y, por ende, la despenalización del 
aborto en determinados casos, resulta totalmente incon- 
gruente, y porlo tanto equivocado, prever la posibilidad de 
que el Juez concluya que el hecho es “lícito”. En efecto, lo 
correcto es, tal cual está planteado por la Ley N* 9.763, que 
el Juez pueda considerar que el hecho se encuentra entre 
aquellos que, aun a la luz de la legislación sancionatoria 
vigente -y que se mantendría de aprobarse el proyecto 
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informado en mayoría-, se pueden eximir totalmente de 
castigo. Pero resulta un grave error conceptual entender 
que en estos casos la conducta es lícita cuando, en puridad, 
es supuestamente lo contrario. O sea que a partir de una 
conducta ilícita y, por lo tanto, sancionada por la ley penal, 
existen causas atenuantes y aun eximentes. Es a la luz de 
alguna de estas circunstancias eximentes que el Juez, sobre 
la base de la existencia de un hecho que no deja de ser ilícito, 
determina la exención de la sanción prevista en la norma. 


En conclusión, la previsión de la licitud de la conducta 
abortiva en el proyecto informado en mayoría resulta, amén 
de incongruente, un grave error conceptual que debería 
corregirse en caso de aprobarse este proyecto de ley. 


Por último, señor Presidente, con relación a aquellos 
aspectos que hemos considerado como laterales respecto al 
tema que nos ocupa, queremos hacer una observación de 
carácter puramente gramatical. Tanto el proyecto informa- 
do en mayoría como el informado en minoría, contienen 
reiteradamente el adjetivo “etáreas” o “etáreos”, para refe- 
rirse a etapas, tramos o situaciones de las personas. Cabe 
señalar que tal adjetivo así escrito no existe en el idioma 
español, debiéndose sustituir por “etarios” o “etarias”. 


Ingresando ahora al nudo gordiano de estos proyectos, 
señor Presidente, en uno por ausencia y en otro por conte- 
nido, debemos manifestar enfáticamente que estamos con- 
tra toda forma de supresión de la vida humana. 


En el informe en mayoría, el señor Miembro Informante 
explicita -al oponerse a la inclusión en el proyecto del 
multicitado Capítulo II- el dilema al cual se ve enfrentado 
cualquiera que aborde esta discusión, esto es, el conocer, 
más allá de toda duda científica y con independencia de 
creencias religiosas -que, nos adelantamos a manifestar, 
entendemos admisibles aun cuando no las compartamos- 
cuándo comienza la vida humana. 


Nosotros afirmamos por nuestra parte nuestra convic- 
ción, más que producto de la razón producto del sentimien- 
to, de que existe vida humana en el momento mismo de la 
concepción. Reconocemos obviamente el valor de las ase- 
veraciones científicas tanto en un sentido como en otro, 
pero también aceptamos como igualmente válido aquello 
que viene del sentimiento de cada uno. No tenemos ningún 
pudor al expresar que el tema desborda ideologías y hasta 
posiciones filosóficas en otros campos, y de allí lo arduo de 
su dilucidación. 


Siendo ello así, entendemos que necesariamente la de- 
cisión de una mujer respecto a un embarazo no deseado, 
afecta irremisiblemente otra vida humana. Ello supone, y 
tenemos la más profunda convicción acerca de ello, no 
solamente la afectación de esa otra vida humana, sino la de 
la propia mujer que toma la decisión de abortar. Damos por 
cierto el daño psíquico que se produce cuando una mujer 
debe tomar tan dolorosa decisión. Más aun, damos por 
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cierto que en caso de que la misma sea compartida, ella 
afecta, de manera segura, la vida de quien colabora con 
dicha decisión. 


Conocemos asimismo la entidad física de la agresión que 
con la interrupción del embarazo se produce. No tenemos 
conocimientos médicos, pero de ello se han encargado de 
ilustrarnos quienes sí los tienen. Y lo han hecho algunos de 
manera mesurada, y también se han encargado otros de 
mostrárnoslo de la manera más cruda y por cierto con alguna 
dosis de morbosidad que entendemos innecesaria. 


Por todo ello, y sin la más mínima duda, estamos hoy en 
contra del aborto y así lo manifestamos clara y terminante- 
mente como fruto de una larga y profunda reflexión. 


Ahora bien, las preguntas que surgen inmediatamente a 
lo anterior, son las siguientes: ¿constituye la penalización 
del aborto una medida conducente para evitar la producción 
del mismo? ¿Configura la pena de prisión, para la mujer que 
ha decidido interrumpir un embarazo no deseado, un casti- 
go justo? ¿Resulta adecuado calificar de “voluntaria” la 
interrupción de cualquier embarazo en cualquier circuns- 
tancia? ¿Deriva la penalización del aborto en la solución de 
la disfunción social que se traduce en embarazos no desea- 
dos? Nosotros damos una respuesta negativa a todas y 
cada una de esas preguntas. Estamos profundamente con- 
vencidos -al igual que respecto a la defensa de la vida 
humana- que la penalización del aborto resulta, y lo afirma- 
mos sin temor de equivocarnos, una práctica social contra- 
ria a la dogmática penal, injusta, inconducente y cruel. 


La penalización del aborto es una práctica contraria a la 
dogmática penal, por cuanto es principio fundamental de 
ésta el del in dubio pro reo, esto es, favorecer al imputado 
de cualquier conducta en caso que se tenga dudas acerca 
de si la misma configura o no un ilícito penal. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR BRECCIA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Se- 
nadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: quisiera soli- 
citar la prórroga de la hora de la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Sine die, señora Senadora? 
SEÑORA PERCOVICH.- Sí, señor Presidente. 
(Interrupciones) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presen- 
tada por la señora Senadora Percovich, en el sentido - 
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interpreta la Mesa- de continuar con la sesión hasta termi- 
nar el punto. 


(Se vota:) 


-25en 26. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Continúo, señor Presidente. Se pre- 
gunta textualmente el Miembro Informante en mayoría en su 
informe escrito y luego de formularse las consabidas pre- 
guntas acerca de “desde cuándo hay vida”, si es justo 
establecer la existencia o no de un delito, basándonos en 
que dudamos aún hoy, sobre el punto de “desde cuándo 
hay vida”. Y la conclusión que saca de esa interrogante es 
justamente la contraria a la que indica la dogmática penal 
según venimos de ver, abogando por el mantenimiento de 
la figura delictiva. La conclusión debió ser exactamente la 
contraria, esto es, si existe duda en cuanto a la existencia o 
no de vida en las primeras doce semanas de embarazo, la 
consecuencia ineludible es que dicha duda favorece a la 
imputada y, por ende, no podemos sancionar la conducta 
tendiente a interrumpir dicho embarazo. 


Pero dijimos además que la penalización del aborto 
constituye una práctica injusta, y es injusta por partir de 
considerar que se sanciona la “interrupción voluntaria del 
embarazo”. Tengo para mí -y aquí vuelvo a lo del principio 
en cuanto a la paradoja que supone que seamos una mayoría 
de hombres la que decida sobre un tema que atañe funda- 
mentalmente a las mujeres- la consideración de que la 
interrupción del embarazo no deseado no supone, en la 
inmensa mayoría de los casos, una decisión libre y volun- 
taria de la mujer que la adopta. Los miedos como determi- 
nantes de esa voluntad están siempre presentes, señor 
Presidente, y los miedos deben necesariamente ser consi- 
derados por la justicia de los hombres. Y si hay un terreno 
en el cual la penalización de la conducta humana por parte 
de la ley y la sanción más dura, la sanción social, juegan un 
papel fundamental, es en el del aborto. Por eso afirmo que 
la sanción a la interrupción presuntamente voluntaria del 
embarazo resulta además profundamente injusta. 


Afirmo asimismo que la penalización del aborto resulta 
inconducente, por cuanto más allá de cualquier estadística 
que se maneje, aparece como obvio que la penalización no 
ha logrado poner límite a dicha conducta. Se nos dirá, y se 
nos dirá con razón, que con este criterio deberíamos 
despenalizar la mayoría de las conductas sancionadas como 
delitos por nuestro Código Penal, en cuanto la normativa 
sancionatoria no ha logrado la finalidad de evitar dichas 
conductas. Y nosotros contestaremos que no podemos 
jamás pretender que un delincuente nos comunique su 
voluntad de cometer una rapiña o una estafa para que 
nosotros podamos ayudarle a no cometerla, pero que la 
despenalización del aborto puede sí, en cambio, contribuir 
grandemente a la prevención y consiguiente disminución 
de gran cantidad de conductas en tal sentido. 
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Y nuestra profunda convicción surge de algunos ele- 
mentos que hemos manejado a lo largo de esta exposición, 
fundamentalmente dos: la soledad y el miedo como determi- 
nantes de la mayoría de las interrupciones de embarazos 
teóricamente voluntarias. 


Nosotros pretendemos con la despenalización del abor- 
to... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una moción 
del señor Senador Saravia en el sentido de acordarle un 
tiempo complementario al señor Senador Breccia. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-17en 18. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Gracias, señor Presidente y señor 
Senador Saravia, y agradezco también a los colegas. 


Decía que con la despenalización del aborto, y con ello 
ya estamos adelantando nuestra posición a favor de la 
misma y, por ende, nuestra votación a favor del proyecto 
informado en minoría, pretendemos se pueda obtener el 
objetivo que creemos es el único medio para la disminución 
del número de abortos que se practican en el país, esto es, 
que las mujeres en situación de embarazos no deseados, 
puedan decidir acerca de la interrupción o no del mismo, 
entonces sí de forma totalmente libre y voluntaria, con 
plena información acerca de las posibilidades que la socie- 
dad les brinda para tal situación. Estamos profundamen- 
te convencidos de que esa decisión informada conduci- 
rá muchas veces a rever una decisión original tomada en el 
sentido de abortar, y evitará con ello los daños físicos y 
psíquicos de que hemos dado cuenta en nuestra exposi- 
ción. 


Por último, señor Presidente, un espacio para la piedad. 
Dijimos también que la penalización del aborto es una 
práctica social cruel. Y lo afirmamos en base al conocimien- 
to de aquellas mujeres que han sido sancionadas por tal 
delito. En ellas se suma el sufrimiento de la prisión al del 
daño físico y psíquico ya producido, pero lo que es más 
grave aun, se suma el hecho de que la inmensa mayoría de 
esas mujeres, un porcentaje extraordinariamente alto, pro- 
viene de los estratos económicamente más desposeídos de 
la sociedad. Es aesas mujeres ya castigadas por la vida a las 
que sancionamos, no a las que se pueden practicar un 
aborto en clínicas costosas e inclusive en el exterior del 
país. Estamos siendo pues, señor Presidente, crueles de 
toda crueldad en un mundo que ya de por sí nos aparece 
injusto por todos lados. Creemos, señor Presidente, que ha 
llegado la hora de la piedad. 


16 de octubre de 2007 


En resumen, señor Presidente, nuestra posición clara y 
terminante: contra el aborto, a favor de su despenalización. 


Por todo ello, y con la ilusión más profunda de que 
nuestras convicciones puedan ser compartidas por la ma- 
yoría de los integrantes de este Cuerpo, adelantamos nues- 
tro voto afirmativo al proyecto informado en minoría, con 
inclusión del capítulo que contiene la despenalización del 
aborto en el Uruguay en las condiciones allí expresadas. 


Nada más. Muchas gracias. 
(Aplausos en la Barra) 


SEÑOR PRESIDENTE.- No se permite realizar manifesta- 
ciones de ningún tipo a la Barra. Tengo la obligación de 
hacer cumplir el Reglamento y eso es lo que indica. También 
tengo la potestad para desalojar la Barra cuando crea que 
haya desorden, y esto es muy subjetivo. Por lo tanto, 
solicito colaboración en ese sentido. 


Continuando con la lista de oradores, tiene la palabra el 
señor Senador Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- A esta altura, la sesión podrá reco- 
rrer el camino que se entienda pertinente, pero creo que acá 
los dados están todos echados. Voy a reiterar lo que señalé 
afuera porque pienso que es de damas y caballeros, de 
mujeres y hombres, decir las cosas frontalmente. Con mu- 
cho respeto pienso, francamente, que estamos perdiendo el 
tiempo, porque la realidad política del país no la podemos 
desconocer. El Presidente de la República, en este tema, fue 
absolutamente terminante. 


Hace algunos meses, el diario “La República” tituló 
“Vázquez vetará ley que legalice el aborto”, y expresó: 
“Tabaré Vázquez dijo que vetaría una ley que legalice el 
aborto en declaraciones efectuadas a la salida de su almuer- 
zo con el Arzobispo de Montevideo, Nicolás Cotugno”. 
Más adelante, sobre el aborto y la eutanasia, el diálogo del 
Presidente con la prensa fue el siguiente: “Si sus Legisla- 
dores presentan un proyecto para legalizar el aborto, ¿usted 
estaría dispuesto a vetarlo?”, se le preguntó. “Sí”, respon- 
dió el Presidente. “¿Le daría la posibilidad a la ciudadanía 
de decidir con respecto a eso?” “Es un tema que depende 
de la ciudadanía, no de mi”, contestó. El artículo continua: 
“Antes, Vázquez, cuando se le preguntó en general por el 
aborto, dijo estar de acuerdo con tareas preventivas y 
educativas” es decir, con la parte inicial del proyecto de ley. 


En versiones de “El Espectador”, de 13 de marzo de 2007, 
encontramos como título: “Vázquez reafirmó su posición 
contraria a la despenalización del aborto”. La nota expresa: 
“El Presidente de la República, Tabaré Vázquez, reafirmó en 
la noche de este martes ante la Comisión Nacional de 
Seguimiento de Mujeres que vetará cualquier ley que 
despenalice el aborto. Tal como adelantó este lunes a “810”, 
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este fue un tema clave en el encuentro que realizó este 
martes a las siete en la residencia de Suárez y Reyes. Sin 
embargo, Vázquez manifestó que está dispuesto a acompa- 
ñar un proyecto de salud sexual y reproductiva que promue- 
va la prevención y educación para evitar embarazos no 
deseados. La coordinadora ejecutiva de la Comisión” -que 
está por ahí- “Lilian Abracinskas dijo que ambas partes 
plantearon sus posturas con absoluta honestidad”. Y dice 
textualmente: “En la conversación hemos planteado clara- 
mente que nuestra intención no era hacerlo cambiar su 
posición personal. Lo que estamos solicitando es uno de- 
mocrático y que efectivamente participe y que libere la 
posibilidad de encontrar la mejor solución que la sociedad 
se pueda dar en este terreno donde no hay verdades únicas 
y donde todas las posiciones personales son responsa- 
bles”. 


Si leemos los artículos de la Constitución que hacen 
relación a los vetos, observaremos que son bastante sen- 
cillos. Son los que el Presidente Vázquez va a utilizar en caso 
de que nazca esta ley, lo que no va a ocurrir porque ya 
sabemos que no están los votos, más allá de que pongamos 
caras de estadista, de Marco Tulio Cicerón. Esto ya lo 
sabemos; lo computaron todos los periodistas y la gente 
que está de un lado y del otro, y es la realidad. Vamos a 
seguir sesionando las horas que quieran, pero los votos no 
están. 


El artículo 137 de la Constitución expresa: “Si recibido 
un proyecto de ley, el Poder Ejecutivo tuviera objeciones 
que oponer u observaciones que hacer, lo devolverá con 
ellas a la Asamblea General, dentro del plazo perentorio de 
diez días”. Por su parte, el artículo 138, agrega: “Cuando un 
proyecto de ley fuese devuelto por el Poder Ejecutivo con 
objeciones u observaciones, totales o parciales, se convo- 
cará ala Asamblea General y se estará a lo que decidan los 
tres quintos de los miembros presentes de cada una de las 
Cámaras, quienes podrán ajustarse a las observaciones o 
rechazarlas, manteniendo el proyecto sancionado”. Aquí 
voy a mi razonamiento central. Si no están los votos o están 
muy acotados, ¿dónde van a aparecer los tres quintos de 
votos? Pregunto esto con franqueza. ¿Dónde van a aparecer 
los tres quintos de votos en la Asamblea General donde, 
además, se computan por separados los de los Senadores y 
los de los Diputados? ¡No están! Definitivamente no están 
los votos para hacer nacer esta ley. 


Hagamos otro razonamiento, seaeste jurídico, político o 
constitucional. Supongamos que la ley nace. ¡Fantástico! 
¿Saben lo que va a pasar, señores Senadores? 
Automáticamente, quienes sienten que la ley no los identi- 
fica van a juntar firmas, y cuando alcancen el 10% dispara- 
rán una instancia de consulta ciudadana. ¿Qué es lo que 
estoy diciendo yo, en una especie de Isla Martín García, 
hace años? Que no empantanemos más el tema y vayamos 
directamente a que la gente se expida, porque la gente 
quiere hablar, participar, decidir e influir. Es la realidad. 


¿Por qué presentamos un proyecto de referéndum con- 
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sultivo hace unos años y seguimos insistiendo en el mismo? 
Justamente porque hay un bloqueo en el sistema político. 
Es verdad lo que decía el señor Senador Breccia hace un rato 
en el sentido de que cada uno está ante su conciencia. Hay 
un partido que tiene una posición muy ordenada, que es el 
Partido Nacional; otro como el mío, en el que se manejan dos 
O tres bibliotecas -hay gente a favor, gente en contra, y 
algunos que sostenemos que la abstención es muy válida 
para habilitar un llamado a la consulta ciudadana- y un 
gobierno -disculpen lo que voy a expresar- con una bancada 
parlamentaria ampliamente mayoritaria, con dos o tres Se- 
nadores -quizás alguno más- que patean para un lado, y un 
Presidente de la República que patea para el otro. No se 
puede estar en la misa y en la procesión, señores Senadores; 
no se puede ser “progre” y moderado. No es posible. No se 
puede estar en la posición del señor Cotugno y del señor 
Vázquez y, a la vez, en la de la señora Senadora Xavier, que 
es otra. Es el mismo Partido de Gobierno el que ambienta una 
especie de formato “cachol”. No se puede hacer eso, termi- 
na no siendo serio para la gente. No nace el proyecto de ley. 


Algunos acá van a refutar mis palabras diciendo: “Yo 
estoy planteando esto delante del pueblo y diciéndolo 
hasta en contra del Presidente de la República, pero no sirve 
para nada. ¡Hacé lo que quieras, pero no sirve para nada! Lo 
que estás planteando, no va a solucionar el tema; en tu 
convicción, no lo va a solucionar”. 


Lo único que dirime esto -hay que entenderlo y voy a 
insistir en ello- es la convocatoria al Cuerpo Electoral, al 
pueblo, a la gente. ¿Por qué? Es obvio: porque acá se cruzan 
convicciones filosóficas, religiosas, espirituales y 
valorativas. Es un tema demasiado sensible y delicado que 
hace a aspectos muy subjetivos y yo, con franqueza, pienso 
que ya no lo puede arreglar el Parlamento. La señal es lo que 
estamos viendo hoy aquí; nunca viene nadie a las barras, 
aunque decidimos sobre asuntos difíciles y horribles, pero 
ahora sí está pasando porque abordamos un tema en el que 
la gente quiere participar: tirios y troyanos, de un lado y del 
otro, y está bien que pase eso. 


Hace un rato, mi amigo, el señor Senador Baráibar, me 
prestó un libro cepalino sobre cohesión social que le pedí 
el otro día -uno de los últimos documentos de la CEPAL del 
que leí solamente una separata, y agradezco al señor Sena- 
dor que me lo haya prestado- cuya tesis central es que la 
política, en cuanto tal, no convoca más; los temas políticos 
tienen una gran dificultad para convocar. Los que sí convo- 
can son los temas sociales, y si desde el Parlamento no 
entendemos que tienen una dimensión mayúscula y que es 
la gente la que quiere participar, no estamos entendiendo 
nada. 


Perdónenme, compañeros del Gobierno, pero ustedes se 
han pasado la vida haciendo uso y, a veces, hasta abuso 
-digo esto con respeto- de los institutos de la democracia 
directa. Vi convocatorias de democracia directa de todo tipo 
y de cualquier cosa: la ley de ANCAP -para adelante y para 
atrás-, el marco regulatorio energético, de todo. ¿Y en este 
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tema, que es central, no quieren convocar al pueblo? ¿Este, 
que es un tema en el que todo el país quiere estar, sea en una 
posición o en otra, no se consulta? ¡Vamos! Y no me ven- 
gan con argumentos de carácter jurídico, porque no son 
tales. 


Insisto en que la Constitución no prevé de manera 
expresa la existencia de un llamado a consulta popular para 
estos temas, pero podemos instituirla mediante una ley. 
¿Por qué no? ¿Por qué no hacer una macroconvocatoria? 
Incluso, he dicho y he insistido -porque a veces también 
está la pequeñez de preguntar para qué hacer una convoca- 
toria de este tipo que significa tal o cual erogación- hasta 
en la simultaneidad del acto electoral, para que nadie diga 
que se están gastando dineros de la gente. Creo que este es 
un camino muy importante y que termina por resolver la 
cuestión. ¿Pero qué es lo que nos ha pasado en el país? 
Tanto en la Administración anterior como en esta los Pre- 
sidentes, con la fuerza de la Constitución en la mano y con 
los vetos, bloquean el tema. Así lo hizo el doctor Batlle en 
su oportunidad, y ¡guambia! tuvo el derecho de hacerlo 
porque la Constitución le da esa potestad al Presidente. En 
el fondo, este es un régimen presidencialista con participa- 
ción del Parlamento, pero el que cierra el negocio es, reitero, 
el Presidente. Entonces, el doctor Batlle antes, el doctor 
Vázquez ahora; es el juego de los poderes y los 
contrapoderes: unos de un lado y otros del otro. 


No le ganamos al Poder Ejecutivo; no hay votos para los 
que quieran ganarle al Poder Ejecutivo, y no es mi caso. 
Quiero que el pueblo hable; no quiero ser yo el que deter- 
mine, porque a mí nadie me votó para legislar sobre el tema 
del aborto. 


De esto que estoy planteando, además, existen antece- 
dentes en la vida de la República, porque hace algunos años 
se hizo un referéndum consultivo. Precisamente, tengo aquí 
un editorial interesantísimo del diario “El País” del año 1986, 
titulado “Sobre disolución y consulta”, que dice: “se ha 
mencionado la (posibilidad) de convocar a una consulta 
popular acerca del tema de los derechos humanos (...) la 
Constitución no prevé a texto expreso, (...) tal consulta o 
referéndum (...) Se podrá sostener, y es para meditarlo, que 
conforme al artículo 72 de la Constitución (...) tal consulta 
es viable. Consulta ésta que tendría toda la significación y 
contenido de un referéndum desde que, según palabras del 
doctor Enrique C. Armand Ugón en un trabajo presentado 
en 1913 al catedrático de Derecho Constitucional doctor 
Justino E. Jiménez de Aréchaga, es un modo de saber dónde 
está la mayoría y dónde la minoría en toda cuestión de 
importancia nacional”. Y agrega este editorial: “es un ver- 
dadero barómetro de opinión”. 


Tengo también la tesis del doctor Semino -maravilloso 
especialista en Derecho Constitucional- que voy a compar- 
tir con ustedes, que se pregunta: “¿Es constitucionalmente 
posible un referéndum consultivo?” Y Semino, que no es 
ningún improvisado en las artes constitucionales, maneja la 
tesis positiva. 
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En el fondo, de lo que estamos hablando es de una gran 
encuesta ciudadana. El señor Senador Breccia decía -agra- 
dezco que esté presente en Sala con su capacidad de aporte- 
que no es más que eso, pero yo agrego que tampoco es 
menos que eso. Una encuesta de opinión es una medición 
sobre mil puntos muestrales, pero lo que yo estoy plantean- 
do es que todo el pueblo se expida, por sí o por no, por 
votación obligatoria. 


¡Perdónenme, pero es tan sencillo este proyecto de ley! 
¡Pónganle un poco de buena voluntad, señores Legislado- 
res! Son cuatro artículos, casi taquigráficos, que dirían: 
“Artículo 1”.- Convócase al Cuerpo Electoral para que ma- 
nifieste su opinión sobre si el aborto voluntario debe ser 
castigado penalmente. Artículo 2”.- Quienes estén a favor 
del castigo votarán una papeleta con la palabra *SI” y 
quienes estén en contra votarán una papeleta con la palabra 
“NO”. Artículo 3”.- Regirán para esta consulta todas las 
disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias 
que son garantía del sufragio. Artículo 4*.- La Corte Electo- 
ral fijará la fecha de la consulta en coincidencia con el acto 
electoral de octubre de 2009”. Yo había pensado en la 
primera vuelta, pero puede ser en la segunda; no importa. 
Son sólo cuatro artículos. 


¿Qué valor tiene esto? Que si ligamos un Presidente que 
en el Período que viene sigue en la misma tesis, los que 
estén en la postura de avanzar legislativamente no lo po- 
drán hacer si no hay un referéndum de este tipo. Me pregun- 
to qué Presidente de la República, si existiera una consulta 
ciudadana, desconocería ese laudo del pueblo. ¡Díganme 
quién lo haría! Ninguno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senadores: me veo en la 
imperiosa obligación de suspender esta sesión durante 
media hora, y pido a las señoras y señores Senadores, así 
como a la Barra, que desalojen la Sala. Esperaremos afuera 
el resultado de algunas investigaciones que se van a hacer, 
y luego volveremos. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por media hora. 
(Así se hace. Es la hora 20 y 18 minutos) 
(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la 
sesión. 


(Es la hora 21 y 50 minutos) 
SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR GALLINAL.- Acabamos de hacer una improvisa- 
da reunión de coordinación y proponemos pasar a cuarto 
intermedio hasta mañana a la hora 10. 


Asimismo, solicitamos la suspensión de la sesión ordi- 
naria de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso último no está arreglado. 


SEÑOR GALLINAL ..- Entonces, pedimos un cuarto in- 
termedio de cinco minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
-24en 27. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por el término de 
cinco minutos. 


(Así se hace. Es la hora 21 y 51 minutos) 


(Vueltos a Sala) 


21) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la 
sesión. 


(Es la hora 21 y 57 minutos) 
SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL .- Proponemos un cuarto intermedio 
hasta mañana a la hora 10. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presen- 
tada por el señor Senador Gallinal. 


(Se vota:) 
-30en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta mañana a la 
hora 10. 


82-C.S. CAMARA DE SENADORES 16 de octubre 2007 


(Así se hace, a la hora 21 y 58 minutos, presidiendo el 
señor Rodolfo Nin Novoa y estando presentes los señores 
Senadores Abdala, Abreu, Alfie, Amaro, Antía, Baráibar, 
Bentancor, Breccia, Camy, Cid, Couriel, Da Rosa, Dalmás, 
Gallinal, Heber, Long, López, Lorier, Michelini, Moreira, 
Oliver, Penadés, Percovich, Romero, Saravia, Tajam, 
Topolansky, Vaillant y Xavier.) 
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